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09.01. ENTES LOCALES

09. ADMINISTRACIÓN LOCAL

Artículo 2.
1. Alava, Guipúzcoa y Vizcaya, así 
como Navarra, tienen derecho a formar 
parte de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco.
2. El territorio de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco quedará 
integrado por los Territorios Históricos 
que coinciden con las Provincias, en sus 
actuales límites, de Alava, Guipúzcoa y 
Vizcaya, así como la de Navarra, en el 
supuesto de que esta ultima decida su 
incorporación de acuerdo con el 
procedimiento establecido en la 
Disposición Transitoria Cuarta de la 
Constitución.

Artículo 9. El territorio.
 El territorio de Cataluña es el que 
corresponde a los límites geográficos y 
administrativos de la Generalitat en el 
momento de la entrada en vigor del 
presente Estatuto.

Artículo 2.
Uno. El territorio de Galicia es el 
comprendido en las actuales provincias 
de La Coruña, Lugo, Orense y 
Pontevedra.

Artículo 4.
El territorio de la Comunidad Foral de 
Navarra está integrado por el de los 
municipios comprendidos en sus merindades 
históricas de Pamplona, Estella, Tudela, 
Sangüesa y Olite, en el momento de 
promulgarse esta Ley.

Artículo 2.
El territorio de la Comunitat Valenciana 
comprende el de los municipios 
integrados en las provincias de Alicante, 
Castellón y Valencia.

Artículo 2.
El ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma comprende el archipiélago 
canario, integrado por las siete Islas de El 
Hierro, Fuerteventura, Gran Canarias, la 
Gomera, Lanzarote, La Palma y Tenerife, así 
como las Islas de Alegranza, la Graciosa, 
Lobos y Montaña Clara, Roque del este y 
Roque del oeste, agregadas 
administrativamente a Lanzarote, salvo la de 
Lobos, que lo está a Fuerteventura.

Artículo 2.
El territorio del Principado de Asturias 
es el de los concejos comprendidos 
dentro de los limites actuales de la 
provincia de Asturias, para cuya 
modificación se estará a lo dispuesto 
en el artículo 56 de este Estatuto.

Artículo 2.
El territorio de La Rioja como 
Comunidad Autónoma es el de los 
municipios comprendidos dentro de los 
límites administrativos de la provincia 
de La Rioja.

Artículo 1.
Uno. La provincia de Murcia, como 
expresión de su entidad regional 
histórica, dentro de la indisoluble 
unidad de España, se constituye en 
Comunidad Autónoma, para acceder a 
su autogobierno, de acuerdo con la 
Constitución y el presente Estatuto, que 
es su norma institucional básica.
Dos. la Comunidad Autónoma, que se 
denomina Región de Murcia, asume el 
Gobierno y la Administración 
autónomos de la provincia de Murcia.

Artículo 3.
1. El territorio de la Región es el de los 
municipios, comprendidos dentro de los 
límites de la provincia de Murcia.
 

Artículo 2. Territorio. 
El territorio de la Comunidad Autónoma se 
corresponde con el histórico de Aragón, y 
comprende el de los municipios, comarcas y 
provincias de Huesca, Teruel y Zaragoza. 

Artículo 2.
1. El territorio de la Región de Castilla-La 
Mancha corresponde al de los municipios 
que integran las provincias de Albacete, 
Ciudad Real, Cuenca, Guadalajara y Toledo.
Dos. Una Ley de las Cortes de Castilla-La 
Mancha regulará la organización territorial 
propia de la Región sobre la base, en todo 
caso, del mantenimiento de la actual 
demarcación provincial.

Artículo 2. Territorio.
1. El territorio de Extremadura, al que se 
extienden sus poderes, es el de los 
municipios comprendidos dentro de los 
actuales límites de las provincias de Badajoz 
y Cáceres.

Artículo 2. El territorio. 
El territorio de la Comunidad Autónoma de 
las Illes Balears es el formado por el de las 
islas de Mallorca, Menorca, Ibiza, Formentera 
y Cabrera y por el de las otras islas menores 
adyacentes. 

Artículo 2.
El territorio de la Comunidad de Madrid es el 
comprendido dentro de los límites de la 
provincia de Madrid.

Artículo 2. Ámbito territorial. 
El territorio de la Comunidad de Castilla y 
León comprende el de los municipios 
integrados en las actuales provincias de Ávila, 
Burgos, León, Palencia, Salamanca, Segovia, 
Soria, Valladolid y Zamora. 

Artículo 2. Territorio.
El territorio de Andalucía comprende el 
de los municipios de las provincias de 
Almería, Cádiz, Córdoba, Granada, 
Huelva, Jaén, Málaga y Sevilla.

Artículo 2.
1. El territorio de la Comunidad 
Autónoma es el de los municipios 
comprendidos dentro de los límites 
administrativos de la anteriormente 
denominada provincia de Santander.

Artículo 91. El municipio.
1. El municipio es la entidad territorial 
básica de la Comunidad Autónoma. 
Goza de personalidad jurídica propia y 
de plena autonomía en el ámbito de sus 
intereses. Su representación, gobierno 
y administración corresponden a los 
respectivos Ayuntamientos.
2. La alteración de términos municipales 
y la fusión de municipios limítrofes de la 
misma provincia se realizarán de 
acuerdo con la legislación que dicte la 
Comunidad Autónoma en el marco de la 
legislación básica del Estado.
3. Los municipios disponen de plena 
capacidad de autoorganización dentro 
del marco de las disposiciones 
generales establecidas por ley en 
materia de organización y 
funcionamiento municipal.

Artículo 64.
1. Los Municipios estarán regidos por 
Ayuntamientos de carácter 
representativo, elegidos por sufragio 
universal, igual, libre, directo y secreto, 
como establezca la Ley.

Artículo 23.
1. Canarias articula su organización 
territorial en siete Islas.

Artículo 5. Organización territorial. 
Aragón estructura su organización territorial 
en municipios, comarcas y provincias. 

Artículo 81. Organización territorial de 
Aragón. 
1. La organización territorial local de Aragón 
se estructura en municipios, comarcas y 
provincias. 

Artículo 29.
Uno. La Región se organiza territorialmente 
en municipios y en provincias, que gozarán 
de autonomía para el Gobierno y la gestión 
de sus respectivos intereses en el marco de 
la Constitución, del Estatuto y de la 
Legislación general del Estado.

Artículo 3.
1. La Comunidad de Madrid se organiza 
territorialmente en municipios, que gozan de 
plena personalidad jurídica y autonomía para 
la gestión de los intereses que le son 
propios.

Artículo 2.
3. Cantabria estructura su organización 
territorial en municipios.
Una ley del Parlamento podrá 
reconocer la comarca como entidad 
local con personalidad jurídica y 
demarcación propia. La comarca no 
supondrá, necesariamente, la supresión 
de los municipios que la integran.

Artículo 3.
2. La Comunidad Autónoma de Murcia 
se organiza territorialmente en ... y 
Comarcas.
...Las Comarcas gozan también de 
plena personalidad jurídica, así como 
de autonomía para el cumplimiento de 
los fines que les sean atribuidos por la 
Ley.

Artículo 53. Entidades locales y régimen 
jurídico.
1. Extremadura se estructura territorialmente 
en municipios, provincias y, en su caso, en 
las demás formas previstas en este Estatuto.

Artículo 47. La provincia. 
1. La provincia, como entidad local, tiene 
personalidad jurídica propia y capacidad 
plena para la gestión de sus intereses. Su 
gobierno y administración están 
encomendados a la respectiva Diputación. 
Constituye también división territorial para el 
cumplimiento de los fines de la Comunidad 
Autónoma. 
2. Las competencias de las Diputaciones se 
fijarán por la legislación básica del Estado y la 
de la Comunidad Autónoma. En todo caso las 
Diputaciones ejercerán competencias en el 
ámbito de la cooperación, asesoramiento y 
asistencia a municipios y otras entidades 
locales. Prestarán también servicios 
supramunicipales de carácter provincial, en el 
ámbito de las competencias locales, sin 
perjuicio de las que puedan delegarle o 
encomendarle las entidades locales de su 
ámbito territorial o la Comunidad Autónoma. 

-Territorio de la C.A.       -Organización territorial en general.       -Municipios

-Provincias.       -Comarcas.          -Otras entidades            -Símbolos

Artículo 5.
2. Asimismo, se reconocen las banderas 
y enseñas propias de los territorios 
Históricos que integran la Comunidad 
Autónoma.

Artículo 2.
Dos. Una Ley de las Cortes de Castilla-La 
Mancha regulará la organización territorial 
propia de la Región sobre la base, en todo 
caso, del mantenimiento de la actual 
demarcación provincial.

Artículo 83. Organización del 
gobierno local de Cataluña.
1. Cataluña estructura su organización 
territorial básica en municipios y 
veguerías.
2. El ámbito supramunicipal está 
constituido, en todo caso, por las 
comarcas, que debe regular una ley del 
Parlamento.
3. Los demás entes supramunicipales 
que cree la Generalitat se fundamentan 
en la voluntad de colaboración y 
asociación de los municipios.

Artículo 86. El municipio y la 
autonomía municipal.
1. El municipio es el ente local básico 
de la organización territorial de 
Cataluña y el medio esencial de 
participación de la comunidad local en 
los asuntos públicos.
2. El gobierno y la administración 
municipales corresponden al 
Ayuntamiento, formado por el Alcalde o 
Alcaldesa y los Concejales. Deben 
establecerse por ley los requisitos que 
tienen que cumplirse para la aplicación 
del régimen de concejo abierto.
3. El presente Estatuto garantiza al 
municipio la autonomía para el ejercicio 
de las competencias que tiene 
encomendadas y la defensa de los 
intereses propios de la colectividad que 
representa.
4. Los actos y acuerdos adoptados por 
los municipios no pueden ser objeto de 
control de oportunidad por ninguna otra 
administración.
5. Corresponde a la Generalitat el 
control de la adecuación al 
ordenamiento jurídico de los actos y 
acuerdos adoptados por los municipios 
y, si procede, la impugnación 
correspondiente ante la jurisdicción 
contenciosa-administrativa, sin perjuicio 
de las acciones que el Estado pueda 
emprender en defensa de sus 
competencias.
6. Los concejales son elegidos por los 
vecinos de los municipios mediante 
sufragio universal, igual, libre, directo y 
secreto.
7. Las concentraciones de población 
que dentro de un municipio constituyan 
núcleos separados pueden constituirse 
en entidades municipales 
descentralizadas. La Ley debe 
garantizarles la descentralización y la 
capacidad suficientes para llevar a 
cabo las actividades y prestar los 
servicios de su competencia.

Artículo 87. Principios de 
organización y funcionamiento y 
potestad normativa.
1. Los municipios disponen de plena 
capacidad de autoorganización dentro 

del marco de las disposiciones 
generales establecidas por ley en 
materia de organización y 
funcionamiento municipal.
2. Los municipios tienen derecho a 
asociarse con otros y a cooperar entre 
ellos y con otros entes públicos para 
ejercer sus competencias, así como 
para ejercer tareas de interés común. A 
tales efectos, tienen capacidad para 
establecer convenios y crear y 
participar en mancomunidades, 
consorcios y asociaciones, así como 
adoptar otras formas de actuación 
conjunta. Las Leyes no pueden limitar 
este derecho si no es para garantizar la 
autonomía de los otros entes que la 
tienen reconocida.
3. Los municipios tienen potestad 
normativa, como expresión del principio 
democrático en que se fundamentan, 
en el ámbito de sus competencias y en 
los otros sobre los que se proyecta su 
autonomía.

Artículo 88. Principio de 
diferenciación.
Las Leyes que afectan al régimen 
jurídico, orgánico, funcional, 
competencial y financiero de los 
municipios deben tener en cuenta 
necesariamente las diferentes 
características demográficas, 
geográficas, funcionales, organizativas, 
de dimensión y de capacidad de 
gestión que tienen.

Artículo 92. La comarca.
1. La comarca se configura como ente 
local con personalidad jurídica propia y 
está formada por municipios para la 
gestión de competencias y servicios 
locales.
2. La creación, modificación y 
supresión de las comarcas, así como el 
establecimiento del régimen jurídico de 
estos entes, se regulan por una ley del 
Parlamento.

Artículo 93. Los demás entes locales 
supramunicipales.
Los demás entes locales 
supramunicipales se fundamentan en la 
voluntad de colaboración y asociación 
de los municipios y en el 
reconocimiento de las áreas 
metropolitanas. La creación, 
modificación y supresión, así como el 
establecimiento del régimen jurídico de 
estos entes, se regulan por una ley del 
Parlamento.

Artículo 90. La veguería.
1. La veguería es el ámbito territorial 
específico para el ejercicio del gobierno 
intermunicipal de cooperación local y 
tiene personalidad jurídica propia. La 
veguería también es la división 
territorial adoptada por la Generalitat 
para la organización territorial de sus 
servicios.
2. La veguería, como gobierno local, 
tiene naturaleza territorial y goza de 
autonomía para la gestión de sus 
intereses.

Artículo 91. El Consejo de veguería.
1. El gobierno y la administración 
autónoma de la veguería corresponden 
al Consejo de veguería, formado por el 
Presidente o Presidenta y por los 
Consejeros de veguería.
2. El Presidente o Presidenta de 
veguería es escogido por los 
Consejeros de veguería de entre sus 
miembros.
3. Los Consejos de veguería sustituyen 
a las Diputaciones.
4. La creación, modificación y 
supresión, así como el desarrollo del 
régimen jurídico de las veguerías, se 
regulan por ley del Parlamento. La 
alteración, en su caso, de los límites 
provinciales se llevará a cabo conforme 
a lo previsto en el artículo 141.1 de la 
Constitución.

Artículo 2.
Dos. La organización territorial tendrá 
en cuenta la distribución de la población 
gallega y sus formas tradicionales de 
convivencia y asentamiento.
Tres. Una Ley del Parlamento regulará 
la organización territorial propia de 
Galicia, de acuerdo con el presente 
Estatuto.

Artículo 40.
En los términos previstos en el artículo 
veintisiete, dos, de este Estatuto, por 
Ley de Galicia se podrá.
Dos. Crear asimismo, agrupaciones 
basadas en hechos urbanísticos y otros 
de carácter funcional con fines 
específicos.
Tres. Reconocer personalidad jurídica a 
la parroquia rural.

Artículo 40.
En los términos previstos en el artículo 
veintisiete, dos, de este Estatuto, por 
Ley de Galicia se podrá.
Uno. Reconocer la comarca como 
entidad local con personalidad jurídica y 
demarcación propia. La comarca no 
supondrá, necesariamente la supresión 
de los Municipios que la integren.

Artículo 97. Comarcas.
1. La comarca se configura como la 
agrupación voluntaria de municipios 
limítrofes con características 
geográficas, económicas, sociales e 
históricas afines.
2. Por ley del Parlamento de Andalucía 
podrá regularse la creación de 
comarcas, que establecerá, también, 
sus competencias. Se requerirá en todo 
caso el acuerdo de los Ayuntamientos 
afectados y la aprobación del Consejo 
de Gobierno.

Artículo 96. La provincia.
1. La provincia es una entidad local con 
personalidad jurídica propia, 
determinada por la agrupación de 
municipios. Cualquier alteración de los 
límites provinciales habrá de ser 
aprobada por las Cortes Generales 
mediante ley orgánica.
2. El gobierno y la administración 
autónoma de la provincia corresponden 
a la Diputación, como órgano 
representativo de la misma.
3. Serán competencias de la Diputación 
las siguientes:
a) La gestión de las funciones propias 
de la coordinación municipal, 
asesoramiento, asistencia y 
cooperación con los municipios, 
especialmente los de menor población 
que requieran de estos servicios, así 
como la posible prestación de algunos 
servicios supramunicipales, en los 
términos y supuestos que establezca la 
legislación de la Comunidad Autónoma.
b) Las que con carácter específico y 
para el fomento y la administración de 
los intereses peculiares de la provincia 
le vengan atribuidas por la legislación 
básica del Estado y por la legislación 
que dicte la Comunidad Autónoma en 
desarrollo de la misma.
c) Las que pueda delegarle para su 
ejercicio la Comunidad Autónoma, 
siempre bajo la dirección y el control de 
ésta.
4. La Junta de Andalucía coordinará la 
actuación de las Diputaciones, en lo 
que se refiere a las competencias 
recogidas en el apartado 3 del presente 
artículo, en materias de interés general 
para Andalucía. La apreciación del 
interés general y las fórmulas de 
coordinación se establecerán por una 
ley aprobada por mayoría absoluta del 
Parlamento de Andalucía y en el marco 
de lo que disponga la legislación básica 
del Estado. En todo caso, la Comunidad 
Autónoma coordinará los planes 
provinciales de obras y servicios.

Artículo 6.
Uno. El Principado de Asturias se 
organiza territorialmente en municipios, 
que recibirán la denominación 
tradicional de concejos y en comarcas.
Dos. Se reconocerá personalidad 
jurídica a la parroquia rural como forma 
tradicional de convivencia y 
asentamiento de la población 
asturiana.
Tres. Podrán crearse áreas 
metropolitanas.

Artículo 6.
Uno. El Principado de Asturias se 
organiza territorialmente en municipios, 
que recibirán la denominación 
tradicional de concejos y en comarcas.

Artículo 6.
Uno. El Principado de Asturias se 
organiza territorialmente en municipios, 
que recibirán la denominación 
tradicional de concejos y en comarcas.

Artículo 6.
Uno. El Principado de Asturias se 
organiza territorialmente en municipios, 
que recibirán la denominación 
tradicional de concejos y en comarcas.
Dos. Se reconocerá personalidad 
jurídica a la parroquia rural como forma 
tradicional de convivencia y 
asentamiento de la población 
asturiana.
Tres. Podrán crearse áreas 
metropolitanas.

Artículo 2.
3. Cantabria estructura su organización 
territorial en municipios....

Artículo 2.
3. ...
Una ley del Parlamento podrá 
reconocer la comarca como entidad 
local con personalidad jurídica y 
demarcación propia. La comarca no 
supondrá, necesariamente, la supresión 
de los municipios que la integran.

Artículo 5.
Uno. La Comunidad Autónoma de La 
Rioja estructurará su organización 
territorial en municipios.
Dos. Una Ley del Parlamento podrá 
reconocer la Comarca como entidad 
local con personalidad jurídica y 
demarcación propia. La Comarca no 
supondrá, necesariamente, la supresión 
de los municipios que la integran.

Artículo 5.
Uno. La Comunidad Autónoma de La 
Rioja estructurará su organización 
territorial en municipios.

Artículo 27.
En los términos previstos en los 
artículos quinto y octavo, tres, del 
presente Estatuto; se regulará por Ley 
de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja:
Uno. El reconocimiento y delimitación 
de las Comarcas.

Artículo 5.
Dos. Una Ley del Parlamento podrá 
reconocer la Comarca como entidad 
local con personalidad jurídica y 
demarcación propia. La Comarca no 
supondrá, necesariamente, la supresión 
de los municipios que la integran.

Artículo 27.
En los términos previstos en los 
artículos quinto y octavo, tres, del 
presente Estatuto; se regulará por Ley 
de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja:
Dos. La creación de agrupaciones de 
municipios con fines específicos.
Tres. Podrán crearse áreas 
metropolitanas para la coordinación y 
gestión de los servicios públicos.

Artículo 3.
2. La Comunidad Autónoma de Murcia 
se organiza territorialmente en 
Municipios y Comarcas.

Artículo 3.
2. La Comunidad Autónoma de Murcia 
se organiza territorialmente en 
Municipios ....
Los Municipios gozan de plena 
personalidad jurídica y autonomía para 
la gestión de los intereses que les son 
propios....
 

Artículo 3.
3. Los Municipios podrán agruparse, 
con carácter voluntario, para la 
ejecución de obras y la gestión de 
servicios comunes, de acuerdo con la 
legislación que dicte la Comunidad 
Autónoma.
4. Por Ley de la Asamblea Regional se 
podrán crea áreas metropolitanas y 
regular las entidades de ámbito 
territorial inferior al municipio.
 

Artículo 66.
1. Las Diputaciones Provinciales serán 
expresión, dentro de la Comunitat 
Valenciana, de la autonomía provincial, 
de acuerdo con la Constitución, la 
legislación del Estado y el presente 
Estatuto. Tendrán las funciones 
consignadas en la legislación del Estado 
y las delegadas por la Comunitat 
Valenciana.

Artículo 65.
1. Una ley de Les Corts, en el marco de 
la legislación del Estado, que deberá ser 
aprobada por mayoría de dos tercios, 
podrá determinar la división comarcal, 
después de ser consultadas las 
entidades locales afectadas.
2. Las comarcas son circunscripciones 
administrativas de la Generalitat y 
Entidades Locales determinadas por la 
agrupación de municipios para la 
prestación de servicios y gestión de 
asuntos comunes.

Artículo 83. La comarca. 
1. Las comarcas son entidades territoriales, 
constituidas por la agrupación de municipios 
limítrofes, vinculados por características e 
intereses comunes, fundamentales para la 
vertebración territorial aragonesa. 
2. Las comarcas tienen a su cargo la 
prestación de funciones y servicios y la 
gestión de actividades de ámbito 
supramunicipal, representando los intereses 
de la población y territorio comarcales en 
defensa de una mayor solidaridad y equilibrio 
territorial. 
3. La creación, modificación y supresión de 
las comarcas, así como la determinación de 
sus competencias, organización y régimen 
jurídico se regulan por ley de las Cortes de 
Aragón. 

Artículo 30.
Uno. La provincia es una Entidad local con 
personalidad jurídica propia, determinada por 
la agrupación de municipios y división 
territorial para el cumplimiento de las 
actividades del Estado. La provincia se 
configura también como circunscripción 
territorial para el ejercicio de las 
competencias y funciones de la Región. 
Cualquier alteración de los límites 
provinciales habrá de ser aprobada por las 
Cortes Generales mediante Ley Orgánica.
Dos. El Gobierno y la Administración 
Autónoma de las provincias corresponden a 
las Diputaciones.

Artículo 29.
Dos. En los términos previstos por la 
Constitución, por Ley de las Cortes de 
Castilla-La Mancha se podrá:
a) Reconocer la Comarca dentro de cada 
provincia como Entidad local con 
personalidad jurídica y demarcación propia.

Artículo 5.
Cuatro. Las provincias, comarcas y 
municipios de la Región conservarán sus 
banderas, escudos y emblemas tradicionales.

Artículo 29.
Dos. En los términos previstos por la 
Constitución, por Ley de las Cortes de 
Castilla-La Mancha se podrá:
b) Crear asimismo agrupaciones basadas en 
hechos urbanísticos y otros de carácter 
funcional con fines específicos.
c) Reconocer el hecho de Comunidades 
supramunicipales, tales como las de Villa y 
Tierra, el Señorío de Molina y análogas.

Artículo 8.
2. Las Islas se configuran como elementos 
de la organización territorial de la 
Comunidad Autónoma canaria. ...

Artículo 8. La organización territorial. 
1. ...Las instituciones de gobierno de ...  los 
municipios, los Ayuntamientos. 

Artículo 75. Los municipios. 
1. El municipio es la entidad local básica de 
la organización territorial de las Illes Balears 
y el instrumento fundamental para la 
participación de la comunidad local en los 
asuntos públicos. 
2. El gobierno y la administración municipal 
corresponden al Ayuntamiento formado por el 
alcalde o la alcaldesa, los concejales y los 
demás miembros que, en su caso 
establezcan las leyes. 
3. Los concejales son elegidos por los 
vecinos del municipio mediante el sufragio 
universal, igual, libre, directo y secreto. 
4. Este Estatuto garantiza a los municipios la 
autonomía para el ejercicio de sus 
competencias propias, bajo su 
responsabilidad y en defensa de los intereses 
de la colectividad que representa. 
En el ejercicio de las competencias propias, 
los municipios estarán sujetos al control de 
constitucionalidad y legalidad. 
Los municipios tienen en el ámbito de este 
Estatuto y de las leyes, libertad plena para el 
ejercicio de su iniciativa en cualquier materia 
que no esté excluida de su competencia o 
atribuida en exclusiva a otra administración o 
autoridad. 
8. El Parlamento de las Illes Balears, en el 
marco de la legislación básica del Estado, 
aprobará una ley de régimen local para las 
Illes Balears que tendrá en cuenta 
necesariamente las diferentes características 
demográficas, geográficas, organizativas, de 
dimensión y capacidad de gestión que tienen 
los municipios, así como las competencias de 
cooperación local asumidas por los Consejos 
Insulares. 
9. Los municipios de las Illes Balears 
dispondrán de recursos suficientes para 
ejercer las funciones que les atribuye la 
legislación; éstos deben ser garantizados por 
la Administración del Estado, la autonómica y 
la insular. En este sentido, los municipios 
tienen capacidad de regular las finanzas 

Artículo 8. La organización territorial. 
1. La Comunidad Autónoma articula su 
organización territorial en islas y en 
municipios. ... 
2. Esta organización será regulada, en el 
marco de la legislación básica del Estado, 
por ley del Parlamento de las Illes Balears, 
de acuerdo con este Estatuto y con los 
principios de eficacia, jerarquía, 
descentralización, desconcentración, 
delegación y coordinación entre los 
organismos administrativos y de autonomía 
en sus ámbitos respectivos. 

Artículo 3.
2. Los municipios podrán agruparse con 
carácter voluntario para la gestión de 
servicios comunes o para la coordinación de 
actuaciones de carácter funcional o 
territorial, de acuerdo con la legislación que 
dicte la Comunidad, en el marco de la 
legislación básica del Estado.
3. Por Ley de la Asamblea de Madrid se 
podrán establecer, mediante la agrupación 
de municipios limítrofes, circunscripciones 
territoriales propias que gozarán de plena 
personalidad jurídica.

Artículo 6. Símbolos de la Comunidad y 
fiesta oficial. 
6. Cada provincia y municipio conservarán las 
banderas y emblemas que les son 
tradicionales. 

Artículo 6. Los símbolos de las Illes 
Balears. 
2. Cada isla podrá tener su bandera, su día 
de celebración y sus símbolos distintivos 
propios, por acuerdo del Consejo Insular 
respectivo. 

Artículo 44. El municipio. 
1. El municipio es la entidad territorial básica 
de la Comunidad y la institución de 
participación más directa de los ciudadanos 
en los asuntos públicos. Tiene personalidad 
jurídica propia y plena autonomía en el ámbito 
de sus competencias y en la defensa de los 
intereses locales que representa. 
2. Su gobierno, representación y 
administración corresponde al Ayuntamiento. 
3. La creación y supresión de municipios, la 
alteración de términos municipales y la fusión 
de municipios limítrofes se realizará de 
acuerdo con la legislación de la Comunidad 
Autónoma en el marco de la legislación 
básica del Estado. 

Artículo 46. La comarca. 
1. La comarca se configura como la 
agrupación voluntaria de municipios limítrofes 
con características geográficas, económicas, 
sociales e históricas afines. Podrá ser 
también circunscripción administrativa de la 
Junta de Castilla y León para el cumplimiento 
de sus fines. 
2. La constitución de cada comarca se 
formalizará por ley de las Cortes, que definirá 
sus competencias, sin perjuicio de las que 
puedan delegarle o encomendarle las 
entidades locales de su ámbito territorial o la 
Comunidad Autónoma. Se requerirá en todo 
caso el acuerdo de los Ayuntamientos 
afectados. 
3. Una ley de las Cortes de Castilla y León 
regulará la comarca del Bierzo, teniendo en 
cuenta sus singularidades y su trayectoria 
institucional. 
4. Mediante ley de las Cortes se podrá regular 
con carácter general la organización y el 
régimen jurídico de las comarcas de Castilla y 
León. 

Artículo 49. Regulación del gobierno y la 
administración local de Castilla y León. 
1. En el marco de la legislación básica del 
Estado y del presente Estatuto, la Comunidad 
Autónoma establecerá por ley de Cortes la 
regulación del gobierno y la administración 
local de Castilla y León. En dicha regulación 
se contemplarán las entidades locales 
menores, así como las comarcas, áreas 
metropolitanas, mancomunidades, consorcios 
y otras agrupaciones de entidades locales de 
carácter funcional y fines específicos. La 
creación en cada caso de áreas 
metropolitanas se efectuará mediante ley 
específica de las Cortes de Castilla y León. 
2. Se preservarán y protegerán las formas 
tradicionales de organización local, por su 
valor singular dentro del patrimonio 
institucional de Castilla y León. 

Artículo 57. Comarcas.
Mediante ley aprobada por mayoría 
absoluta, la Comunidad Autónoma podrá 
estructurar su organización territorial, 
además, en comarcas. Dicha ley regulará las 
competencias, organización y régimen 
jurídico de dichas entidades.

Artículo 65.
3. Las áreas metropolitanas y las 
agrupaciones de comarcas serán 
reguladas por Ley de Les Corts, 
aprobada también por mayoría de dos 
tercios, después de ser consultadas las 
entidades locales afectadas.

Artículo 63.
1. Las entidades locales comprendidas 
en el territorio de la Comunitat 
Valenciana administran con autonomía 
los asuntos propios, de acuerdo con la 
Constitución Española y este Estatuto.

Artículo 89. Estructura territorial.
1. Andalucía se organiza territorialmente 
en municipios, provincias y demás 
entidades territoriales que puedan 
crearse por ley.
Artículo 90. Principios de la 
organización territorial.
La organización territorial de Andalucía 
se regirá por los principios de 
autonomía, responsabilidad, 
cooperación, desconcentración, 
descentralización, subsidiariedad, 
coordinación, suficiencia financiera y 
lealtad institucional.
Artículo 108. Potestad legislativa.
...Las leyes que afectan a la 
organización territorial, al régimen 
electoral o a la organización de las 
instituciones básicas, requerirán el voto 
favorable de la mayoría absoluta del 
Pleno del Parlamento en una votación 
final sobre el conjunto del texto, salvo 
aquellos supuestos para los que el 
Estatuto exija mayoría cualificada.

Artículo 94. Agrupación de 
municipios.
Una ley regulará las funciones de las 
áreas metropolitanas, 
mancomunidades, consorcios y 
aquellas otras agrupaciones de 
municipios que se establezcan, para lo 
cual se tendrán en cuenta las diferentes 
características demográficas, 
geográficas, funcionales, organizativas, 
de dimensión y capacidad de gestión de 
los distintos entes locales.

propias en el marco de la ley y gozan de 
autonomía presupuestaria. Para velar por el 
equilibrio territorial se creará un fondo de 
cooperación local, cuyos criterios de 
distribución atenderán las características 
socio-económicas y territoriales de los 
municipios. Para garantizar su suficiencia 
financiera, este fondo será de carácter 
incondicionado, sin perjuicio de los convenios 
de colaboración que, con carácter voluntario, 
se pueden hacer con cargo al mismo. 

Artículo 75. Los municipios. 
7. Los municipios tienen derecho a asociarse 
con otros y a cooperar entre ellos y con otros 
entes públicos para ejercer sus competencias 
y para cumplir tareas de interés común. A 
estos efectos tienen capacidad para constituir 
mancomunidades, consorcios y 
asociaciones. 

Artículo 82. El municipio. 
1. Los municipios son las entidades 
territoriales básicas de Aragón, dotadas de 
personalidad jurídica y autonomía para la 
gestión de sus intereses respectivos, y medio 
esencial de participación de la comunidad 
vecinal en los asuntos públicos. 
2. El gobierno y la administración 
municipales corresponde al Ayuntamiento, 
formado por el Alcalde y los concejales. Se 
establecerán por ley de la Comunidad 
Autónoma los requisitos para la aplicación 
del régimen de Concejo abierto. 
3. El presente Estatuto garantiza a los 
municipios la autonomía para el ejercicio de 
sus competencias propias y la defensa de los 
intereses de la colectividad que representan. 

Artículo 84. La provincia. 
Las provincias, como entidades locales 
supramunicipales, con personalidad jurídica 
propia, ejercerán funciones de cooperación, 
asistencia y prestación de servicios a 
municipios y comarcas, atendiendo en todo 
caso a criterios de solidaridad y equilibrio 
territorial. 

Artículo 81. Organización territorial de 
Aragón. 
2. Por ley de las Cortes de Aragón podrá 
regularse la creación, organización y 
competencias de las áreas metropolitanas. 
Igualmente, regulará las entidades de ámbito 
territorial inferior al municipio. 

Artículo 43. Organización territorial. 
1. Castilla y León se organiza territorialmente 
en municipios, provincias y demás entidades 
locales que con tal carácter puedan crearse 
conforme a la ley. 
2. Las entidades locales de Castilla y León se 
regirán por los principios de autonomía, 
suficiencia financiera, competencia, 
coordinación, cooperación, responsabilidad, 
subsidiariedad y lealtad institucional. 
3. La Comunidad y las entidades locales de 
Castilla y León promoverán la cohesión y el 
equilibrio de todos sus territorios, con especial 
atención a las zonas periféricas y a las más 
despobladas y desfavorecidas. 

Artículo 54. Municipios.
1. El municipio es la entidad territorial básica 
de Extremadura e instrumento esencial de 
participación de los ciudadanos en los 
asuntos públicos. Los municipios tienen 
autonomía política y personalidad jurídica 
propia.
2. La Comunidad Autónoma de Extremadura 
regulará, mediante una ley aprobada por 
mayoría absoluta, los procedimientos de 
creación, fusión, segregación y supresión de 
municipios, así como la alteración de 
términos municipales.
3. Corresponden la representación, el 
gobierno y la administración municipales a 
su ayuntamiento, que ejerce sus 
competencias con plena autonomía en la 
gestión y defensa de los intereses locales. 
Por ley de la Asamblea se establecerán los 
requisitos de funcionamiento en régimen de 
concejo abierto.
4. Los municipios pueden asociarse 
voluntariamente con otros y cooperar entre 
ellos y con otros entes públicos para ejercer 
sus competencias y acometer objetivos de 
interés común.

Artículo 55. Autonomía local.
Sin perjuicio de su plena autonomía política 
y la suficiencia financiera para la gestión de 
los asuntos de interés y ámbito local dentro 
del marco normativo general, una ley de la 
Asamblea aprobada por mayoría absoluta 
establecerá las materias y funciones de 
competencia autonómica susceptibles de ser 
gestionadas por los municipios y, en su caso, 
el elenco mínimo de facultades o 
atribuciones que sobre las mismas han de 
tener los ayuntamientos y que las leyes y 
normas sectoriales de la Comunidad 
Autónoma deberán prever y respetar.

Artículo 56. Provincias.
1. La provincia tiene personalidad jurídica 
propia, autonomía y capacidad plena para la 
gestión de sus intereses. Su gobierno y 
administración están encomendados a la 
respectiva diputación.
2. Las competencias de las diputaciones se 
fijarán por la legislación básica del Estado y 
la de la Comunidad Autónoma. En todo 
caso, las diputaciones ejercerán 
competencias en el ámbito de la 
cooperación, asesoramiento y asistencia a 
municipios y entidades locales. Prestarán 
también servicios supramunicipales de 
carácter provincial, sin perjuicio de los que 
puedan delegarle o encomendarle las 
entidades locales de su ámbito territorial o 
las instituciones autonómicas.

Artículo 58. Otras entidades locales.
Por ley se regularán las formas de 
constitución, organización, competencias y 
régimen jurídico y financiero de las 
entidades locales menores, áreas 
metropolitanas, mancomunidades, 
consorcios y aquellas otras agrupaciones 
voluntarias o necesarias de municipios que 
pudieran establecerse, reconociendo, en 
todo caso, su autonomía administrativa y su 
personalidad jurídica.
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09.02. COMPETENCIAS. 

09. ADMINISTRACIÓN LOCAL

-Competencias de los entes locales  

Artículo 84. Competencias locales.
1. El presente Estatuto garantiza a los 
municipios un núcleo de competencias 
propias que deben ser ejercidas por 
dichas entidades con plena autonomía, 
sujeta sólo a control de 
constitucionalidad y de legalidad.
2. Los gobiernos locales de Cataluña 
tienen en todo caso competencias 
propias sobre las siguientes materias 
en los términos que determinen las 
Leyes:
a) La ordenación y la gestión del 
territorio, el urbanismo y la disciplina 
urbanística y la conservación y el 
mantenimiento de los bienes de 
dominio público local.
b) La planificación, la programación y la 
gestión de vivienda pública y la 
participación en la planificación en 
suelo municipal de la vivienda de 
protección oficial.
c) La ordenación y la prestación de 
servicios básicos a la comunidad.
d) La regulación y la gestión de los 
equipamientos municipales.
e) La regulación de las condiciones de 
seguridad en las actividades 
organizadas en espacios públicos y en 
los locales de concurrencia pública. La 
coordinación mediante la Junta de 
Seguridad de los distintos cuerpos y 
fuerzas presentes en el municipio.
f) La protección civil y la prevención de 
incendios.
g) La planificación, la ordenación y la 
gestión de la educación infantil y la 
participación en el proceso de 
matriculación en los centros públicos y 
concertados del término municipal, el 
mantenimiento y el aprovechamiento, 
fuera del horario escolar, de los centros 
públicos y el calendario escolar.
h) La circulación y los servicios de 
movilidad y la gestión del transporte de 
viajeros municipal.
i) La regulación del establecimiento de 
autorizaciones y promociones de todo 
tipo de actividades económicas, 
especialmente las de carácter 
comercial, artesanal y turístico y 
fomento de la ocupación.
j) La formulación y la gestión de 
políticas para la protección del medio 
ambiente y el desarrollo sostenible.
k) La regulación y la gestión de los 
equipamientos deportivos y de ocio y 
promoción de actividades.
l) La regulación del establecimiento de 
infraestructuras de telecomunicaciones 
y prestación de servicios de 
telecomunicaciones.
m) La regulación y la prestación de los 
servicios de atención a las personas, 
de los servicios sociales públicos de 
asistencia primaria y fomento de las 
políticas de acogida de los inmigrantes.
n) La regulación, la gestión y la 
vigilancia de las actividades y los usos 
que se llevan a cabo en las playas, los 
ríos, los lagos y la montaña.
3. La distribución de las 
responsabilidades administrativas en 
las materias a que se refiere el 

Artículo 23.
2. Las Islas gozan de Autonomía plena para 
el ejercicio de los intereses propios. También 
gozarán de autonomía para el ejercicio de 
las competencias que se les atribuyan en el 
marco que establece la Constitución y su 
legislación específica.
7. A los Ayuntamientos, además de sus 
competencias propias, les corresponderá el 
ejercicio de aquéllas que les delegue la 
Comunidad Autónoma.

apartado 2 entre las distintas 
administraciones locales debe tener en 
cuenta su capacidad de gestión y se 
rige por las Leyes aprobadas por el 
Parlamento, por el principio de 
subsidiariedad, de acuerdo con lo 
establecido por la Carta Europea de la 
Autonomía Local, por el principio de 
diferenciación, de acuerdo con las 
características que presenta la realidad 
municipal, y por el principio de 
suficiencia financiera.
4. La Generalitat debe determinar y fijar 
los mecanismos para la financiación de 
los nuevos servicios derivados de la 
ampliación del espacio competencial de 
los gobiernos locales.

Artículo 30.
Tres. Corresponderá a las Diputaciones, 
dentro del ámbito de sus respectivos 
territorios y en el marco de lo establecido por 
la legislación del Estado y de la Región, 
ejercer las siguientes funciones:
a) Aquellos que les atribuya la legislación 
básica del Estado en materia de 
Administración Local para el fomento y la 
administración de los intereses peculiares de 
la provincia.
b) Las que les sean transferidas o delegadas 
por la Junta de Comunidades....
c) La gestión ordinaria de los servicios de la 
administración de la Región. ...

Artículo 92. Competencias propias de 
los municipios.
1. El Estatuto garantiza a los municipios 
un núcleo competencial propio que será 
ejercido con plena autonomía con 
sujeción sólo a los controles de 
constitucionalidad y legalidad.
2. Los Ayuntamientos tienen 
competencias propias sobre las 
siguientes materias, en los términos que 
determinen las leyes:
a) Ordenación, gestión, ejecución y 
disciplina urbanística.
b) Planificación, programación y gestión 
de viviendas y participación en la 
planificación de la vivienda de 
protección oficial.
c) Gestión de los servicios sociales 
comunitarios.
d) Ordenación y prestación de los 
siguientes servicios básicos:
abastecimiento de agua y tratamiento 
de aguas residuales; alumbrado 
público; recogida y tratamiento de 
residuos; limpieza viaria; prevención y 
extinción de incendios y transporte 
público de viajeros.
e) Conservación de vías públicas 
urbanas y rurales.
f) Ordenación de la movilidad y 
accesibilidad de personas y vehículos 
en las vías urbanas.
g) Cooperación con otras 
Administraciones públicas para la 
promoción, defensa y protección del 
patrimonio histórico y artístico andaluz.
h) Cooperación con otras 
Administraciones públicas para la 
promoción, defensa y protección del 
medio ambiente y de la salud pública.
i) La regulación de las condiciones de 
seguridad en las actividades 
organizadas en espacios públicos y en 
los lugares de concurrencia pública.
j) Defensa de usuarios y consumidores.
k) Promoción del turismo.
l) Promoción de la cultura, así como 
planificación y gestión de actividades 
culturales.
m) Promoción del deporte y gestión de 
equipamientos deportivos de uso 
público.
n) Cementerio y servicios funerarios.
ñ) Las restantes materias que con este 
carácter sean establecidas por las 
leyes.

Artículo 69. Cláusula de cierre. 
Las competencias no atribuidas 
expresamente como propias a los Consejos 
Insulares en este Estatuto de Autonomía 
corresponden al Gobierno de las Illes 
Balears, sin que en ningún caso sean 
susceptibles de transferencia aquellas que 
por su propia naturaleza tengan un carácter 
suprainsular, que incidan sobre la ordenación 
y la planificación de la actividad económica 
general en el ámbito autonómico o aquellas 
competencias cuyo ejercicio exija la 
obligación de velar por el equilibrio o la 
cohesión territorial entre las diferentes islas. 
Artículo 70. Competencias propias. 
Son competencias propias de los Consejos 
Insulares, además de las que les vengan 
atribuidas por la legislación estatal, las 
siguientes materias: 
1. Urbanismo y habitabilidad. 
2. Régimen local. 
3. Información turística. Ordenación y 
promoción turística. 
4. Servicios sociales y asistencia social. 
Desarrollo comunitario e integración. Política 
de protección y atención a personas 
dependientes. Complementos de la 
seguridad social no contributiva. Voluntariado 
social. Políticas de atención a las personas y 
a los colectivos en situación de pobreza o 
necesidad social. 
5. Inspección técnica de vehículos. 
6. Patrimonio monumental, cultural, histórico, 
artístico, arquitectónico, arqueológico y 
paisajístico en su ámbito territorial, y depósito 
legal de libros. 
7. Actividades clasificadas. Parques 
acuáticos. Infracciones y sanciones. 
8. Tutela, acogimiento y adopción de 
menores. 
9. Deporte y ocio. Fomento y promoción de 
las actividades deportivas y de ocio. 
10. Transportes terrestres. 
11. Espectáculos públicos y actividades 
recreativas. 
12. Agricultura, ganadería y pesca. Calidad, 
trazabilidad y condiciones de los productos 
agrícolas y ganaderos y de los productos 
alimenticios que de ellos se derivan. 
13. Ordenación del territorio, incluyendo el 
litoral. 
14. Artesanía. Fomento de la competitividad, 
la capacitación y el desarrollo de las 
empresas artesanas. Promoción de 
productos artesanales. Creación de canales 
de comercialización. 
15. Carreteras y caminos. 
16. Juventud. Diseño y aplicación de 
políticas, planes y programas destinados a la 
juventud. 
17. Caza. Regulación, vigilancia y 
aprovechamiento de los recursos cinegéticos. 
18. Cultura. Actividades artísticas y 
culturales. Fomento y difusión de la creación 
y la producción teatral, musical, 
cinematográfica y audiovisual, literaria, de 
danza y de artes combinadas. Promoción y 
animación socio-cultural. 
19. Museos y archivos y bibliotecas de 
titularidad autonómica, en su ámbito 
territorial. Conservatorios de música, 
servicios de bellas artes, hemerotecas e 
instituciones similares, de ámbito insular. 
20. Políticas de género. Conciliación de la 
vida familiar y laboral. Mujer. 

A la entrada en vigor del presente Estatuto de 
Autonomía se transferirán las competencias 
atribuidas como propias a los Consejos 
Insulares, mediante Decreto de traspaso 
acordado en Comisión Mixta de 
Transferencias. 
Artículo 71. Función ejecutiva de 
competencias. 
Los Consejos Insulares, además de las 
competencias que les son propias, podrán 
asumir en su ámbito territorial la función 
ejecutiva y la gestión en las siguientes 
materias: 
1. Montes y aprovechamientos forestales, 
vías pecuarias y pastos. 
2. Recursos y aprovechamientos hidráulicos, 
canales y regadíos, régimen general de 
aguas. Aguas minerales, termales y 
subterráneas. 
3. Obras públicas. 
4. Estadísticas de interés insular. 
5. Vigilancia y protección de sus edificios e 
instalaciones. 
6. Ferias insulares. 
7. Sanidad. 
8. Enseñanza. 
9. Cooperativas y cámaras. 
10. Planificación y desarrollo económicos en 
el territorio de cada una de las Islas, de 
acuerdo con las bases y con la ordenación 
general de la economía del Estado y de la 
Comunidad Autónoma. 
11. Contratos y concesiones administrativas 
respecto de las materias cuya gestión les 
corresponda en su territorio. 
Y, en general, cualesquiera otras que, en el 
propio ámbito territorial, correspondan a los 
intereses respectivos, de acuerdo con las 
transferencias o delegaciones que se 
establezcan para tal fin. 
Una ley del Parlamento establecerá el 
procedimiento de transferencia o delegación 
de competencias a los Consejos Insulares. 
Artículo 72. Potestad reglamentaria. 
1. En las competencias que son atribuidas 
como propias a los Consejos Insulares, éstos 
ejercen la potestad reglamentaria. 
2. La coordinación de la actividad de los 
Consejos Insulares en todo lo que pueda 
afectar a los intereses de la Comunidad 
Autónoma corresponderá al Gobierno. 
3. No obstante lo establecido en el párrafo 
anterior, cuando se trata de la coordinación 
de la actividad que ejercen los Consejos 
Insulares en las competencias que tienen 
atribuidas como propias, deberá contar con la 
necesaria participación de los mismos. 
Artículo 73. Actividad de fomento y 
fijación de políticas propias de los 
Consejos Insulares. 
Corresponde a los Consejos Insulares, en las 
materias que este Estatuto les atribuye 
competencia propia, el ejercicio de la 
actividad de fomento, sin perjuicio de la 
actividad que corresponda la Comunidad 
Autónoma, y la fijación de políticas propias o, 
cuando así lo decidan, la fijación de políticas 
comunes con otros Consejos Insulares, y con 
otras islas, comunidades o con el Estado de 
acuerdo con el Gobierno de las Illes Balears. 
Artículo 85. Desarrollo legislativo y 
función ejecutiva. 
3. Los Consejos Insulares, además de las 
competencias que les corresponden de 
acuerdo con lo que se prevé en este 
Estatuto, tendrán las facultades de gestión y 
ejecución en el propio territorio de las 
decisiones del Gobierno de las Illes Balears 
cuando corresponda. 

Disposición transitoria sexta. Comisión 
Técnica Interinsular. 
1. Al promulgarse el presente Estatuto, las 
instituciones de autogobierno de las Illes 
Balears habrán de respetar las competencias 
que los Consejos Insulares hayan recibido 
del ente preautonómico. 
Artículo 75. Los municipios. 
5. Además de las competencias derivadas de 
la legislación básica del Estado y de la 
legislación sectorial, corresponde a los 
municipios el ejercicio de las que puedan ser 
delegadas por el Estado, por la Comunidad 
Autónoma, por los Consejos Insulares y por 
otras Administraciones. La delegación de 
competencias a los municipios debe ir 
acompañada de los medios económicos, 
personales y materiales adecuados y 
suficientes. 
6. Asimismo, los Ayuntamientos de las Illes 
Balears, en su calidad de instituciones de 
gobierno de los municipios isleños, podrán 
asumir en su ámbito territorial la función 
ejecutiva y la gestión de las competencias 
propias de los Consejos Insulares o de 
aquellas que les hayan sido previamente 
transferidas. Para hacer efectiva esta 
transferencia, que deberá venir acompañada 
de los medios económicos, personales y 
materiales adecuados y suficientes, se 
requerirá el acuerdo del Pleno del 
Ayuntamiento solicitante y del Pleno del 
Consejo Insular respectivo. Una vez 
acordada la transferencia por el Consejo 
Insular, que contendrá el detalle de los 
medios económicos, personales y materiales 
que correspondan, se comunicará el acuerdo 
plenario al Ayuntamiento solicitante que, 
mediante acuerdo plenario, la aceptará o la 
rechazará. 

Artículo 85. Principios y relaciones entre 
la Comunidad Autónoma y los entes 
locales. 
3. La Comunidad Autónoma podrá, mediante 
ley de Cortes de Aragón, aprobar la 
distribución de responsabilidades 
administrativas entre los distintos niveles de 
organización territorial, de acuerdo con la 
legislación básica estatal, respetando la 
autonomía constitucionalmente garantizada y 
previendo los medios de financiación 
suficientes para que pueda llevarse a cabo 
su ejercicio. 

Artículo 64.
2. Les Corts impulsarán la autonomía 
local, pudiendo delegar la ejecución de 
las funciones y competencias en 
aquellos Ayuntamientos y entes locales 
supramunicipales que, por sus medios, 
puedan asumirlas, asegurando la debida 
coordinación y eficacia en la prestación 
de los servicios.
La distribución de las responsabilidades 
administrativas entre las diversas 
administraciones locales ha de tener en 
cuenta su capacidad de gestión y se rige 
por el principio de subsidiariedad, de 
acuerdo con lo que establece la Carta 
europea de la autonomía local y por el 
principio de diferenciación, de acuerdo 
con las características que presenta la 
realidad municipal.
Mediante ley de Les Corts se procederá 
a la descentralización en favor de los 
Ayuntamientos de aquellas 
competencias que sean susceptibles de 
ello, atendiendo a la capacidad de 
gestión de los mismos. Esta 
descentralización irá acompañada de los 
suficientes recursos económicos para 
que sea efectiva.

Artículo 45. Competencias. 
1. Los municipios tienen las competencias 
propias que se establecen por la legislación 
básica del Estado y la de la Comunidad 
Autónoma. Dichas competencias se ejercen 
con plena autonomía. 
2. Las competencias de las entidades locales 
corresponderán a los municipios, salvo que la 
ley que reconozca tales competencias las 
asigne a otras entidades locales. 
3. Los municipios tienen capacidad para 
ejercer su iniciativa en toda materia de 
interés local que no esté expresamente 
excluida de su competencia o atribuida a 
otras Administraciones por la legislación del 
Estado o de la Comunidad Autónoma. 

Artículo 46. La comarca. 
2. La constitución de cada comarca se 
formalizará por ley de las Cortes, que definirá 
sus competencias, sin perjuicio de las que 
puedan delegarle o encomendarle las 
entidades locales de su ámbito territorial o la 
Comunidad Autónoma. Se requerirá en todo 
caso el acuerdo de los Ayuntamientos 
afectados. 

Artículo 47. La provincia. 
2. Las competencias de las Diputaciones se 
fijarán por la legislación básica del Estado y 
la de la Comunidad Autónoma. En todo caso 
las Diputaciones ejercerán competencias en 
el ámbito de la cooperación, asesoramiento y 
asistencia a municipios y otras entidades 
locales. Prestarán también servicios 
supramunicipales de carácter provincial, en el 
ámbito de las competencias locales, sin 
perjuicio de las que puedan delegarle o 
encomendarle las entidades locales de su 
ámbito territorial o la Comunidad Autónoma. 

Artículo 53. Entidades locales y régimen 
jurídico.
2. En el marco de la legislación básica del 
Estado, la Comunidad Autónoma regulará el 
régimen jurídico de las entidades locales de 
Extremadura, teniendo en consideración las 
diferentes características de las mismas y su 
diversa capacidad de gestión competencial.
3. Las entidades locales extremeñas 
disponen de potestad reglamentaria, de 
prerrogativas de derecho público y de 
autonomía para establecer su propia 
estructura organizativa, en los términos que 
establezca la legislación.

Artículo 55. Autonomía local.
Sin perjuicio de su plena autonomía política 
y la suficiencia financiera para la gestión de 
los asuntos de interés y ámbito local dentro 
del marco normativo general, una ley de la 
Asamblea aprobada por mayoría absoluta 
establecerá las materias y funciones de 
competencia autonómica susceptibles de ser 
gestionadas por los municipios y, en su 
caso, el elenco mínimo de facultades o 
atribuciones que sobre las mismas han de 
tener los ayuntamientos y que las leyes y 
normas sectoriales de la Comunidad 
Autónoma deberán prever y respetar.

Artículo 56. Provincias.
2. Las competencias de las diputaciones se 
fijarán por la legislación básica del Estado y 
la de la Comunidad Autónoma. En todo 
caso, las diputaciones ejercerán 
competencias en el ámbito de la 
cooperación, asesoramiento y asistencia a 
municipios y entidades locales. Prestarán 
también servicios supramunicipales de 
carácter provincial, sin perjuicio de los que 
puedan delegarle o encomendarle las 
entidades locales de su ámbito territorial o 
las instituciones autonómicas.

Artículo 57. Comarcas.
...Dicha ley regulará las competencias, 
organización y régimen jurídico de dichas 
entidades.

Artículo 58. Otras entidades locales.
Por ley se regularán las formas de 
constitución, organización, competencias y 
régimen jurídico y financiero de las 
entidades locales menores, áreas 
metropolitanas, mancomunidades, 
consorcios y aquellas otras agrupaciones 
voluntarias o necesarias de municipios que 
pudieran establecerse, reconociendo, en 
todo caso, su autonomía administrativa y su 
personalidad jurídica.
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09.03.  RELACIONES.

09. ADMINISTRACIÓN LOCAL

-Relaciones: Delegación y coordinación.            -Incorporación o segregación de otros territorios

-Iniciativa legislativa.           -Participación en reforma estatuto. 

Artículo 10. Incorporación de otros 
territorios o municipios. 
Podrán incorporarse a la Comunidad 
Autónoma de Aragón otros territorios o 
municipios, limítrofes o enclavados, mediante 
el cumplimiento de los requisitos siguientes, 
sin perjuicio de otros que puedan legalmente 
exigirse: 
a) Que soliciten la incorporación el 
Ayuntamiento o la mayoría de los 
Ayuntamientos interesados, y que se oiga a 
la Comunidad o provincia a la que 
pertenezcan los territorios o municipios a 
agregar. 
b) Que lo acuerden los habitantes de dichos 
municipios o territorios mediante consulta 
expresamente convocada al efecto y previa 
la autorización competente. 
c) Que los aprueben las Cortes de Aragón y, 
posteriormente, las Cortes Generales del 
Estado, mediante ley orgánica. 

Disposición transitoria tercera. 
Segregación de enclaves. 
1. Para que un territorio o municipio que 
constituya un enclave perteneciente a una 
provincia integrada en la Comunidad 
Autónoma de Castilla y León pueda 
segregarse de la misma e incorporarse a otra 
Comunidad Autónoma será necesario el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 
a) Solicitud de segregación, formulada por 
todos los Ayuntamientos interesados, 
mediante acuerdo adoptado con el voto 
favorable de las dos terceras partes del 
número de hecho y, en todo caso, de la 
mayoría absoluta de los miembros de cada 
una de dichas Corporaciones. 
b) Informes de la provincia a la que 
pertenezca el territorio, municipio o 
municipios a segregar y de la Comunidad 
Autónoma de Castilla y León, favorables a tal 
segregación, a la vista de las mayores 
vinculaciones históricas, sociales, culturales y 
económicas con la Comunidad Autónoma a la 
que se solicite la incorporación. A tal efecto, la 
Comunidad Autónoma de Castilla y León 
podrá realizar encuestas y otras formas de 
consulta con objeto de llegar a una más 
motivada resolución. 
c) Refrendo entre los habitantes del territorio, 
municipio o municipios que pretendan la 
segregación, aprobado por mayoría de los 
votos válidos emitidos. 
d) Aprobación por las Cortes Generales, 
mediante Ley Orgánica. 
2. En todo caso, el resultado de este proceso 
quedará pendiente del cumplimiento de los 
requisitos de agregación exigidos por el 
Estatuto de la Comunidad Autónoma a la que 
se pretende la incorporación. 

Disposición adicional segunda.
El Parlamento será el Órgano Foral 
competente para:
a) Ejercer la iniciativa a que se refiere la 
disposición transitoria cuarta de la 
Constitución.
b) Ejercer, en su caso, la iniciativa para la 
separación de Navarra de la Comunidad 
Autónoma a la que se hubiese incorporado.

Artículo 8.
Podrán agregarse a la Comunidad 
Autónoma del País Vasco otros 
territorios o Municipios que estuvieran 
enclavados en su totalidad dentro del 
territorio de la misma, mediante el 
cumplimiento de los requisitos 
siguientes:
A) Que soliciten la incorporación el 
Ayuntamiento o la mayoría de los 
Ayuntamientos interesados, y que se 
oiga a la Comunidad o Provincia a la 
que pertenezcan los territorios o 
Municipios a agregar.
B) Que lo acuerden los habitantes de 
dicho Municipio o territorio mediante 
referéndum expresamente convocado, 
previa la autorización competente al 
efecto y aprobado por mayoría de los 
votos validos emitidos.
C) Que los aprueben el Parlamento del 
País Vasco y, posteriormente, las Cortes 
Generales del Estado, mediante Ley 
Orgánica.

Artículo 22.
3. La Comunidad Autónoma podrá ejercer 
sus funciones administrativas, bien 
directamente, bien por delegación o 
encomienda a los Cabildos Insulares y 
Ayuntamientos, de conformidad con las 
Leyes del Parlamento de Canarias.

Artículo 59. Relaciones con las entidades 
locales.
1. La Comunidad Autónoma y las entidades 
locales ajustarán sus relaciones recíprocas a 
los principios de lealtad institucional y 
financiera, respeto a sus respectivos ámbitos 
competenciales, coordinación, cooperación, 
información mutua, subsidiariedad y 
solidaridad interterritorial.
2. La Comunidad Autónoma podrá articular 
la gestión ordinaria de los servicios de su 
competencia a través de las entidades 
locales de Extremadura, en los términos que 
disponga una ley de la Asamblea que 
establecerá los mecanismos de dirección y 
control por parte de aquella, así como los 
medios financieros, materiales y personales 
que resulten precisos.
3. Igualmente mediante ley de la Asamblea, 
se podrán transferir o delegar a las 
entidades locales de Extremadura facultades 
sobre materias de competencia de la 
Comunidad Autónoma. Estas leyes 
preverán, en cada caso, la correspondiente 
transferencia de medios financieros, 
materiales y personales que resulten 
precisos para garantizar la suficiencia en la 
prestación de los servicios públicos 
descentralizados, así como las formas de 
dirección y control que se reserven los 
poderes de la Comunidad.
4. La Comunidad Autónoma coordinará las 
funciones propias de las diputaciones 
provinciales que sean de interés general de 
Extremadura. A estos efectos, y en el marco 
de la legislación del Estado, por una ley de 
la Asamblea aprobada por mayoría absoluta 
se establecerán las fórmulas generales de 
coordinación y la relación de funciones que 
deban ser coordinadas.
5. La Junta de Extremadura reconocerá la 
interlocución de la Federación Extremeña de 
Municipios y Provincias en la discusión de 
asuntos de interés local, sin perjuicio de la 
constitución de otros foros generales o 
específicos con la misma finalidad.

Artículo 55. Autonomía local.
Sin perjuicio de su plena autonomía política 
y la suficiencia financiera para la gestión de 
los asuntos de interés y ámbito local dentro 
del marco normativo general, una ley de la 
Asamblea aprobada por mayoría absoluta 
establecerá las materias y funciones de 
competencia autonómica susceptibles de ser 
gestionadas por los municipios y, en su caso, 
el elenco mínimo de facultades o 
atribuciones que sobre las mismas han de 
tener los ayuntamientos y que las leyes y 
normas sectoriales de la Comunidad 
Autónoma deberán prever y respetar.

Artículo 89. Colaboración en materia 
fiscal.
1. La Comunidad Autónoma, el Estado y las 
entidades locales de Extremadura 
colaborarán en las actuaciones fiscales 
respectivas y facilitarán el intercambio de la 
información precisa para el ejercicio de sus 
correspondientes competencias en la 
materia y, especialmente, la gestión 

Artículo 74. Conferencia de Presidentes. 
1. La Conferencia de Presidentes, integrada 
por el Presidente de las Illes Balears y por los 
Presidentes de los Consejos Insulares de 
Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera, se 
constituirá, de acuerdo con los principios de 
cooperación, colaboración y lealtad 
institucional, como marco general y 
permanente de relación, deliberación, 
participación, formulación de propuestas, 
toma de acuerdos e intercambio de 
información entre el Gobierno de las Illes 
Balears y los Consejos Insulares de cada una 
de las islas en las materias de interés común. 
2. La propia Conferencia de Presidentes 
adoptará su reglamento interno y de 
funcionamiento. 

Artículo 50. Funciones. 
Corresponde también al Parlamento: 
6. Aprobar y decidir transferencias o 
delegaciones de competencias a favor de los 
Consejos Insulares y demás entes locales de 
la Comunidad Autónoma. 

Artículo 72. Potestad reglamentaria. 
2. La coordinación de la actividad de los 
Consejos Insulares en todo lo que pueda 
afectar a los intereses de la Comunidad 
Autónoma corresponderá al Gobierno. 
3. No obstante lo establecido en el párrafo 
anterior, cuando se trata de la coordinación 
de la actividad que ejercen los Consejos 
Insulares en las competencias que tienen 
atribuidas como propias, deberá contar con la 
necesaria participación de los mismos. 

Disposición transitoria quinta. Comisión 
Mixta de Transferencias Gobierno-
Consejos Insulares. 
Para el traspaso de las funciones y servicios 
inherentes a las competencias atribuidas 
como propias a los Consejos Insulares a que 
hace referencia el artículo 69 del presente 
Estatuto, se creará una Comisión Mixta de 
Transferencias Gobierno-Consejos Insulares 
que tendrá carácter paritario. Esta Comisión 
tendrá su propio Reglamento de 
funcionamiento, que se aprobará por mayoría 
simple de sus componentes. Los acuerdos 
de la Comisión Mixta de Transferencias 
tomarán la forma de propuesta al Gobierno 
de las Illes Balears, que las aprobará 
mediante Decreto de traspaso, que se 
publicará en el Butlletí Oficial de les Illes 
Balears y en el que figurará la fecha de 
efectividad del traspaso de las funciones y 
servicios a que concierna. 

Disposición transitoria sexta. Comisión 
Técnica Interinsular. 
2. A propuesta del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma, y de acuerdo con una ley del 
Parlamento, se nombrará una Comisión 
Técnica Interinsular encargada de distribuir 
las competencias a que hace referencia el 
artículo 71 del presente Estatuto, así como la 
fijación del control y la coordinación que en 
cada caso corresponda al Gobierno de la 
Comunidad Autónoma, en la medida en que 
sean asumidas por la Comunidad Autónoma 
por transferencia o por delegación del 
Estado. 

Artículo 6.
La villa de Madrid, por su condición de 
capital del Estado, y sede de las 
instituciones generales, tendrá un régimen 
especial, regulado por Ley votada en Cortes. 
Dicha Ley determinará las relaciones entre 
las instituciones estatales, autonómicas y 
municipales, en el ejercicio de sus 
respectivas competencias.

Artículo 38.
La administración de la Comunidad de 
Madrid desarrollará su actuación a través de 
los órganos, organismos y entidades 
dependientes del Gobierno que se 
establezcan pudiendo delegar dichas 
funciones en los municipios y demás 
entidades locales reconocidas en este 
Estatuto si así lo autoriza una Ley de la 
Asamblea, que fijará las oportunas formas 
de control y coordinación.

Artículo 24. Atribuciones. 
Corresponde a las Cortes de Castilla y León: 
11. Aprobar transferencias de competencias 
de la Comunidad a los municipios, provincias 
y otras entidades locales de la misma, salvo 
lo que determina el presente Estatuto o 
disponga una previa ley de la propia 
Comunidad. 

Artículo 48. Principios. 
La Comunidad de Castilla y León impulsará la 
autonomía local. La Comunidad y las 
entidades locales ajustarán sus relaciones 
recíprocas a los principios de lealtad 
institucional, respeto a los ámbitos 
competenciales respectivos, coordinación, 
cooperación, información mutua, 
subsidiariedad, solidaridad interterritorial y 
ponderación de los intereses públicos 
afectados, cualquiera que sea la 
Administración que los tenga a su cargo. 

Artículo 50. Transferencia y delegación de 
competencias de la Comunidad a los entes 
locales. 
1. Por ley de las Cortes, aprobada por 
mayoría absoluta, se podrán transferir 
competencias a los Ayuntamientos, 
Diputaciones y otros entes locales que 
puedan asegurar su eficaz ejercicio, en 
aquellas materias que sean susceptibles de 
ser transferidas. 
La transferencia de competencias 
contemplará el traspaso de los medios 
personales, financieros y materiales que 
resulten precisos para garantizar la 
suficiencia en la prestación de los servicios 
públicos descentralizados. 
2. Asimismo, la Comunidad podrá delegar en 
las entidades locales la gestión de materias 
de su competencia, el desempeño de sus 
funciones y la prestación de servicios, 
estableciéndose en estos supuestos las 
formas de dirección y control que aquélla se 
reserve. 

Artículo 41.
La Comunidad Autónoma ejercerá sus 
funciones administrativas por órganos y 
entes dependientes de la Junta de 
Galicia. También podrá delegarlas en 
las provincias, municipios y demás 
Entidades Locales reconocidas en este 
Estatuto.

Disposición adicional Tercera.
Uno. La Junta coordinará la actividad de 
las diputaciones provinciales de Galicia 
en cuanto afecte directamente al interés 
general de la Comunidad Autónoma, y a 
estos efectos se unirán los 
presupuestos que aquellas elaboren y 
aprueben al de la Junta de Galicia.
Dos. La Junta podrá encomendar la 
ejecución de sus acuerdos a las 
diputaciones provinciales. Estas 
ejercerán las funciones que la Junta les 
transfiera o delegue.

Artículo 24.
Compete también a la Junta General:
Cinco. Ejercer las competencias 
atribuidas por el artículo diez coma uno 
coma 2, al Principado de Asturias en lo 
relativo a la alteración de los términos y 
denominaciones de los concejos, así 
como las facultades en relación a la 
creación de organizaciones territoriales 
en los términos establecidos en dicho 
artículo.
Seis. Regular la delegación de 
competencias administrativas del 
Principado en uno o varios municipios 
o en las organizaciones territoriales a 
que se hace referencia en el artículo 
sexto.

Artículo 37.
La Comunidad Autónoma de Cantabria 
ejercerá sus funciones administrativas a 
través de los organismos y entidades 
que se establezcan, dependientes del 
Gobierno, y pudiendo delegar dichas 
funciones en las comarcas, municipios y 
demás entidades locales, si así lo 
autoriza una ley del Parlamento que 
fijará las oportunas formas de control y 
coordinación.

Artículo 19.
Uno. El Parlamento, de conformidad 
con la Constitución, el presente Estatuto 
y el resto del ordenamiento jurídico, 
ejerce las siguientes funciones:
g) Aprobar la ordenación Comarcal y la 
alteración de los términos municipales 
existentes en La Rioja, sus 
denominaciones y capitalidad, de 
conformidad con lo previsto en el 
artículo veintisiete.
h) Autorizar las transferencias de 
competencias de la Comunidad 
Autónoma en favor de Entes Locales 
incluidos en su territorio.

Artículo 23.
Compete a la Asamblea Regional:
6. Regular la delegación de 
competencias administrativas de la 
Región en uno o varios municipios o en 
las entidades territoriales a que hace 
referencia el artículo 3 de este Estatuto.

Artículo 85. Principios y relaciones entre 
la Comunidad Autónoma y los entes 
locales. 
1. La actividad de las entidades territoriales 
aragonesas se desarrollará bajo los 
principios de subsidiariedad, 
proporcionalidad y diferenciación. 
2. La Administración de la Comunidad 
Autónoma y las entidades locales ajustarán 
sus relaciones a los criterios de información 
mutua, colaboración, coordinación y respeto 
a los ámbitos competenciales respectivos. 
3. La Comunidad Autónoma podrá, mediante 
ley de Cortes de Aragón, aprobar la 
distribución de responsabilidades 
administrativas entre los distintos niveles de 
organización territorial, de acuerdo con la 
legislación básica estatal, respetando la 
autonomía constitucionalmente garantizada y 
previendo los medios de financiación 
suficientes para que pueda llevarse a cabo 
su ejercicio. 

Artículo 86. El Consejo local de Aragón. 
El Consejo local de Aragón es el órgano de 
colaboración y coordinación entre el 
Gobierno de Aragón y las asociaciones 
representativas de las entidades locales 
aragonesas. El Consejo debe ser oído en las 
iniciativas legislativas y en la tramitación de 
planes y normas reglamentarias que afecten 
de forma específica a los gobiernos locales. 

Artículo 30.
Tres. Corresponderá a las Diputaciones, 
dentro del ámbito de sus respectivos 
territorios y en el marco de lo establecido por 
la legislación del Estado y de la Región, 
ejercer las siguientes funciones:
b) Las que les sean transferidas o delegadas 
por la Junta de Comunidades.
Dichas transferencias o delegaciones se 
realizarán mediante Ley aprobada por las 
Cortes de Castilla-La Mancha. La Junta 
delegará, en todo caso, en las Diputaciones 
la ejecución de aquellas competencias que 
no sean de interés general para la Región. La 
Ley preverá en cada caso la correspondiente 
transferencia en medios financieros, 
personales y patrimoniales, así como las 
formas de cooperación, de dirección y de 
control que se reserve el Consejo de 
Gobierno.
c) La gestión ordinaria de los servicios de la 
administración de la Región. A estos efectos 
y en el marco del régimen jurídico aplicable a 
las Diputaciones, éstas actuarán bajo la 
dirección del Consejo de Gobierno.
Cuando en la gestión de los servicios a que 
se refiere el párrafo anterior las Diputaciones 
no cumplirán las obligaciones que legalmente 
les asigne la Junta de Comunidades, el 
Consejo de Gobierno podrá requerir el 
Presidente de la Diputación para su 
cumplimiento.
En caso de incumplimiento de las directrices, 
denegaron de las informaciones solicitadas o 
inobservancia de los requerimientos 
formulados, la Comunidad Autónoma, de 
acuerdo con lo dispuesto en su legislación, 
podrá suspender o dejar sin efectos la 
transferencia o delegación o ejecutar la 
competencia por si misma, en este último 
supuesto, las órdenes de la Comunidad 
Autónoma serán vinculantes para todos los 
agentes que gestionen el servicio de que se 
trate.
Cuatro. La Junta de Comunidades podrá 
coordinar las actuaciones de las 
Diputaciones en materias de interés general 
para Castilla-La Mancha. La apreciación del 
interés general y las fórmulas de 
coordinación se establecerán por Ley de las 
Cortes de la Región aprobada por mayoría 
de tres quintos y en el marco de lo que 
disponga la legislación básica del Estado.
Cinco. Una Ley de las Cortes de Castilla-La 
Mancha regulará las relaciones de 
colaboración y cooperación de la Junta de 
Comunidades, con las Corporaciones locales 
de la Región.

Artículo 89. Estructura territorial.
2. La Administración de la Comunidad 
Autónoma y las Administraciones 
locales ajustarán sus relaciones a los 
principios de información mutua, 
coordinación, colaboración y respeto a 
los ámbitos competenciales 
correspondientes determinados en el 
presente Estatuto, en la legislación 
básica del Estado y en la normativa 
autonómica de desarrollo, con plena 
observancia de la garantía institucional 
de la autonomía local reconocida por la 
Constitución y por la Carta Europea de 
la Autonomía Local.
Artículo 96. La provincia.
3. Serán competencias de la Diputación 
las siguientes:
a) La gestión de las funciones propias 
de la coordinación municipal, 
asesoramiento, asistencia y 
cooperación con los municipios, 
especialmente los de menor población 
que requieran de estos servicios, así 
como la posible prestación de algunos 
servicios supramunicipales, en los 
términos y supuestos que establezca la 
legislación de la Comunidad Autónoma.
b) Las que con carácter específico y 
para el fomento y la administración de 
los intereses peculiares de la provincia 
le vengan atribuidas por la legislación 
básica del Estado y por la legislación 
que dicte la Comunidad Autónoma en 
desarrollo de la misma.
c) Las que pueda delegarle para su 
ejercicio la Comunidad Autónoma, 
siempre bajo la dirección y el control de 
ésta.
4. La Junta de Andalucía coordinará la 
actuación de las Diputaciones, en lo 
que se refiere a las competencias 
recogidas en el apartado 3 del presente 
artículo, en materias de interés general 
para Andalucía. La apreciación del 
interés general y las fórmulas de 
coordinación se establecerán por una 
ley aprobada por mayoría absoluta del 
Parlamento de Andalucía y en el marco 
de lo que disponga la legislación básica 
del Estado. En todo caso, la Comunidad 
Autónoma coordinará los planes 
provinciales de obras y servicios.
Artículo 97. Comarcas.
2. Por ley del Parlamento de Andalucía 
podrá regularse la creación de 
comarcas, ... Se requerirá en todo caso 
el acuerdo de los Ayuntamientos 
afectados y la aprobación del Consejo 
de Gobierno.
Artículo 93. Transferencia y 
delegación de competencias en los 
Ayuntamientos.
1. Por ley, aprobada por mayoría 
absoluta, se regulará la transferencia y 
delegación de competencias en los 
Ayuntamientos siempre con la 
necesaria suficiencia financiera para 
poder desarrollarla y de acuerdo con los 
principios de legalidad, responsabilidad, 
transparencia, coordinación y lealtad 
institucional, quedando en el ámbito de 
la Junta de Andalucía la planificación y 
control de las mismas.

Artículo 85. El Consejo de Gobiernos 
Locales.
El Consejo de Gobiernos Locales es el 
órgano de representación de 
municipios y veguerías en las 
instituciones de la Generalitat. El 
Consejo debe ser oído en la tramitación 
parlamentaria de las iniciativas 
legislativas que afectan de forma 
específica a las Administraciones 
locales y la tramitación de planes y 
normas reglamentarias de carácter 
idéntico. Una ley del Parlamento regula 
la composición, la organización y las 
funciones del Consejo de Gobiernos 
Locales.

Artículo 219. Suficiencia de 
recursos.
3. Se garantizan a los gobiernos locales 
los recursos suficientes para hacer 
frente a la prestación de los servicios 
cuya titularidad o gestión se les 
traspase o delegue. Toda nueva 
atribución de competencias debe ir 
acompañada de la asignación de los 
recursos suplementarios necesarios 
para financiarlas correctamente, de 
modo que se tenga en cuenta la 
financiación del coste total y efectivo de 
los servicios traspasados. El 
cumplimiento de este principio es una 
condición necesaria para que entre en 
vigor la transferencia o delegación de la 
competencia. A tal efecto, pueden 
establecerse diversas formas de 
financiación, incluida la participación en 
los recursos de la hacienda de la 
Generalitat o, si procede, del Estado.

Artículo 199. Coordinación de las 
acciones exteriores.
La Generalitat debe impulsar y 
coordinar, en el ámbito de sus 
competencias, las acciones exteriores 
de los entes locales y de los 
organismos y otros entes públicos de 
Cataluña, sin perjuicio de la autonomía 
que tengan.

Artículo 204. La Agencia Tributaria 
de Cataluña.
5. La Agencia Tributaria de Cataluña 
puede ejercer por delegación de los 
municipios las funciones de gestión 
tributaria con relación a los tributos 
locales.

Artículo 19.
Uno. La iniciativa legislativa corresponde:
c) A los Ayuntamientos que representen un 
tercio del número de municipios de la 
respectiva merindad, y un cincuenta por 
ciento de la población de derecho de la 
misma. El ejercicio de esta iniciativa se 
regulará por Ley Foral.

Artículo 12.
3. Los Cabildos Insulares participarán en el 
Parlamento a través de la Comisión General 
de Cabildos Insulares. El Reglamento de la 
Cámara fijará su composición y funciones 
que, en todo caso, serán consultivas e 
informativas.
5. La iniciativa legislativa corresponde al 
Gobierno canario y a los Diputados 
autonómicos o a un Cabildo Insular.

Artículo 12.
Uno. La iniciativa legislativa corresponde a 
los Diputados a través de sus grupos 
parlamentarios y al Consejo de Gobierno. 
Por Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha 
se regulará el ejercicio de la iniciativa 
popular y de las Corporaciones locales en el 
marco de la Ley orgánica prevista en el 
artículo ochenta y siete, tres, de la 
Constitución.

Artículo 47. Iniciativa de la potestad 
legislativa. 
2. Los Consejos Insulares podrán solicitar del 
Gobierno la adopción de un proyecto de ley o 
remitir a la Mesa del Parlamento una 
proposición de ley, delegando ante dicha 
cámara a un máximo de tres miembros 
encargados de su defensa. 

Artículo 15..
2. La iniciativa legislativa corresponde a los 
Diputados, a los Grupos Parlamentarios y al 
Gobierno, en los términos que se 
establezcan en el Reglamento de la 
Asamblea. Por ley de la Asamblea se podrá 
regular el ejercicio de la iniciativa legislativa 
popular y de los Ayuntamientos, para las 
materias a las que se refiere el apartado 1.

Artículo 27.
4. La iniciativa legislativa corresponde a 
los miembros del Parlamento, al 
Gobierno y a las Instituciones 
representativas a que se refiere el 
artículo 37 de este Estatuto, en los 
términos establecidos por la ley. Los 
miembros del Parlamento podrán, tanto 
en pleno como en comisiones, formular 
ruegos, preguntas, interpelaciones y 
mociones en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. La 
iniciativa popular para la presentación 
de proposiciones de ley, que hayan de 
ser tramitadas por el Parlamento Vasco, 
se regulará por este mediante ley, de 
acuerdo con lo que establezca la Ley 
Orgánica prevista en el artículo 83 de la 
Constitución .

Artículo 62. Iniciativa legislativa y 
ejercicio de la función legislativa.
1. La iniciativa legislativa corresponde a 
los Diputados, a los grupos 
parlamentarios y al Gobierno. También 
corresponde, en los términos 
establecidos por las leyes de Cataluña, 
a los ciudadanos, mediante la iniciativa 
legislativa popular, y a los órganos 
representativos de los entes 
supramunicipales de carácter territorial 
que establece el presente Estatuto.

Artículo 111. Iniciativa legislativa.
2. Una ley del Parlamento de Andalucía, 
en el marco de la ley orgánica prevista 
en el artículo 87.3 de la Constitución, 
regulará tanto el ejercicio de la iniciativa 
legislativa de los Ayuntamientos como la 
iniciativa legislativa popular.

Artículo 31.
1. La iniciativa para el ejercicio de la 
potestad legislativa reconocida en el 
artículo 23 de este Estatuto 
corresponde a los miembros de la 
Junta General y al Consejo de 
Gobierno. Por Ley del Principado se 
regulará la iniciativa de los 
ayuntamientos y la iniciativa popular 
para las materias que sean 
competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma.

Artículo 30.
Uno. La iniciativa para el ejercicio de 
las potestades reconocidas en el 
artículo veintitrés corresponde a los 
miembros de la Asamblea y al Consejo 
de Gobierno. Por Ley de la Asamblea 
se regulará la iniciativa de los 
Municipios y de las Comarcas a través 
de sus Órganos Colegiados 
representativos, así como la iniciativa 
popular, de acuerdo con lo que 
disponga la legislación del Estado.

Artículo 47.
1. No obstante lo dispuesto en el 
artículo anterior, cuando la reforma 
tuviera por objeto una mera alteración 
de la organización de los poderes del 
País Vasco y no afectará a las 
relaciones de la Comunidad Autónoma 
con el Estado o a los regímenes forales 
privativos de los Territorios Históricos , 
se podrá proceder de la siguiente 
manera:
A) Elaboración del proyecto de reforma 
por el Parlamento Vasco.
B) Consulta a las Cortes Generales y a 
las Juntas Generales.
C) Sí en el plazo de treinta días, a partir 
de la recepción de la consulta ningún 
órgano consultado se declarase 
afectado por la reforma, se convocará, 
debidamente autorizado, un referéndum 
sobre el texto propuesto.
D) Finalmente se requerirá la 
aprobación de las Cortes Generales 
mediante ley orgánica.
E) Sí en el plazo señalado en la letra c) 
alguno de los órganos consultados se 
declarase afectado por la reforma, esta 
habrá de seguir el procedimiento 
previsto en el artículo 46, dándose por 
cumplidos los trámites de los apartados 
a) y b) del número 1 del mencionado 
artículo .

Artículo 65.
Cuando la reforma tuviera por objeto una 
alteración en la organización de los poderes 
de Canarias que afectara directamente a las 
Islas, se requerirá la audiencia previa de los 
Cabildos Insulares.

Artículo 56.
La reforma de este Estatuto se ajustará 
al siguiente procedimiento:
Uno. La iniciativa corresponderá a una 
cuarta parte de los miembros de la 
Junta General, a dos tercios de los 
municipios asturianos o al Consejo de 
Gobierno, así como el Gobierno y a las 
Cortes Generales del Estado.

Artículo 58.
La reforma del Estatuto se ajustará al 
siguiente procedimiento:
Uno. Su iniciativa corresponderá al 
Gobierno de La Rioja, al Parlamento a 
propuesta de un tercio de sus 
miembros, a dos tercios de municipios, 
cuya población represente al menos la 
mayoría del censo electoral, y a las 
Cortes Generales.

Artículo 64.
1. La reforma del Estatuto se ajustará al 
siguiente procedimiento:
la iniciativa de la reforma corresponderá al 
gobierno o a la Asamblea de Madrid, a 
propuesta de una tercera parte de sus 
miembros, o de dos tercios de los municipios 
de la Comunidad cuya población represente 
la mayoría absoluta de la Comunidad de 
Madrid.

Artículo 33.
Uno. La Administración de la 
Comunidad Autónoma y las 
Administraciones Locales ajustarán sus 
relaciones a los principios de 
información mutua, colaboración, 
coordinación y respeto a los ámbitos 
competenciales correspondientes 
determinados en el presente Estatuto y 
en la legislación básica del Estado.
Dos. El Parlamento de La Rioja, en el 
marco de la legislación básica del 
Estado y mediante Ley, podrá regular 
aquellas materias relativas a la 
Administración Local que el presente 
Estatuto reconoce como de la 
competencia de la Comunidad 
Autónoma.
Tres. La Comunidad Autónoma podrá 
transferir o delegar en las corporaciones 
locales, mediante Ley aprobada por 
mayoría absoluta, facultades 
correspondientes a materias de su 
competencia. Esta Ley preverá en cada 
caso la correspondiente transferencia 
de medios, así como la forma de 
dirección y control que se reserve la 
Comunidad.

Artículo 46.
Dos. La Diputación Foral, sin perjuicio de la 
jurisdicción de los Tribunales de Justicia, 
ejercerá el control de legalidad y del interés 
general de las actuaciones de los 
Municipios, Concejos y Entidades Locales de 
Navarra, de acuerdo con lo que disponga 
una Ley Foral.
Tres. Los Municipios de Navarra gozarán, 
como mínimo, de la autonomía que, con 
carácter general, se reconozca a los demás 
Municipios de la Nación.

Disposición adicional segunda.- De 
los enclaves territoriales.
podrán agregarse a la Comunidad 
Autónoma de La Rioja aquellos 
territorios que estuvieren enclavados en 
su totalidad dentro de la misma, 
mediante el cumplimiento de los 
requisitos que la Ley del Estado 
establezca.

Artículo 25. Potestad legislativa. 
2. Por ley de las Cortes de Castilla y León se 
regulará el ejercicio de la iniciativa legislativa 
popular y de los Ayuntamientos para aquellas 
materias que sean competencia de la 
Comunidad Autónoma en los términos 
previstos en la Ley Orgánica que desarrolle lo 
dispuesto en el artículo 87.3 de la 
Constitución. 

 Artículo 56 bis.
Cuando la reforma de este Estatuto 
tenga únicamente por objeto la 
ampliación de competencias en materia 
que no estén constitucionalmente 
reservadas al Estado, la iniciativa será 
la prevista en el artículo anterior, y el 
proyecto de reforma deberá ser 
aprobado por la mayoría absoluta de 
los miembros de la Junta General, 
antes de su ulterior aprobación por las 
Cortes Generales como Ley Orgánica.

Artículo 55.
La reforma de este Estatuto se ajustará 
al siguiente procedimiento:
Uno. La iniciativa corresponderá a una 
cuarta parte de los miembros de la 
Asamblea Regional, a una tercera parte 
de municipios cuya población 
represente, al menos, la mayoría del 
censo electoral de la Región y al 
Consejo de Gobierno, así como al 
Gobierno y a las Cortes Generales.

Artículo 23.
4. A las Islas les corresponde el ejercicio de 
las funciones que les son reconocidas como 
propias; las que se les transfieran o 
deleguen por la Comunidad Autónoma, y la 
colaboración en el desarrollo y la ejecución 
de los acuerdos adoptados por el Gobierno 
canario, en los términos que establezcan las 
Leyes de su Parlamento. Las transferencias 
y delegaciones llevarán incorporadas los 
medios económicos, materiales y personales 
que correspondan.
6. El Gobierno canario coordinará la 
actividad de los Cabildos Insulares en 
cuanto afecte directamente al interés 
general de la Comunidad Autónoma.
7. A los Ayuntamientos, además de sus 
competencias propias, les corresponderá el 
ejercicio de aquéllas que les delegue la 

Artículo 18.
Tres. La Asamblea Regional, mediante 
Ley, determinará la distribución de 
estas competencias entre los distintos 
órganos de la Comunidad Autónoma y 
las condiciones para su cesión o 
delegación en las entidades territoriales 
a que hace referencia el artículo tercero 
de este Estatuto.

Artículo 64.
2. Les Corts impulsarán la autonomía 
local, pudiendo delegar la ejecución de 
las funciones y competencias en 
aquellos Ayuntamientos y entes locales 
supramunicipales que, por sus medios, 
puedan asumirlas, asegurando la debida 
coordinación y eficacia en la prestación 
de los servicios.
La distribución de las responsabilidades 
administrativas entre las diversas 
administraciones locales ha de tener en 
cuenta su capacidad de gestión y se rige 
por el principio de subsidiariedad, de 
acuerdo con lo que establece la Carta 
europea de la autonomía local y por el 
principio de diferenciación, de acuerdo 
con las características que presenta la 
realidad municipal.
Mediante ley de Les Corts se procederá 
a la descentralización en favor de los 
Ayuntamientos de aquellas 
competencias que sean susceptibles de 
ello, atendiendo a la capacidad de 
gestión de los mismos. Esta 
descentralización irá acompañada de los 
suficientes recursos económicos para 
que sea efectiva.
4. Se creará una Comisión Mixta entre la 
Generalitat y la Federación Valenciana 
de Municipios y Provincias como órgano 
deliberante y consultivo para determinar 
las bases y métodos que favorezcan las 
bases de participación entre dichas 
instituciones.
Dicha Comisión Mixta informará 
preceptivamente, en la tramitación por 
Les Corts, las iniciativas legislativas que 
afecten de manera específica a las 
entidades locales y en la tramitación de 
planes y normas reglamentarias de 
idéntico carácter.

Artículo 66.
2. La Generalitat, mediante una Ley de 
Les Corts, podrá transferir o delegar en 
las Diputaciones Provinciales la 
ejecución de aquellas competencias que 

Artículo 63.
1. Las entidades locales comprendidas 
en el territorio de la Comunitat 
Valenciana administran con autonomía 
los asuntos propios, de acuerdo con la 
Constitución Española y este Estatuto.
2. Las administraciones públicas locales 
de la Comunitat Valenciana se rigen en 
sus relaciones por los principios de 
coordinación, cooperación y 
colaboración.
3. La Generalitat y los entes locales 
podrán crear órganos de cooperación, 
con composición bilateral o multilateral, 
de ámbito general o sectorial, en 
aquellas materias en las que existan 
competencias compartidas, con fines de 
coordinación y cooperación según los 
casos.
4. La legislación de Les Corts fomentará 
la creación de figuras asociativas entre 
las administraciones públicas para 
mejorar la gestión de los intereses 
comunes y para garantizar la eficacia en 
la prestación de servicios.

no sean de interés general de la 
Comunitat Valenciana.
3. La Generalitat coordinará las 
funciones propias de las Diputaciones 
Provinciales que sean de interés general 
de la Comunitat Valenciana. A estos 
efectos, y en el marco de la legislación 
del Estado, por Ley de Les Corts, 
aprobada por mayoría absoluta, se 
establecerán las fórmulas generales de 
coordinación y la relación de las 
funciones que deben ser coordinadas, 
fijándose, en su caso, las singularidades 
que, según la naturaleza de la función, 
sean indispensables para su más 
adecuada coordinación. A los efectos de 
coordinar estas funciones, los 
presupuestos de las Diputaciones, que 
éstas elaboren y aprueben, se unirán a 
los de la Generalitat.
4. Las Diputaciones Provinciales 
actuarán como instituciones de la 
Generalitat y estarán sometidas a la 
legislación, reglamentación e inspección 
de ésta, en tanto que se ejecutan 
competencias delegadas por la misma.
Si una Diputación Provincial no 
cumpliera las obligaciones que el 
presente Estatuto y otras Leyes de Les 
Corts le imponen, el Consell, previo 
requerimiento al Presidente de la 
Diputación de que se trate, podrá 
adoptar las medidas necesarias para 
obligar a aquélla al cumplimiento forzoso 
de tales obligaciones.
La Diputación Provincial podrá recurrir 
ante el Tribunal Superior de Justicia de 
la Comunitat Valenciana.
Les Corts, por mayoría absoluta, podrán 
revocar la delegación de la ejecución de 
aquellas competencias en las que la 
actuación de las Diputaciones atente al 
interés general de la Comunitat 
Valenciana.

Artículo 222. La reforma de los 
Títulos que no afectan a las 
relaciones con el Estado.
1. La reforma de los Títulos I y II del 
Estatuto debe ajustarse a los siguientes 
procedimientos:
a) La iniciativa de la reforma 
corresponde al Parlamento de 
Cataluña, a propuesta de una quinta 
parte de sus Diputados, y al Gobierno 
de la Generalitat. Los ayuntamientos de 
Cataluña pueden proponer al 
Parlamento el ejercicio de la iniciativa 
de reforma si así lo solicita un mínimo 
del 20 por 100 de los plenos 
municipales, que representen a un 
mínimo del 20 por 100 de la población.
También pueden proponerla 300.000 
firmas acreditadas de los ciudadanos 
de Cataluña con derecho a voto.
El Parlamento debe regular estos dos 
procedimientos para proponer el 
ejercicio de la iniciativa de la reforma.

Artículo 223. La reforma del resto de 
los Títulos.
1. La reforma de los Títulos del Estatuto 
no incluidos en el artículo 222 debe 
ajustarse al siguiente procedimiento:
a) La iniciativa de reforma corresponde 
al Parlamento, al Gobierno de la 
Generalitat y a las Cortes Generales. 
Los Ayuntamientos y los titulares del 
derecho de voto al Parlamento pueden 
proponer al Parlamento que ejerza la 
iniciativa de reforma en los términos 
establecidos por el artículo 222.1.a).

2. Las competencias de la Comunidad 
de Andalucía que se transfieran o 
deleguen a los Municipios andaluces, 
posibilitando que éstos puedan seguir 
políticas propias, deberán estar 
referidas sustancialmente a la 
prestación o ejercicio de las mismas. 
La comunidad seguirá manteniendo, 
cuando se considere conveniente, las 
facultades de ordenación, planificación 
y coordinación generales.
Artículo 95. Órgano de relación de la 
Junta de Andalucía y los 
Ayuntamientos.
Una ley de la Comunidad Autónoma 
regulará la creación, composición y 
funciones de un órgano mixto con 
representación de la Junta de 
Andalucía y de los Ayuntamientos 
andaluces, que funcionará como 
ámbito permanente de diálogo y 
colaboración institucional, y será 
consultado en la tramitación 
parlamentaria de las disposiciones 
legislativas y planes que afecten de 
forma específica a las Corporaciones 
locales.
Artículo 181. Organización en 
materia tributaria.
4. La Agencia Tributaria de Andalucía 
podrá prestar su colaboración a otras 
administraciones, pudiendo asumir, por 
delegación, la gestión tributaria en 
relación con los tributos locales.
Artículo 247. Coordinación de la 
acción exterior en materia de 
cooperación.
La Junta de Andalucía impulsa y 
coordina las acciones exteriores de las 
Corporaciones locales, de los 
organismos autónomos y de otros 
entes públicos de Andalucía en materia 
de cooperación exterior, respetando la 
autonomía que en cada caso 
corresponda.

Disposición adicional primera. 
Territorios históricos.
La ampliación de la Comunidad 
Autónoma a territorios históricos no 
integrados en otra Comunidad 
Autónoma se resolverá por las Cortes 
Generales, previo acuerdo de las partes 
interesadas y sin que ello suponga 
reforma del presente Estatuto, una vez 
que dichos territorios hayan vuelto a la 
soberanía española.

Artículo 51. Consejo de Cooperación Local 
de Castilla y León. 
1. La ley de las Cortes de Castilla y León 
prevista en el artículo 49 del presente 
Estatuto regulará la creación, composición y 
funciones de un órgano mixto para el diálogo 
y la cooperación institucional entre la 
Comunidad Autónoma y las Corporaciones 
locales de Castilla y León, en el que éstas 
estarán representadas con criterios que 
aseguren la pluralidad política, territorial e 
institucional. 
2. El Consejo de Cooperación Local será oído 
en el proceso de preparación de los 
anteproyectos de ley, disposiciones 
administrativas y planes que afecten de forma 
específica a las entidades locales. 

Artículo 52. Asociación de entidades 
locales. 
1. La Comunidad de Castilla y León 
fomentará las asociaciones de entidades 
locales de ámbito autonómico para la 
protección y promoción de sus intereses 
comunes. 
2. Las Instituciones de la Comunidad 
Autónoma reconocerán la interlocución de la 
Federación Regional de Municipios y 
Provincias de Castilla y León, en cuanto 
asociación local con mayor implantación. 

Artículo 23. Iniciativa legislativa.
3. Con las condiciones de número y 
población que se determinen en una ley 
aprobada por mayoría absoluta, las 
entidades locales podrán, asimismo, 
presentar iniciativas legislativas a la 
Asamblea en materias de competencia de la 
Comunidad Autónoma.

consorciada del Catastro que incluya la 
utilización conjunta de información y de 
bases de datos.

Artículo 32. Atribuciones.
Corresponde a la Junta de Extremadura:
4. Resolver los conflictos de competencias 
entre corporaciones locales cuando no se 
haya establecido reserva a favor del Estado.
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09.04. REGÍMENES TRANSITORIOS Y ESPECIALES

09. ADMINISTRACIÓN LOCAL

-Régimen transitorio         -Población y vecindad

-Entes locales como circunscripción electoral            -Regímenes especiales

Disposición transitoria sexta. Comisión 
Técnica Interinsular. 
1. Al promulgarse el presente Estatuto, las 
instituciones de autogobierno de las Illes 
Balears habrán de respetar las competencias 
que los Consejos Insulares hayan recibido 
del ente preautonómico. 
2. A propuesta del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma, y de acuerdo con una ley del 
Parlamento, se nombrará una Comisión 
Técnica Interinsular encargada de distribuir 
las competencias a que hace referencia el 
artículo 71 del presente Estatuto, así como la 
fijación del control y la coordinación que en 
cada caso corresponda al Gobierno de la 
Comunidad Autónoma, en la medida en que 
sean asumidas por la Comunidad Autónoma 
por transferencia o por delegación del 
Estado. 
3. Integrarán la Comisión Técnica Interinsular 
veinte vocales, designados: cuatro por el 
Gobierno de la comunidad, y cuatro por cada 
uno de los Consejos Insulares de Mallorca, 
Menorca, Ibiza y Formentera. Esta Comisión 
Técnica Interinsular se dará su propio 
reglamento de funcionamiento, que se 
aprobará por mayoría simple de sus 
componentes. 
4. Los acuerdos de la Comisión Técnica 
Interinsular tomarán la forma de propuesta al 
Parlamento de las Illes Balears, el cual, en su 
caso, las aprobará mediante una ley que 
tendrá vigencia a partir de la publicación en 
el Butlletí Oficial de les Illes Balears. 
5. Los apartados 2, 3 y 4 de esta disposición 
transitoria sexta regirán hasta que la ley de 
Consejos Insulares que se dicte en aplicación 
de este Estatuto no establezca otro 
procedimiento para la transferencia o la 
asunción de competencias por los Consejos 
Insulares. 
Disposición transitoria séptima. 
Diputados y consejeros. 
1. A la entrada en vigor de este Estatuto, los 
Consejos Insulares de Mallorca, Menorca e 
Ibiza continuarán integrados, hasta la 
finalización de la correspondiente legislatura, 
por los Diputados elegidos para el 
Parlamento en las islas de Mallorca, 
Menorca, Ibiza y Formentera. 
2. Mientras no esté aprobada la ley del 
Parlamento que, en aplicación de este 
Estatuto, regule la elección de los miembros 
de los Consejos Insulares de Mallorca, 
Menorca e Ibiza, los consejeros que deban 
formar parte de cada uno de éstos se 
elegirán, coincidiendo con la fecha de la 
elección de los miembros del Parlamento de 
las Illes Balears, pero de forma 
independiente, mediante la aplicación de los 
preceptos de la vigente ley electoral de la 
Comunidad Autónoma, con las 
especificidades que, respetando el régimen 
electoral general, se expresan a 
continuación: 
a) Las circunscripciones electorales son las 
de Mallorca, Menorca e Ibiza. 
b) Son electores, en cada isla y respecto del 
correspondiente Consejo Insular, todos los 
ciudadanos españoles mayores de edad que, 
gozando del derecho de sufragio activo, 
tengan la condición política de ciudadanos de 
la Comunidad Autónoma con motivo de tener 
vecindad en cualquiera de los municipios de

Disposición transitoria cuarta.
1. La Diputación Provincial de Madrid queda 
integrada en la Comunidad de Madrid a 
partir de la entrada en vigor del presente 
Estatuto y gestionará los intereses generales 
de la Comunidad que afectan al ámbito local 
hasta la constitución de los órganos de 
autogobierno comunitarios, ajustándose a 
sus actuales competencias y programas 
económicos y administrativos, y aplicando en 
el ejercicio de sus funciones, de forma 
armónica, la legislación local vigente y la 
estatal, con prevalencia de esta última 
ordenación.
2. Una vez constituidos los órganos de 
autogobierno comunitario, quedarán 
disueltos de pleno derecho los órganos 
políticos de la Diputación Provincial de 
Madrid, la cual cesará en sus funciones. La 
Comunidad de Madrid asumirá todas las 
competencias, medios y recursos que según 
la ley correspondan a la Diputación 
Provincial de Madrid, y se subrogará en las 
relaciones jurídicas que se deriven de las 
actividades desarrolladas por aquella.

Disposición transitoria tercera.
1. Serán respetados los derechos adquiridos 
de cualquier orden o naturaleza que en los 
momentos de las diversas transferencias 
tengan los funcionarios y personas adscritos 
a la Diputación Provincial de Madrid, a los 
servicios estatales o a los de otras 
instituciones públicas objeto de dichas 
transferencias.
2. Estos funcionarios y personal quedarán 
sujetos a la Legislación General del Estado y 
a la particular de la Comunidad de Madrid, 
en el ámbito de su competencia.

Disposición transitoria sexta.
Dos. Corresponden a este Consejo de 
Gobierno las siguientes competencias:
a) Las que le atribuye el presente 
Estatuto.
b) Las que actualmente corresponden a 
la diputación provincial.

Disposición final.
Recogiendo el sentir mayoritariamente 
ya expresado por la Diputación y 
Ayuntamientos de la actual provincia de 
Santander, la promulgación de este 
Estatuto conllevará automáticamente el 
cambio de denominación de la provincia 
de Santander por provincia de 
Cantabria. El Gobierno dictará las 
disposiciones oportunas para que en el 
plazo de un año se haya dado 
cumplimiento a las consecuencias de 
esta Disposición final.

Disposiciones transitorias
Primera.- De las competencias de la 
Diputación provincial.
de acuerdo con lo establecido en el 
Artículo catorce del presente Estatuto, y 
a partir de la fecha de su entrada en 
vigor, las competencias actuales de la 
Diputación provincial de La Rioja o las 
que en el futuro puedan ser atribuidas a 
las diputaciones provinciales, serán 
asumidas por la Comunidad Autónoma 
de La Rioja, a través de sus órganos 
competentes, una vez constituidos 
estos. Ello implicará el traspaso de sus 
bienes, derechos y obligaciones, cuyas 
inscripciones se harán de oficio.

Disposición transitoria Tercera.- 
Del Presidente provisional de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.
El Presidente de la Diputación provincial 
de La Rioja asumirá las funciones de 
Presidente de la Comunidad Autónoma 
hasta la elección del mismo, que se 
realizará en la misma forma que se 
dispone en los apartados uno y dos de 
la disposición transitoria séptima, sin 
que sea de aplicación el apartado tres.

Disposición transitoria Cuarta.-
 Del Consejo de Gobierno provisional.
Dos. Corresponden a este Consejo de 
Gobierno las siguientes competencias.
a) Las que le atribuyen el presente 
Estatuto, que se deriven del traspaso de 
competencias de la administración del 
Estado.
b) Las que actualmente correspondan a 
la Diputación provincial.

Disposición transitoria Sexta.
El traspaso de los servicios inherentes 
a las competencias que, según el 
presente Estatuto, corresponden a la 
Generalidad, se hará de acuerdo con 
las bases siguientes:
7. Las Diputaciones Provinciales de 
Barcelona, Gerona, Lérida y Tarragona 
podrán transferir o delegar en la 
Generalidad de Cataluña, de acuerdo 
con lo establecido en la legislación de 
régimen local, aquellos servicios que 
por su propia naturaleza requieran un 
planeamiento coordinado, pudiendo 
conservar aquéllas la ejecución y 
gestión de esos mismos servicios.

Disposición adicional tercera.
La Comunidad Foral de Navarra se 
subrogará en todos los derechos y 
obligaciones de la actual Diputación Foral en 
cuanto Corporación Local.
Serán respetados todos los derechos 
adquiridos de cualquier orden y naturaleza 
que tengan los funcionarios y personal de 
dicha Diputación y de las instituciones 
dependientes de la misma.

 Disposición transitoria sexta.
Las competencias, medios y recursos que, 
de acuerdo con el ordenamiento vigente, 
corresponden a las mancomunidades 
provinciales interinsulares, serán 
traspasados a las instituciones de la 
Comunidad Autónoma.
A estos efectos, se constituirá una Comisión 
Mixta por los representantes de los poderes 
de la Comunidad Autónoma y de los 
Cabildos Insulares, que procederá a la 
asignación concreta de aquellas 
competencias, medios y recursos, 
ajustándose a un calendario aprobado al 
respecto por los órganos Insulares.
A los actuales integrantes de las plantillas de 
dichos organismos, les serán respetados 
todos los derechos, de cualquier orden y 
naturaleza que le correspondan en el 
momento del traspaso.

Artículo 32.
La Comunidad Autónoma de Cantabria 
asume desde su constitución todas las 
competencias, medios y recursos que 
según las leyes correspondan a la 
Diputación Provincial de Santander.
Los órganos de representación y 
gobierno de la Diputación Provincial 
establecidos por la legislación de 
régimen local quedan sustituidos en la 
provincia de Santander por los propios 
de la Comunidad Autónoma, en los 
términos de este Estatuto. El 
Parlamento de Cantabria determinará, 
según su naturaleza, la distribución de 
las competencias de la Diputación 
Provincial entre los distintos órganos de 
la Comunidad Autónoma de Cantabria 
previstos en el artículo 7 de este 
Estatuto.

Disposición transitoria tercera.
A la entrada en vigor del presente 
Estatuto, la Diputación Provincial de 
Santander quedará integrada en la 
Comunidad Autónoma en los términos 
de lo dispuesto en el artículo treinta y 
uno del presente Estatuto.

Artículo 13.
La Comunidad Autónoma de La Rioja 
asume desde su constitución todas las 
competencias, medios y recursos que, 
según las Leyes, correspondan a la 
Diputación provincial de La Rioja.
los órganos de representación y 
Gobierno de la Diputación provincial 
establecidos por la legislación de 
régimen local, quedan sustituidos en la 
provincia de La Rioja, por los propios de 
la Comunidad Autónoma, en los 
términos de este Estatuto. La 
Diputación general de La Rioja 
determinará, según su naturaleza, la 
distribución de las competencias de la 
Diputación Provincial entre los distintos 
órganos de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja, previstos en el Artículo 
dieciséis de este Estatuto.

 en igualdad de condiciones con los 
restantes miembros de su cuerpo, 
pudiendo ejercer de esta manera su 
derecho permanente de opción que 
corresponde a los funcionarios.

Artículo 18.
Uno. Se entenderán asumidas por la 
Comunidad Autónoma todas las 
competencias, medios, recursos y 
servicios que, de acuerdo con la 
legislación del Estado, corresponden a 
las Diputaciones provinciales y aquellas 
que en el futuro les puedan ser 
atribuidas.
Dos. Los órganos de representación y 
Gobierno de la Diputación provincial 
establecidos por la legislación de 
Régimen Local quedan sustituidos en la 
provincia de Murcia, por los propios de 
la Comunidad Autónoma en los 
términos de este Estatuto.
Tres. La Asamblea Regional, mediante 
Ley, determinará la distribución de 
estas competencias entre los distintos 
órganos de la Comunidad Autónoma y 
las condiciones para su cesión o 
delegación en las entidades territoriales 
a que hace referencia el artículo tercero 
de este Estatuto.

Disposición Transitoria Segunda.
Cuatro. Una vez constituida la 
Asamblea Regional provisional, elegido 
el Presidente de la Comunidad 
Autónoma y nombrado el Consejo de 
Gobierno; la Diputación Provincial de 
Murcia quedará disuelta y asumida por 
la Comunidad Autónoma, cesando en 
sus funciones el Presidente de la 
Diputación y demás Diputados 
provinciales.

Disposición Transitoria Tercera.
Dos. Corresponde a este Consejo de 
Gobierno las siguientes competencias:
b) Las que de acuerdo con la 
legislación general del Estado 
corresponden a la Diputación 
Provincial.
Disposición Transitoria Cuarta.
Serán respetados los derechos 
adquiridos de cualquier orden o 
naturaleza que correspondan a los 
funcionarios y demás personal adscrito 
a la Administración del Estado, 
Diputación Provincial y organismos e 
instituciones públicas que, por razón de 
las transferencias de servicios a la 
Comunidad Autónoma, hayan de 
depender de ésta en el futuro. La 
Comunidad Autónoma quedará 
subrogada en la titularidad de los 
contratos sometidos al derecho 
administrativo y laboral.
Los funcionarios de los Cuerpos 
Nacionales de Administración Local que 
se encuentran destinados en la 
Diputación Provincial pasarán a la 
Administración Regional, en la que 
desempeñaran puestos de análogo 
rango al de los que actualmente 
ocupan en aquélla, con las funciones 
que se les asignen por los órganos 
competentes de la Comunidad 
Autónoma. Los funcionarios a que se 
refieren los dos párrafos anteriores 
serán respetados en todos sus 
derechos adquiridos de cualquier orden 
y naturaleza, incluso el de participar en 
los concursos de traslado que 
convoque la Administración del Estado

Artículo 7.
1. A los efectos del presente estatuto 
tendrán la condición política de vascos 
quienes tengan la vecindad 
administrativa, de acuerdo con las leyes 
generales del Estado, en cualquiera de 
los Municipios integrados en el territorio 
de la Comunidad Autónoma.

Artículo 7. La condición política de 
catalanes.
1. Gozan de la condición política de 
catalanes o ciudadanos de Cataluña los 
ciudadanos españoles que tienen 
vecindad administrativa en Cataluña. 
Sus derechos políticos se ejercen de 
acuerdo con el presente Estatuto y las 
Leyes.

Artículo 3.
Uno. A los efectos del presente 
Estatuto, gozan de la condición política 
de gallegos los ciudadanos españoles 
que, de acuerdo con las Leyes 
generales del Estado, tengan vecindad 
administrativa en cualquiera de los 
municipios de Galicia.

Artículo 5. Condición de andaluz o 
andaluza.
1. A los efectos del presente Estatuto, 
gozan de la condición política de 
andaluces o andaluzas los ciudadanos 
españoles que, de acuerdo con las 
leyes generales del Estado, tengan 
vecindad administrativa en cualquiera 
de los municipios de Andalucía.

Artículo 7.
Uno. A los efectos del presente 
Estatuto gozan de la condición política 
de Asturianos los ciudadanos 
españoles que, de acuerdo con las 
Leyes generales del Estado, tengan 
vecindad administrativa en 
cualesquiera de los concejos de 
Asturias.

Artículo 4.
1. A los efectos del presente Estatuto, 
gozan de la condición política de 
cántabros los ciudadanos españoles 
que, de acuerdo con las Leyes 
generales del Estado, tengan la 
vecindad administrativa en cualquiera 
de los municipios de Cantabria.

Artículo 6.
Uno. A los efectos del presente Estatuto 
gozan de la condición política de 
Riojanos los ciudadanos españoles que, 
según las Leyes del Estado, tengan 
vecindad administrativa en cualquiera 
de los municipios de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja.

Artículo 6.
Uno. A los efectos del presente 
Estatuto, gozan de la condición política 
de murcianos los españoles que, de 
acuerdo con las Leyes del Estado, 
tengan vecindad administrativa en 
cualquiera de los municipios de la 
Región de Murcia.

Artículo 3.
1. A los efectos de este Estatuto, gozan 
de la condición política de valencianos 
todos los ciudadanos españoles que 
tengan o adquieran vecindad 
administrativa en cualquiera de los 
municipios de la Comunitat 
Valenciana.ma.

Artículo 4. Condición política de 
aragonés. 
1. A los efectos del presente Estatuto, gozan 
de la condición política de aragoneses los 
ciudadanos españoles que tengan vecindad 
administrativa en cualquiera de los 
municipios de Aragón o cumplan los 
requisitos que la legislación aplicable pueda 
establecer. 

Artículo 3.
Uno. A los efectos del presente Estatuto 
gozan de la condición de ciudadanos de 
Castilla-La Mancha los que, de acuerdo con 
las Leyes generales del Estado, tengan 
vecindad administrativa en cualquiera de los 
municipios de la Región.

Artículo 4.
Uno. A los efectos del presente Estatuto, 
gozan de la condición política de canarios 
los ciudadanos españoles que, de acuerdo 
con las Leyes Generales del Estado, tengan 
vecindad administrativa en cualquiera de los 
municipios de Canarias.

Artículo 5.
Uno. A los efectos de la presente Ley 
Orgánica, ostentarán la condición política de 
navarros los españoles que, de acuerdo con 
las leyes generales del Estado, tengan la 
vecindad administrativa en cualquiera de los 
municipios de Navarra.

Artículo 3. Extremeñas y extremeños.
1. A los efectos del presente Estatuto, 
ostentan la condición política de extremeños 
los ciudadanos españoles que, de acuerdo 
con las leyes generales del Estado, tengan 
vecindad administrativa en cualquiera de los 
municipios de Extremadura.

Artículo 9. La condición política de los 
isleños. 
1. A los efectos de este Estatuto, tienen la 
condición política de ciudadanos de la 
Comunidad Autónoma los españoles que, de 
acuerdo con las leyes generales del Estado, 
tengan vecindad administrativa en cualquiera 
de los municipios de las Illes Balears. 

Artículo 7.
1. Los derechos y deberes fundamentales de 
los ciudadanos de la Comunidad de Madrid 
son los establecidos en la Constitución.
2. A los efectos del presente Estatuto, gozan 
de la condición política de ciudadanos de la 
Comunidad los españoles que, de acuerdo 
con las Leyes Generales del Estado, tengan 
vecindad administrativa en cualquiera de sus 
municipios.

Artículo 7. Ámbito personal. 
1. A los efectos del presente Estatuto, tienen 
la condición política de ciudadanos de Castilla 
y León todos los españoles que, de acuerdo 
con las leyes del Estado, tengan vecindad 
administrativa en cualquiera de los municipios 
integrados en el territorio de la Comunidad. 

Artículo 3.
Cada uno de los Territorios Históricos 
que integran el País Vasco podrán, en el 
seno del mismo, conservar o, en su 
caso, restablecer y actualizar su 
organización e Instituciones Privativas 
de autogobierno.

Artículo 5.
2. Asimismo, se reconocen las banderas 
y enseñas propias de los territorios 
Históricos que integran la Comunidad 
Autónoma.

Artículo 22.
2. La Comunidad Autónoma podrá 
celebrar convenios con otro Territorio 
Histórico Foral para la gestión y 
prestación de servicios propios 
correspondientes a las materias de su 
competencia, siendo necesaria su 
comunicación a las Cortes Generales. A 
los veinte días de haberse efectuado 
esta comunicación, los convenios 
entrarán en vigor.

Artículo 228. Relaciones con Ceuta y 
Melilla.
La Comunidad Autónoma de Andalucía 
mantendrá unas especiales relaciones 
de colaboración, cooperación y 
asistencia con las Ciudades Autónomas 
de Ceuta y Melilla.

Artículo 23.
3. Los Cabildos constituyen los órganos de 
gobierno, administración y representación de 
cada Isla. Su organización y funcionamiento 
se regirá por una Ley aprobada por mayoría 
absoluta del Parlamento de Canarias en el 
marco de la Constitución.
4. A las Islas les corresponde el ejercicio de 
las funciones que les son reconocidas como 
propias; las que se les transfieran o 
deleguen por la Comunidad Autónoma, y la 
colaboración en el desarrollo y la ejecución 
de los acuerdos adoptados por el Gobierno 
canario, en los términos que establezcan las 
Leyes de su Parlamento. Las transferencias 
y delegaciones llevarán incorporadas los 
medios económicos, materiales y personales 
que correspondan.
5. Los Cabildos Insulares, en cuanto 
instituciones de la Comunidad Autónoma, 
asumen en cada Isla la representación 
ordinaria del Gobierno y de la Administración 
Autónoma y ejecutan en su nombre 
cualquier competencia que ésta no ejerza 
directamente a través de órganos 
administrativos propios, en los términos que 
establezca la Ley.
6. El Gobierno canario coordinará la 
actividad de los Cabildos Insulares en 
cuanto afecte directamente al interés general 
de la Comunidad Autónoma.

Disposición adicional sexta. Del régimen 
especial insular de las Illes Balears. 
1. Una ley de Cortes Generales regulará el 
régimen especial balear que reconocerá el 
hecho específico y diferencial de su 
insularidad. 
2. En el marco de esta ley, y con observancia 
de las normas y procedimientos estatales y 
de la Unión Europea que resulten de 
aplicación, la Administración General del 
Estado ajustará sus políticas públicas a la 
realidad pluriinsular de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears, especialmente 
en materia de transportes, infraestructuras, 
telecomunicaciones, energía, medio 
ambiente, turismo y pesca. 
3. Para garantizar lo anterior, en esa ley se 
regulará un instrumento financiero que, con 
independencia del sistema de financiación de 
la Comunidad Autónoma, dote los fondos 
necesarios para su aplicación. 
4. La Comisión Mixta de Economía y 
Hacienda entre el Estado y la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears prevista en el 
artículo 125, será la encargada de hacer el 
seguimiento de la aplicación de la ley 
reguladora del Régimen Especial de las Illes 
Balears. Esta Comisión Mixta coordinará las 
comisiones interadministrativas que se 
constituyan al amparo de dicha ley. 
5. El Estado velará para que cualquier mejora 
relativa al régimen económico o fiscal de los 
territorios insulares establecida por la Unión 
Europea, con excepción de las que vengan 
motivadas exclusivamente por la 
ultraperificidad sea aplicable a las Illes 
Balears. 
Artículo 75. Los municipios. 
10. El municipio de Palma dispondrá de una 
ley de capitalidad especial establecida por el 
Parlamento de las Illes Balears. El 
Ayuntamiento de Palma tiene iniciativa para 
proponer la modificación de este régimen 
especial y, de acuerdo con las leyes y el 
Reglamento del Parlamento, debe participar 
en la elaboración de los proyectos de ley que 
inciden en este régimen especial y debe ser 
consultado en la tramitación parlamentaria de 
otras iniciativas legislativas sobre su régimen 
especial. 
Artículo 39. Las instituciones. 
El sistema institucional autonómico está 
integrado por el Parlamento, el Gobierno, el 
Presidente de la Comunidad Autónoma y los 
Consejos Insulares de Mallorca, Menorca, 
Ibiza y Formentera sin perjuicio de su 
autonomía constitucionalmente garantizada. 
Artículo 61. Los Consejos Insulares. 
1. Los Consejos Insulares son las 
instituciones de gobierno de cada una de las 
islas y ostentan el gobierno, la administración 
y la representación de las islas de Mallorca, 
Menorca, Ibiza y Formentera, así como de 
las islas adyacentes a éstas. 
2. Los Consejos Insulares gozarán de 
autonomía en la gestión de sus intereses de 
acuerdo con la Constitución, este Estatuto y 
lo establecido en las leyes del Parlamento. 
3. Los Consejos Insulares también son 
instituciones de la Comunidad Autónoma de 
las Illes Balears. 
Artículo 62. Organización. 
Los Consejos Insulares establecerán su 
organización de acuerdo con la Constitución 
y con este Estatuto. Una ley del Parlamento 
regulará su organización. 

Artículo 24.
1. Los poderes del País Vasco se 
ejercerán a través del Parlamento, del 
Gobierno y en su Presidente o 
Lendakari.
2. Los Territorios Históricos conservarán 
y organizarán sus Instituciones Forales 
de conformidad a lo dispuesto en el 
artículo 3, del presente Estatuto.

Artículo 37.
1. Los Órganos Forales de los 
Territorios Históricos se regirán por el 
régimen jurídico privativo de cada uno 
de ellos.
2. Lo dispuesto en el presente estatuto 
no supondrá alteración de la naturaleza 
del régimen foral especifico o de las 
competencias de los regímenes 
privativos de cada territorio histórico.
3. En todo caso tendrán competencias 
exclusivas dentro de sus respectivos 
territorios en las siguientes materias:
A) Organización, régimen y 
funcionamiento de sus propias 
Instituciones.
B) Elaboración y aprobación de sus 
presupuestos.
C) Demarcaciones territoriales de 
ámbito supramunicipal que no excedan 
los límites provinciales.
D) Régimen de los bienes provinciales y 
municipales, tanto de dominio público 
como patrimoniales o de propios y 
comunales.
E) Régimen electoral municipal.
F) Todas aquellas que se especifiquen 
en el presente estatuto o que les sean 
transferidas.
4. Les corresponderá, asimismo, el 
desarrollo normativo y la ejecución, 
dentro de su territorio, en las materias 
que el Parlamento Vasco señale.
5. Para la elección de los órganos 
representativos de los territorios 
históricos se atenderá a criterios de 
sufragio universal, libre, directo, secreto 
y de representación proporcional, con 
circunscripciones electorales que 
procuren una representación adecuada 
de todas las zonas de cada territorio.

Artículo 11. Arán.
1. El pueblo aranés ejerce el 
autogobierno mediante el presente 
Estatuto, el Conselh Generau de Aran y 
las demás instituciones propias.
2. Los ciudadanos de Cataluña y sus 
instituciones políticas reconocen a Arán 
como una realidad occitana dotada de 
identidad cultural, histórica, geográfica 
y lingüística, defendida por los 
araneses a lo largo de los siglos. El 
presente Estatuto reconoce, ampara y 
respeta esta singularidad y reconoce 
Arán como entidad territorial singular 
dentro de Cataluña, la cual es objeto de 
una particular protección por medio de 
un régimen jurídico especial.
Artículo 94. Régimen jurídico.
1. Arán dispone de un régimen jurídico 
especial establecido por ley del 
Parlamento. Mediante este régimen se 
reconoce la especificidad de la 
organización institucional y 
administrativa de Arán y se garantiza la 
autonomía para ordenar y gestionar los 
asuntos públicos de su territorio.
2. La institución de Gobierno de Arán 
es el Conselh Generau, que está 
formado por el Síndic, el Plen des 
Conselhèrs e Conselhères Generaus y 
la Comission d'Auditors de Compdes. 
El Síndico o Síndica es la más alta 
representación y la ordinaria de la 
Generalitat en Arán.
3. La institución de gobierno de Arán es 
elegida mediante sufragio universal, 
igual, libre, directo y secreto, en la 
forma establecida por ley.
4. El Conselh Generau tiene 
competencia en las materias que 
determine la Ley Reguladora del 
Régimen Especial de Arán y las demás 
leyes aprobadas por el Parlamento y 
las facultades que la Ley le atribuye, en 
especial, en las actuaciones de 
montaña. Arán, a través de su 
institución representativa, debe 
participar en la elaboración de las 
iniciativas legislativas que afectan a su 
régimen especial.
5. Una ley del Parlamento establece los 
recursos financieros suficientes para 
que el Conselh Generau pueda prestar 
los servicios de su competencia.
Disposición adicional quinta. 
Revisión del régimen especial de 
Arán
A partir de la entrada en vigor del 
presente Estatuto, en el plazo de cuatro 
años debe revisarse y modificarse el 
régimen especial de Arán para 
adaptarlo, en lo que proceda, a lo 
establecido por el presente Estatuto.

Artículo 29.
Dos. En los términos previstos por la 
Constitución, por Ley de las Cortes de 
Castilla-La Mancha se podrá:
c) Reconocer el hecho de Comunidades 
supramunicipales, tales como las de Villa y 
Tierra, el Señorío de Molina y análogas.

Artículo 8.
2. Las Islas se configuran como elementos 
de la organización territorial de la 
Comunidad Autónoma canaria. Las 
competencias que, en el marco del presente 
Estatuto, les atribuyan las Leyes del 
Parlamento de Canarias serán ejercidas a 
través de los Cabildos.
Los Cabildos son, simultáneamente, órganos 
de Gobierno, Administración y 
representación de cada Isla e instituciones 
de la Comunidad Autónoma.

Artículo 89. Régimen especial del 
municipio de Barcelona.
El municipio de Barcelona dispone de 
un régimen especial establecido por ley 
del Parlamento. El Ayuntamiento de 
Barcelona tiene iniciativa para proponer 
la modificación de este régimen 
especial y, de acuerdo con las Leyes y 
el Reglamento del Parlamento, debe 
participar en la elaboración de los 
proyectos de ley que inciden en este 
régimen especial y debe ser consultado 
en la tramitación parlamentaria de otras 
iniciativas legislativas sobre su régimen 
especial.

Artículo 26.
1. El Parlamento Vasco estará integrado 
por un número igual de representantes 
de cada territorio histórico elegidos por 
sufragio universal, libre, directo y 
secreto.
2. La circunscripción electoral es el 
territorio histórico.
3. La elección se verificará en cada 
territorio histórico atendiendo a criterios 
de representación proporcional.

Disposición transitoria Primera.
A partir de la aprobación definitiva de 
este Estatuto, el Consejo General Vasco 
convocará, en un plazo máximo de 
sesenta días, elecciones para el 
Parlamento Vasco, que habrán de 
celebrarse dentro de los cuatro meses 
siguientes a la fecha de su 
convocatoria.
A estos efectos, cada territorio histórico 
de los que integren la Comunidad 
Autónoma constituirá una 
circunscripción electoral. Los partidos 
políticos, coaliciones de los mismos y 
agrupaciones electorales podrán 
presentar candidaturas en cada 
circunscripción electoral en listas 
cerradas y bloqueadas.

Disposición transitoria cuarta.
En tanto una ley de Cataluña no regule 
el procedimiento para las elecciones al 
Parlamento, éste será elegido de 
acuerdo con las normas siguientes:
2. Las circunscripciones electorales 
serán las cuatro provincias de 
Barcelona, Gerona y Tarragona. el 
Parlamento de Cataluña estará 
integrado por 135 Diputados, de los 
cuales la circunscripción de Barcelona 
elegirá un Diputato por cada 50,000 
habitantes, con un máximo de 85 
Diputados. Las circunscripciones de 
Gerona, Lérida y Tarragona elegirán un 
mínimo de seis Diputados, mas uno por 
cada 40,000 habitantes, atribuyéndose 
a las mimas 17, 15 y 18 Diputados, 
respectivamente.

Artículo 11.
Cuarto. La circunscripción electoral 
será, en todo caso, la provincia.

Disposiciones transitorias
Primera.
Dos. La circunscripción electoral será la 
provincia, eligiéndose un total de 
setenta y un miembros, de los que 
corresponderán a la provincia de La 
Coruña, veintidós; a la de Lugo, quince; 
a la de Orense, quince, y a la de 
Pontevedra, diecinueve.

Artículo 104. Régimen electoral.
1. La circunscripción electoral es la 
provincia. Ninguna provincia tendrá más 
del doble de Diputados que otra.

Artículo 23.
1. Les Corts estarán constituidas por un 
número de Diputados y Diputadas no 
inferior a noventa y nueve, elegidos por 
sufragio universal, libre, igual, directo y 
secreto, en la forma que determina la 
Ley Electoral Valenciana, atendiendo a 
criterios de proporcionalidad y, en su 
caso, de comarcalización.

Artículo 9..
4. Cada una de las Islas de El Hierro, 
Fuerteventura, Gran Canaria, la Gomera, 
Lanzarote, la Palma y Tenerife constituye 
una circunscripción electoral.

Disposición transitoria primera.
Uno. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 9 del presente Estatuto, y en tanto 
no se disponga otra cosa por una Ley del 
Parlamento canario aprobada por mayoría 
de dos terceras partes de sus miembros, se 
fija en 60 el número de Diputados del 
Parlamento canario, conforme a la siguiente 
distribución: 15 por cada una de las Islas de 
Gran canaria y Tenerife, ocho por La Palma, 
ocho por Lanzarote, siete por Fuerteventura, 
cuatro por La Gomera y tres por El Hierro.

Disposición transitoria cuarta.
Uno. En tanto no se celebren las 
primeras elecciones a la Asamblea 
Regional, ésta quedará constituida 
provisionalmente por los Diputados a 
Cortes, los Senadores y los Diputados 
Provinciales de la actual provincia de 
Santander.

Disposición transitoria Segunda.- De 
la Diputación provisional.
Uno. En tanto no se celebren las 
primeras elecciones a la Diputación 
general de La Rioja, se constituirá una 
Diputación provisional compuesta por 
los diputados al congreso, los 
senadores y los diputados provinciales 
de la actual provincia de La Rioja.

Disposición Transitoria Primera.
Dos. En tanto una Ley Regional no 
regule el procedimiento para las 
elecciones a la Asamblea Regional, 
ésta será elegida de acuerdo con las 
siguientes normas:
a) Para las primeras elecciones se 
adoptarán las siguientes 
circunscripciones electorales, que se 
constituyen por reunión de los 
municipios que se indican:
Uno. Lorca, Aguilas, Puerto Lumbreras, 
Totana, Alhama, Librilla, Aledo y 
Mazarron.
Dos. Cartagena, La Unión, Fuente 
Alamo, Torre Pacheco, San Javier y 
San Pedro del Pinatar.
Tres. Murcia, Alcantarilla, Beniel, 
Molina, Alguazas, Las Torres de 
Cotillas, Lorqui, Ceuti, Cieza, Abaran, 
Blanca, Archena, Ricote, Ulea, 
Villanueva, Ojos, Fortuna, Abanilla y 
Santomera.
Cuatro. Caravaca, Cehegin, 
Calasparra, Moratalla, Bullas, Pliego, 
Mula, Albudeite y Campos del Río.
Cinco. Jumilla y Yecla.
b) La Asamblea estará integrada por un 
número de miembros que no será 
inferior a treinta y cinco ni superior a 
cuarenta y cinco Diputados Regionales, 
de los cuales cada circunscripción 
elegirá uno fijo y otro mas por cada 
veinticinco mil habitantes o fracción 
superior a la mitad de dicho número.

Artículo 37. Régimen electoral. 
4. La circunscripción electoral será la 
provincia. 

Disposición transitoria Primera.- Hasta 
tanto no se promulgue la Ley Electoral 
Regional pertinente, a que se hace referencia 
el artículo diez, y que habrá de obtener el 
voto final favorable de la mayoría absoluta de 
los Diputados, las Cortes de Castilla-La 
Mancha se elegirán de acuerdo con las 
normas siguientes:
Dos. La circunscripción electoral será la 
provincia.

Artículo 17. Elecciones.
3. La provincia será la circunscripción 
electoral. La ley distribuirá el número de 
diputados de la Asamblea atribuidos a las 
provincias asignando una representación 
mínima inicial a cada circunscripción y 
distribuyendo los demás que correspondan 
en proporción a la población.

Artículo 21. Composición, elección y 
mandato. 
2. La circunscripción electoral es la provincia, 
asignándose a cada una un número mínimo 
de tres Procuradores y uno más por cada 
45.000 habitantes o fracción superior a 
22.500. 

Artículo 10.
5. La circunscripción electoral es la 
provincia.

Artículo 41. Composición y régimen 
electoral. 
3. Las circunscripciones electorales son las 
de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera. 
Disposición transitoria séptima. 
Diputados y consejeros. 
2. Mientras no esté aprobada la ley del 
Parlamento que, en aplicación de este 
Estatuto, regule la elección de los miembros 
de los Consejos Insulares de Mallorca, 
Menorca e Ibiza, los consejeros que deban 
formar parte de cada uno de éstos se 
elegirán, coincidiendo con la fecha de la 
elección de los miembros del Parlamento de 
las Illes Balears, pero de forma 
independiente, mediante la aplicación de los 
preceptos de la vigente ley electoral de la 
Comunidad Autónoma, con las 
especificidades que, respetando el régimen 
electoral general, se expresan a 
continuación: 
a) Las circunscripciones electorales son las 
de Mallorca, Menorca e Ibiza. 

 las respectivas islas de Mallorca, Menorca e 
Ibiza. 
c) Para el ejercicio del derecho de sufragio es 
indispensable la inclusión en el censo 
electoral único vigente referido al territorio de 
las Illes Balears en relación con cada una de 
las respectivas islas. 
d) Son elegibles, en la correspondiente 
circunscripción, todos los ciudadanos que, 
teniendo la condición de electores en su isla 
respectiva, no estén incursos en alguna de 
las causas de inelegibilidad previstas en las 
disposiciones comunes de la Ley Orgánica 
del régimen electoral general. 
e) Son inelegibles los incluidos en los 
supuestos a que hace referencia el artículo 
3.2 de la Ley electoral de la Comunidad 
Autónoma y los Senadores elegidos en 
representación de la Comunidad Autónoma. 
f) Ningún electo que esté incurso en una 
causa de incompatibilidad según lo dispuesto 
en el artículo 5 de la Ley electoral de la 
Comunidad Autónoma de las Illes Balears 
adquirirá la condición de consejero insular. La 
aceptación, por parte de un consejero electo, 
de un cargo, una función o una situación que 
sean constitutivos de una causa de 
incompatibilidad ocasionará el cese en su 
condición de consejero insular. 
g) Las elecciones a los Consejos Insulares 
de Mallorca, Menorca e Ibiza se celebrarán 
con la intervención de la Junta Electoral de 
las Illes Balears como administración 
electoral con todas las competencias 
establecidas en la ley. 
h) La convocatoria de elecciones a los 
Consejos Insulares de Mallorca, Menorca e 
Ibiza se realizará por Decreto del Presidente 
de la Comunidad Autónoma de acuerdo con 
las condiciones y los plazos establecidos en 
el artículo 42.3 de la Ley Orgánica del 
régimen electoral general, previa solicitud, 
realizada por los consejos respectivos con la 
pertinente antelación, mediante acuerdo 
plenario. El Decreto de convocatoria deberá 

publicarse en el Butlletí Oficial de les Illes 
Balears. 
i) El Consejo Insular de Mallorca estará 
integrado por 33 consejeros, el de Menorca 
por 13 consejeros y el de Ibiza por 13 
consejeros. La duración del mandato será de 
cuatro años. 
j) A los efectos de la atribución de escaños, 
no se tendrán en cuenta aquellas 
candidaturas que no hayan obtenido al 
menos el 5% de los votos válidos emitidos 
en la circunscripción electoral, y la atribución 
de los escaños a las candidaturas se 
realizará de conformidad con lo que se 
dispone en las letras b), c), d) y f) del artículo 
163.1 de la Ley Orgánica del régimen 
electoral general, en cada una de las 
circunscripciones electorales. 
3. Una vez celebradas, vigente este 
Estatuto, las correspondientes elecciones 
locales, en el plazo máximo de 45 días, se 
constituirá el Consejo Insular de Formentera 
que será integrado por los concejales que 
hayan sido elegidos en las citadas 
elecciones al Ayuntamiento de Formentera. 
Disposición transitoria octava. Consejo 
Insular de Formentera. 
1. Hasta que el Consejo Insular de 
Formentera no asuma efectivamente las 
competencias que le corresponden de 
acuerdo con este Estatuto, el Consejo 
Insular de Ibiza continuará ejerciéndolas en 
relación con la isla de Formentera. 
2. Se constituirá una comisión mixta, de 
composición paritaria, integrada por los 
representantes nombrados por el Gobierno, 
el Consejo Insular de Ibiza y el Ayuntamiento 
de Formentera, con objeto de proceder a la 
elaboración de la correspondiente propuesta 
de transferencias que deban producirse a 
partir de la constitución del Consejo Insular 
de Formentera. 
La transferencia de las competencias que 
inicialmente asuma el Consejo Insular de 
Formentera en su constitución, se llevará a 
cabo mediante una ley del Parlamento de las 
Illes Balears que entrará en vigor al día 
siguiente de la publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado» del presente Estatuto de 
Autonomía de las Illes Balears. 
3. El Gobierno de las Illes Balears asumirá 
los gastos ocasionados por el 
establecimiento y la efectividad de las 
competencias transferidas en lo que 
excedan de la valoración ordinaria de su 
coste efectivo. 
4. En caso de renuncia a la asunción de las 
competencias por parte del Consejo Insular 
de Formentera, éstas serán ejercidas por el 
Gobierno de las Illes Balears. 

Artículo 39.
Los conflictos de competencia que se 
puedan suscitar entre las Instituciones 
de la Comunidad Autónoma y las de 
cada uno de sus Territorios Históricos se 
someterán a la decisión de una 
comisión arbitral, formada por un 
número igual de representantes 
designados libremente por el Gobierno 
Vasco y por la Diputación Foral del 
territorio interesado, y presidida por el 
Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia del País Vasco, conforme al 
procedimiento que una Ley del 
Parlamento Vasco determine.

Artículo 63. Órganos. 
1. Los órganos necesarios de los Consejos 
Insulares de Mallorca, Menorca e Ibiza son: 
el Pleno, el Presidente y el Consejo 
Ejecutivo. En los términos fijados por la Ley 
de Consejos Insulares, cada Consejo Insular 
podrá crear órganos complementarios de los 
anteriores. 
2. En el caso del Consejo Insular de 
Formentera, que será integrado por los 
regidores del Ayuntamiento de Formentera, 
no será preceptiva la existencia de consejo 
ejecutivo. La Ley de Consejos Insulares o 
una ley específica podrá establecer, en su 
caso, singularidades de régimen jurídico y de 
organización propias para el Consejo Insular 
de Formentera. 
Artículo 64. Composición y régimen 
electoral. 
1. Cada uno de los Consejos Insulares de 
Mallorca, Menorca e Ibiza estará integrado 
por los consejeros elegidos en las 
respectivas circunscripciones, por sufragio 
universal, igual, libre, directo y secreto 
mediante un sistema de representación 
proporcional respetando el régimen electoral 
general. 
2. La duración del mandato de los 
consejeros será de cuatro años. 
3. El cargo de miembro del Consejo Insular 
es incompatible con los cargos de 
Presidente de las Illes Balears, de 
Presidente del Parlamento, de miembro del 
Gobierno y de senador de la Comunidad 
Autónoma. 
La incompatibilidad subsistirá en el caso de 
cese, por cualquier causa, en el ejercicio de 
los cargos incompatibles. 
En el Consejo Insular que les corresponda, 
los miembros incompatibles serán 
sustituidos por aquellos candidatos que 
ocupen el lugar siguiente al del último 
elegido en las listas electorales 
correspondientes. 
4. Una ley del Parlamento regulará el 
número de miembros que deben integrar 
cada Consejo Insular, así como las causas 
de inelegibilidad y de incompatibilidad que 
les afecten. 
5. Cada uno de los Consejos Insulares debe 
constituirse en el plazo máximo de 45 días 
desde que se hayan celebrado las 
elecciones. 
Artículo 65. El Pleno. 
1. El Pleno del Consejo Insular ejerce la 
iniciativa legislativa ante el Parlamento de 
las Illes Balears, la función normativa, 
aprueba los presupuestos del Consejo 
Insular, controla la acción de gobierno del 
Consejo Ejecutivo, elige y cesa al Presidente 
y ejerce todas las funciones que le otorgan 
este Estatuto, las leyes del Parlamento de 
las Illes Balears y las propias normas 
aprobadas por el Consejo Insular. 
2. El Pleno del Consejo Insular se regirá por 
el Reglamento Orgánico de funcionamiento 
que asegurará la periodicidad, el carácter 
público de sus sesiones y la transparencia 
de sus acuerdos. 
3. El Reglamento Orgánico del Consejo 
Insular establecerá la formación de grupos 
políticos, la participación de éstos en el 
proceso de elaboración de normativa, la 
función de la Junta de Portavoces y las 
demás cuestiones necesarias para el buen 
funcionamiento de la institución. 

4. Los consejeros del Consejo Insular tendrán 
acceso a toda la información generada por la 
institución y gozarán de las prerrogativas que 
el Reglamento Orgánico del Consejo Insular 
establezca. 
5. El Pleno ejercerá el control y la 
fiscalización de la acción del Presidente y del 
Consejo Ejecutivo, mediante la moción de 
censura al Presidente, la votación sobre la 
cuestión de confianza que éste plantee y los 
debates, las preguntas, las interpelaciones y 
las mociones sobre su actuación y otras que 
se establezcan. 
Artículo 66. El Presidente. 
1. El Presidente del Consejo Insular es 
elegido por el Pleno entre sus miembros. El 
candidato propuesto presentará al Pleno su 
programa de gobierno y solicitará su 
confianza, cuyo otorgamiento requiere 
mayoría absoluta en primera votación y 
mayoría simple en segunda. El mismo 
quórum se requerirá en las sucesivas 
propuestas de Presidente que puedan 
presentarse. 
2. El Presidente del Consejo Insular dirige el 
gobierno y la administración insulares y 
designa y separa libremente el resto de 
miembros del Consejo Ejecutivo, coordina su 
acción y es políticamente responsable ante el 
Pleno. 
3. La aprobación de una moción de censura 
al Presidente del Consejo Insular o la 
denegación de una cuestión de confianza que 
éste plantee se regirán por lo que dispone la 
legislación electoral general, con la 
particularidad de que el Presidente puede 
plantear la cuestión de confianza sobre su 
programa en conjunto, sobre una declaración 
de política general o sobre la aprobación de 
cualquier asunto o actuación de relevancia 
política. 
Artículo 67. El Consejo Ejecutivo. 
1. El Consejo Ejecutivo será integrado por el 
Presidente del Consejo Insular, los 
Vicepresidentes, en su caso, y los consejeros 
ejecutivos. 
2. Los consejeros ejecutivos dirigen, bajo la 
superior dirección del Presidente del Consejo 
Insular, los sectores de actividad 
administrativa correspondientes al 
departamento que encabezan. La Ley de 
Consejos Insulares y el reglamento orgánico 
determinarán la estructura interna básica de 
los departamentos y las atribuciones de sus 
órganos. 
3. Sin perjuicio de las atribuciones conferidas 
a otros órganos de gobierno, corresponde al 
Consejo Ejecutivo el ejercicio de la función 
ejecutiva en relación con las competencias 
del Consejo Insular. 
4. La Ley de Consejos Insulares establecerá 
el Estatuto personal y las incompatibilidades 
de los miembros del Consejo Ejecutivo. 
Artículo 68. Funcionamiento y régimen 
jurídico. 
1. La Ley de los Consejos Insulares, 
aprobada con el voto favorable de dos tercios 
de los Diputados del Parlamento de las Illes 
Balears, y para el Consejo Insular de 
Formentera una ley específica, en su caso, 
determinarán las reglas de funcionamiento y 
el régimen jurídico de la actuación de los 
Consejos Insulares y de sus órganos, así 
como el régimen de sus funciones y 
competencias respetando la legislación 
básica del Estado. 
2. El derecho local se aplicará como 
supletorio por lo que se refiere al régimen 
jurídico de los Consejos Insulares y de sus 
órganos, excepto en lo que se refiere a la 
organización. 

Artículo 87. Ley de capitalidad. 
Zaragoza, como capital de Aragón, dispondrá 
de un régimen especial establecido por ley 
de Cortes de Aragón. 
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09.05. COMPETENCIAS C.A.

09. ADMINISTRACIÓN LOCAL

-Régimen local        -Términos y denominación municipales         -Función pública local           -Legislación electoral local         

-Policías locales          -Consultas populares municipales          

Artículo 46.
Uno. En materia de administración local, 
corresponden a Navarra:
a) Las facultades y competencias que 
actualmente ostenta, al amparo de lo 
establecido en la Ley paccionada de 
dieciséis de agosto de mil ochocientos 
cuarenta y uno, en el Real Decreto-Ley 
paccionado de cuatro de noviembre de mil 
novecientos veinticinco y disposiciones 
complementarias.
b) Las que, siendo compatibles con las 
anteriores, puedan corresponder a las 
Comunidades Autónomas o a las Provincias, 
conforme a la legislación básica del Estado.

 Artículo 10
La Comunidad Autónoma del País 
Vasco tiene competencia exclusiva en 
las siguientes materias:
4. Régimen local ..., sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 149.1.18, de la 
Constitución.

Artículo 27.
En el marco del presente Estatuto 
corresponde a la Comunidad Autónoma 
gallega la competencia exclusiva de las 
siguientes materias: 
Dos. ...en general, las funciones que 
sobre el Régimen Local correspondan a 
la Comunidad Autónoma al amparo del 
artículo ciento cuarenta y nueve, uno, 
dieciocho, de la Constitución y su 
desarrollo.

Artículo 49.
1. La Generalitat tiene competencia 
exclusiva sobre las siguientes materias:
8ª Régimen local, sin perjuicio de lo que 
dispone el número 18 del apartado 1 del 
artículo 149 de la Constitución Española. 
...

Artículo 32.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de 
Canarias el desarrollo legislativo y la 
ejecución en las siguientes materias:
Cuarto. Régimen local.

Artículo 11.
En el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos 
que la misma establezca, corresponde 
al Principado de Asturias el desarrollo 
legislativo y la ejecución en las 
siguientes materias:
 10. Régimen Local.

Artículo 25.
En el marco de la legislación básica del 
Estado y en los términos que la misma 
establezca, corresponde a la 
Comunidad Autónoma de Cantabria el 
desarrollo legislativo y la ejecución de 
las siguientes materias:
2. Régimen local.

Artículo 11.
En el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos 
que la misma establezca, corresponde 
a la Comunidad Autónoma el desarrollo 
legislativo y la ejecución en las 
siguientes materias:
9. Régimen local.

Artículo 71. Competencias exclusivas. 
En el ámbito de las competencias exclusivas, 
la Comunidad Autónoma de Aragón ejercerá 
la potestad legislativa, la potestad 
reglamentaria, la función ejecutiva y el 
establecimiento de políticas propias, 
respetando lo dispuesto en los artículos 140 
y 149.1 de la Constitución. Corresponde a la 
Comunidad Autónoma la competencia 
exclusiva en las siguientes materias: 
5.ª En materia de régimen local, la 
determinación de las competencias de los 
municipios y demás entes locales en las 
materias de competencias de la Comunidad 
Autónoma de Aragón; el régimen de los 
bienes locales y las modalidades de 
prestación de los servicios públicos locales, 
así como las relaciones para la cooperación 
y colaboración entre los entes locales y entre 
éstos y la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón. 
Asimismo, incluye la determinación de los 
órganos de gobierno de los entes locales, 
creados por la Comunidad Autónoma y su 
régimen electoral. 
6.ª La organización territorial propia de la 
Comunidad. 

Artículo 32.
En el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos que la 
misma establezca, es competencia de la 
Junta de Comunidades el desarrollo 
legislativo y la ejecución en las materias 
siguientes:
1. Régimen local.

Artículo 9. Competencias exclusivas.
1. La Comunidad Autónoma de Extremadura 
tiene competencia exclusiva sobre las 
siguientes materias:
3. Organización territorial propia de la 
Comunidad Autónoma y régimen local en los 
términos del título IV de este Estatuto.

Artículo 53. Entidades locales y régimen 
jurídico.
2. En el marco de la legislación básica del 
Estado, la Comunidad Autónoma regulará el 
régimen jurídico de las entidades locales de 
Extremadura, teniendo en consideración las 
diferentes características de las mismas y su 
diversa capacidad de gestión competencial.

Artículo 55. Autonomía local.
Sin perjuicio de su plena autonomía política 
y la suficiencia financiera para la gestión de 
los asuntos de interés y ámbito local dentro 
del marco normativo general, una ley de la 
Asamblea aprobada por mayoría absoluta 
establecerá las materias y funciones de 
competencia autonómica susceptibles de ser 
gestionadas por los municipios y, en su caso, 
el elenco mínimo de facultades o 
atribuciones que sobre las mismas han de 
tener los ayuntamientos y que las leyes y 
normas sectoriales de la Comunidad 
Autónoma deberán prever y respetar.

Artículo 30. Competencias exclusivas. 
La Comunidad Autónoma tiene la 
competencia exclusiva en las siguientes 
materias, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 149.1 de la Constitución: 
45. Organización local, respetando lo previsto 
en los artículos 140, 141 y 149.1.18.ª de la 
Constitución. 

Artículo 31. Competencias de desarrollo 
legislativo y ejecución. 
En el marco de la legislación básica del 
Estado, corresponden a la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears el desarrollo 
legislativo y la ejecución de las siguientes 
materias: 
13. Régimen local. 

Artículo 75. Los municipios. 
8. El Parlamento de las Illes Balears, en el 
marco de la legislación básica del Estado, 
aprobará una ley de régimen local para las 
Illes Balears que tendrá en cuenta 
necesariamente las diferentes características 
demográficas, geográficas, organizativas, de 
dimensión y capacidad de gestión que tienen 
los municipios, así como las competencias de 
cooperación local asumidas por los Consejos 
Insulares. 

Artículo 27.
En el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos que la 
misma establezca, corresponde a la 
Comunidad de Madrid el desarrollo 
legislativo, la potestad reglamentaria y la 
ejecución de las siguientes materias:
1. Régimen local.

Artículo 70. Competencias exclusivas. 
1. La Comunidad de Castilla y León tiene 
competencia exclusiva en las siguientes 
materias: 
4.º Organización territorial de la Comunidad. 
Relaciones entre las instituciones de la 
Comunidad y los entes locales y regulación 
de los entes locales creados por la 
Comunidad, en los términos previstos en el 
presente Estatuto. 

Artículo 71. Competencias de desarrollo 
normativo y de ejecución. 
1. En el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos que ella 
establezca, es competencia de la Comunidad 
de Castilla y León el desarrollo legislativo y la 
ejecución de la legislación del Estado en las 
siguientes materias: 
1.º Régimen Local. 

Artículo 9.
En el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos 
que la misma establezca, corresponde 
a la Comunidad Autónoma de La Rioja 
el desarrollo legislativo y la ejecución en 
las siguientes materias:
8. Régimen local.
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Artículo 160. Régimen local.
1. Corresponde a la Generalitat la 
competencia exclusiva en materia de 
régimen local que, respetando el 
principio de autonomía local, incluye:
a) Las relaciones entre las instituciones 
de la Generalitat y los entes locales, así 
como las técnicas de organización y de 
relación para la cooperación y la 
colaboración entre los entes locales y 
entre éstos y la Administración de la 
Generalitat, incluyendo las distintas 
formas asociativas, mancomunadas, 
convencionales y consorciales.
b) La determinación de las 
competencias y de las potestades 
propias de los municipios y de los 
demás entes locales, en los ámbitos 
especificados por el artículo 84.
c) El régimen de los bienes de dominio 
público, comunales y patrimoniales y 
las modalidades de prestación de los 
servicios públicos.
d) La determinación de los órganos de 
gobierno de los entes locales creados 
por la Generalitat y el funcionamiento y 
régimen de adopción de acuerdos de 
estos órganos.
e) El régimen de los órganos 
complementarios de la organización de 
los entes locales.
2. Corresponde a la Generalitat la 
competencia compartida en todo lo no 
establecido por el apartado 1.

Artículo 30.
La Comunidad Autónoma de Canarias, de 
acuerdo con las normas del presente 
Estatuto, tiene competencia exclusiva en las 
siguientes materias:
Tres. Demarcaciones territoriales del 
archipiélago, alteración de términos 
municipales y denominación oficial de 
municipios.

Artículo 30.
Uno. ...Cualquier alteración de los límites 
provinciales habrá de ser aprobada por las 
Cortes Generales mediante Ley Orgánica.

Artículo 26.
1. La Comunidad de Madrid, en los términos 
establecidos en el presente Estatuto, tiene 
competencia exclusiva en las siguientes 
materias:
1.2 Creación o supresión de municipios, 
alteración de los términos municipales 
comprendidos en su territorio y creación de 
circunscripciones territoriales propias, en los 
términos previstos en el artículo 3 del 
presente Estatuto.
2. En el ejercicio de estas competencias 
corresponderá a la Comunidad de Madrid la 
potestad legislativa, la reglamentaria y la 
función ejecutiva que se ejercerán 
respetando, en todo caso, lo dispuesto en la 
Constitución Española.

Artículo 30. Competencias exclusivas. 
La Comunidad Autónoma tiene la 
competencia exclusiva en las siguientes 
materias, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 149.1 de la Constitución: 
2. Alteraciones de los términos municipales y 
denominación oficial de los municipios y 
topónimos. 

Artículo 24.
Compete también a la Junta General:
Cinco. Ejercer las competencias 
atribuidas por el artículo diez coma uno 
coma 2, al Principado de Asturias en lo 
relativo a la alteración de los términos y 
denominaciones de los concejos, así 
como las facultades en relación a la 
creación de organizaciones territoriales 
en los términos establecidos en dicho 
artículo.

Artículo 24.
La Comunidad Autónoma de Cantabria 
tiene competencia exclusiva en las 
materias que a continuación se señalan, 
que serán ejercidas en los términos 
dispuestos en la Constitución:
2. Las alteraciones de los términos 
municipales comprendidos en su 
territorio y, en general, las funciones 
que corresponden a la Administración 
del Estado sobre las Corporaciones 
Locales, y cuya transferencia autorice la 
legislación sobre régimen local.

Artículo 59. Organización territorial.
Corresponde a la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, respetando la garantía 
institucional establecida por la 
Constitución en los artículos 140 y 141, 
la competencia exclusiva sobre 
organización territorial, que incluye en 
todo caso:
a) La determinación, la creación, la 
modificación y la supresión de las 
entidades que configuran la 
organización territorial de Andalucía.
b) La creación, la supresión y la 
alteración de los términos de los entes 
locales y las comarcas que puedan 
constituirse, así como denominación y 
símbolos.
Artículo 91. El municipio.
2. La alteración de términos municipales 
y la fusión de municipios limítrofes de la 
misma provincia se realizarán de 
acuerdo con la legislación que dicte la 
Comunidad Autónoma en el marco de la 
legislación básica del Estado.
Artículo 96. La provincia.
1. La provincia es una entidad local con 
personalidad jurídica propia, 
determinada por la agrupación de 
municipios. Cualquier alteración de los 
límites provinciales habrá de ser 
aprobada por las Cortes Generales 
mediante ley orgánica.

Artículo 10.
Uno. El Principado de Asturias tiene la 
competencia exclusiva en las materias 
que a continuación se señalan:
Dos. Alteración de los términos y 
denominaciones de los concejos 
comprendidos en su territorio, así como 
la creación de organizaciones de 
ámbito inferior y superior a los mismos, 
en los términos establecidos en el 
artículo 6 de este Estatuto. En el 
ejercicio de estas competencias 
corresponderá al Principado de 
Asturias la potestad legislativa, la 
potestad reglamentaria y la función 
ejecutiva, que ejercerá respetando, en 
todo caso, lo dispuesto en la 
Constitución.

 Artículo 8
Uno. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma de La Rioja la competencia 
exclusiva en las siguientes materias:
3. Alteración de términos municipales, 
su denominación y capitalidad, 
organización de mancomunidades, 
agrupación de municipios y creación de 
entidades infra y supramunicipales.
Dos. En el ejercicio de estas 
competencias corresponderá a la 
Comunidad Autónoma de La Rioja la 
potestad legislativa, la potestad 
reglamentaria y la función ejecutiva, que 
serán ejercidas respetando, en todo 
caso, lo dispuesto en la Constitución.

Artículo 19.
Uno. El Parlamento, de conformidad 
con la Constitución, el presente Estatuto 
y el resto del ordenamiento jurídico, 
ejerce las siguientes funciones:
g) Aprobar la ordenación Comarcal y la 
alteración de los términos municipales 
existentes en La Rioja, sus 
denominaciones y capitalidad, de 
conformidad con lo previsto en el 
artículo veintisiete.

Artículo 23.
Compete a la Asamblea Regional:
5. Ejercer las competencias atribuidas 
por el presente Estatuto a la Región, en 
relación con la supresión y alteración 
de los términos y denominaciones de 
los municipios y la creación de otras 
entidades territoriales.

Artículo 37.
1. Los Órganos Forales de los 
Territorios Históricos se regirán por el 
régimen jurídico privativo de cada uno 
de ellos.
3. En todo caso tendrán competencias 
exclusivas dentro de sus respectivos 
territorios en las siguientes materias:
C) Demarcaciones territoriales de 
ámbito supramunicipal que no excedan 
los límites provinciales.
D) Régimen de los bienes provinciales y 
municipales, tanto de dominio público 
como patrimoniales o de propios y 
comunales.

 Artículo 10
La Comunidad Autónoma del País 
Vasco tiene competencia exclusiva en 
las siguientes materias:
1. Demarcaciones territoriales 
municipales, sin perjuicio de las 
facultades correspondientes a los 
Territorios Históricos , de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 37 de este 
Estatuto.

Artículo 27.
En el marco del presente Estatuto 
corresponde a la Comunidad Autónoma 
gallega la competencia exclusiva de las 
siguientes materias: 
Dos. Organización y régimen jurídico de 
las comarcas y parroquias rurales como 
Entidades Locales propias de Galicia, 
alteraciones de términos municipales 
comprendidos dentro de su territorio ...

Artículo 75. Competencias compartidas. 
En el ámbito de las competencias 
compartidas, la Comunidad Autónoma de 
Aragón ejercerá el desarrollo legislativo y la 
ejecución de la legislación básica que 
establezca el Estado en normas con rango 
de ley, excepto en los casos que se 
determinen de acuerdo con la Constitución, 
desarrollando políticas propias. Corresponde 
a la Comunidad Autónoma la competencia 
compartida en las siguientes materias: 
13.ª Régimen estatutario de los funcionarios 
de la Comunidad Autónoma de Aragón y de 
su Administración Local y las especialidades 
del personal laboral derivadas de la 
organización administrativa y la formación de 
este personal. 

Artículo 31. Competencias de desarrollo 
legislativo y ejecución. 
En el marco de la legislación básica del 
Estado, corresponden a la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears el desarrollo 
legislativo y la ejecución de las siguientes 
materias: 
3. Estatuto de los funcionarios de la 
Administración de la Comunidad Autónoma y 
de la administración local. 

Artículo 32. Administración Autonómica. 
3. Asimismo, en el ejercicio de la competencia 
de organización, régimen y funcionamiento, 
prevista en el artículo 70.1.1.º del presente 
Estatuto, y de acuerdo con la legislación del 
Estado, corresponde a la Comunidad 
Autónoma, entre otras materias, el 
establecimiento del régimen de los 
empleados públicos de la Comunidad y de su 
Administración Local, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.18.ª de la 
Constitución; la elaboración del procedimiento 
administrativo derivado de las especialidades 
de su organización propia; la regulación de la 
responsabilidad de la Junta y de los entes 
públicos dependientes de la misma, así como 
la regulación de los bienes de dominio público 
y patrimoniales cuya titularidad corresponda a 
la Comunidad, y la de los contratos y 
concesiones administrativas en su ámbito. 

 Artículo 10
La Comunidad Autónoma del País 
Vasco tiene competencia exclusiva en 
las siguientes materias:
4. Régimen local y estatuto de los 
funcionarios del País Vasco y de su 
Administración local, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 149.1.18, de la 
Constitución.

Artículo 9. Competencias exclusivas.
1. La Comunidad Autónoma de Extremadura 
tiene competencia exclusiva sobre las 
siguientes materias:
3. Organización territorial propia de la 
Comunidad Autónoma y régimen local en los 
términos del título IV de este Estatuto.

Artículo 151. Organización territorial.
Corresponde a la Generalitat, 
respetando la garantía institucional 
establecida por la Constitución en los 
artículos 140 y 141, la competencia 
exclusiva sobre organización territorial, 
que incluye en todo caso:
a) La determinación, la creación, la 
modificación y la supresión de las 
entidades que configuran la 
organización territorial de Cataluña.
b) La creación, la supresión y la 
alteración de los términos tanto de los 
municipios como de las entidades 
locales de ámbito territorial inferior; la 
denominación, la capitalidad y los 
símbolos de los municipios y de las 
demás entidades locales; los topónimos 
y la determinación de los regímenes 
especiales.
c) El establecimiento mediante ley de 
procedimientos de relación entre las 
entidades locales y la población, 
respetando la autonomía local.

 Artículo 10
La Comunidad Autónoma del País 
Vasco tiene competencia exclusiva en 
las siguientes materias:
3. Legislación electoral interior que 
afecte al Parlamento Vasco, Juntas 
Generales y Diputaciones Forales, en 
los términos previstos por el presente 
Estatuto y sin perjuicio de las facultades 
correspondientes a los Territorios 
Históricos, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 37 del mismo.

Artículo 37.
3. En todo caso tendrán competencias 
exclusivas dentro de sus respectivos 
territorios en las siguientes materias:
E) Régimen electoral municipal.

Artículo 160. Régimen local.
3. Corresponde a la Generalitat la 
competencia exclusiva en materia de 
régimen electoral de los entes locales 
creados por aquélla, con la excepción 
de los constitucionalmente 
garantizados.

Artículo 65. Policía autonómica.
3. Corresponde, asimismo, a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía la 
ordenación general y la coordinación 
supramunicipal de las policías locales 
andaluzas, sin perjuicio de su 
dependencia de las autoridades 
municipales.

Artículo 20.
1. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma del Principado de Asturias 
...la coordinación de las Policías 
Locales asturianas, sin perjuicio de su 
dependencia de las autoridades 
municipales.

Artículo 24.
La Comunidad Autónoma de Cantabria 
tiene competencia exclusiva en las 
materias que a continuación se señalan, 
que serán ejercidas en los términos 
dispuestos en la Constitución:
24. ... coordinación de las policías 
locales sin perjuicio de su dependencia 
jerárquica de la autoridad municipal.

 Artículo 8
Uno. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma de La Rioja la competencia 
exclusiva en las siguientes materias:
36. ...la coordinación de las policías 
locales de La Rioja, sin perjuicio de su 
dependencia de las autoridades 
municipales.

Artículo 10.
Uno. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma de Murcia la competencia 
exclusiva en las siguientes materias:
21. ... la coordinación y demás 
facultades en relación con las Policías 
Locales, sin perjuicio de su 
dependencia jerárquica de la autoridad 
municipal.

Artículo 76. Policía autonómica. 
3. Corresponde a la Comunidad Autónoma la 
coordinación de la actuación de las Policías 
locales aragonesas. 

Artículo 71. Competencias exclusivas. 
En el ámbito de las competencias exclusivas, 
la Comunidad Autónoma de Aragón ejercerá 
la potestad legislativa, la potestad 
reglamentaria, la función ejecutiva y el 
establecimiento de políticas propias, 
respetando lo dispuesto en los artículos 140 
y 149.1 de la Constitución. Corresponde a la 
Comunidad Autónoma la competencia 
exclusiva en las siguientes materias: 
58.ª ..., así como la coordinación de los 
servicios de seguridad e investigación 
privadas con la Policía autonómica y las 
policías locales de Aragón. 

Artículo 31.
1. La Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha asume las siguientes competencias 
exclusivas:
32. ... la coordinación de las policías locales, 
sin perjuicio de su dependencia jerárquica de 
la autoridad municipal.

Artículo 51.
Uno. ...Corresponde igualmente a la 
Comunidad Foral la coordinación de las 
Policías Locales de Navarra, sin detrimento 
de su dependencia de las respectivas 
autoridades municipales o concejales.

Artículo 9. Competencias exclusivas.
1. La Comunidad Autónoma de Extremadura 
tiene competencia exclusiva sobre las 
siguientes materias:.
41. Coordinación y demás facultades 
previstas en la ley orgánica correspondiente 
en relación con las policías locales.

Disposición adicional séptima. 
Seguridad.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, en materia de seguridad 
pública... Medidas de coordinación de los 
servicios de seguridad e investigación 
privados con las policías locales y, en su 
caso, con la policía dependiente de la 
Comunidad Autónoma.

Artículo 30. Competencias exclusivas. 
La Comunidad Autónoma tiene la 
competencia exclusiva en las siguientes 
materias, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 149.1 de la Constitución: 
19. ... Coordinación y demás facultades en 
relación con las policías locales, en los 
términos que establezca una ley orgánica. 

Artículo 26.
1. La Comunidad de Madrid, en los términos 
establecidos en el presente Estatuto, tiene 
competencia exclusiva en las siguientes 
materias:
1.28 Coordinación y demás facultades en 
relación con las policías locales, en los 
términos que establezca la Ley Orgánica.

Artículo 72. Competencias sobre 
seguridad pública. Cuerpo de Policía de 
Castilla y León. 
4. Corresponde a la Comunidad Autónoma la 
coordinación y demás facultades previstas en 
la Ley Orgánica a que se refiere el número 22 
del artículo 148.1 de la Constitución, en 
relación con las policías locales de Castilla y 
León. 

Artículo 163. Seguridad privada.
Corresponde a la Generalitat la 
ejecución de la legislación del Estado 
en las siguientes materias:
d) La coordinación de los servicios de 
seguridad e investigación privadas con 
la Policía de la Generalitat y las 
Policías Locales de Cataluña.

Artículo 164. Seguridad pública.
1. Corresponde a la Generalitat, en 
materia de seguridad pública, de 
acuerdo con lo dispuesto en la 
legislación estatal:
a) La planificación y regulación del 
sistema de seguridad pública de 
Cataluña y la ordenación de las policías 
locales....
2. Corresponde a la Generalitat el 
mando supremo de la Policía de la 
Generalitat-Mossos d'Esquadra y la 
coordinación de la actuación de las 
policías locales.

Artículo 71. Competencias de desarrollo 
normativo y de ejecución. 
1. En el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos que ella 
establezca, es competencia de la Comunidad 
de Castilla y León el desarrollo legislativo y la 
ejecución de la legislación del Estado en las 
siguientes materias: 
15.º Sistema de consultas populares en el 
ámbito de Castilla y León, de conformidad 
con lo que disponga la ley a la que se refiere 
el artículo 92.3 de la Constitución y demás 
leyes del Estado, correspondiendo a éste la 
autorización de su convocatoria. 

Artículo 31. Competencias de desarrollo 
legislativo y ejecución. 
En el marco de la legislación básica del 
Estado, corresponden a la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears el desarrollo 
legislativo y la ejecución de las siguientes 
materias: 
10. Sistemas de consultas populares en el 
ámbito de las Illes Balears, de conformidad 
con las leyes a que se refieren el apartado 3 
del artículo 92 y el núm. 32 del apartado 1 del 
artículo 149 de la Constitución. 

Artículo 9. Competencias exclusivas.
1. La Comunidad Autónoma de Extremadura 
tiene competencia exclusiva sobre las 
siguientes materias:
50. Régimen y convocatoria de consultas 
populares no vinculantes diferentes al 
referéndum.

Artículo 11.
En el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos 
que la misma establezca, corresponde a 
la Comunidad Autónoma el desarrollo 
legislativo y la ejecución en las 
siguientes materias:
8. sistema de consultas populares en el 
ámbito de la Región de Murcia, de 
conformidad con lo que disponga la Ley 
a que se refiere el artículo 92.3 de la 
Constitución y demás Leyes del Estado, 
correspondiendo a éste la autorización 
de su convocatoria.

Artículo 9.
En el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos 
que la misma establezca, corresponde 
a la Comunidad Autónoma de La Rioja 
el desarrollo legislativo y la ejecución en 
las siguientes materias:
7. Sistema de consultas populares en el 
ámbito de La Rioja, de conformidad con 
lo que disponga la Ley a la que se 
refiere el apartado 3 del artículo 92 de 
la Constitución y demás Leyes del 
Estado, correspondiendo a éste la 
autorización de su convocatoria.

Artículo 122. Consultas populares.
Corresponde a la Generalitat la 
competencia exclusiva para el 
establecimiento del régimen jurídico, 
las modalidades, el procedimiento, la 
realización y la convocatoria por la 
propia Generalitat o por los entes 
locales, en el ámbito de sus 
competencias, de encuestas, 
audiencias públicas, foros de 
participación y cualquier otro 
instrumento de consulta popular, con 
excepción de lo previsto en el artículo 
149.1.32 de la Constitución.

Artículo 78. Consultas populares.
Corresponde a la Junta de Andalucía la 
competencia exclusiva para el 
establecimiento del régimen jurídico, las 
modalidades, el procedimiento, la 
realización y la convocatoria por ella 
misma o por los entes locales en el 
ámbito de sus competencias de 
encuestas, audiencias públicas, foros 
de participación y cualquier otro 
instrumento de consulta popular, con la 
excepción del referéndum.

Artículo 11.
En el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos 
que la misma establezca, corresponde 
al Principado de Asturias el desarrollo 
legislativo y la ejecución en las 
siguientes materias:
11. Sistema de consultas populares en 
el ámbito del Principado de Asturias, de 
conformidad con lo que disponga la 
Ley a que se refiere el artículo 92.3 de 
la Constitución y demás Leyes del 
Estado, correspondiendo a este la 
autorización de su convocatoria.

Artículo 50.
En el marco de la legislación básica del 
Estado, y, en su caso, en los términos 
que la misma establezca, corresponde a 
la Generalitat el desarrollo legislativo y la 
ejecución de las siguientes materias:
8. Corresponde a la Generalitat el 
desarrollo legislativo del sistema de 
consultas populares municipales en su 
ámbito, de acuerdo con aquello que 
dispongan las Leyes a las que hace 
referencia el apartado 3 del artículo 92, y 
número 18 del apartado 1 del artículo 
149 de la Constitución Española. 
Corresponde al Estado la autorización 
de su convocatoria.

Artículo 32.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de 
Canarias el desarrollo legislativo y la 
ejecución en las siguientes materias:
Cinco. Sistema de consultas populares en el 
ámbito de Canarias, de conformidad con lo 
que disponga la Ley a que se refiere el 
Artículo 92.3 de la Constitución y demás 
Leyes del Estado, correspondiendo a éste la 
autorización de su convocatoria.

Artículo 49.
1. La Generalitat tiene competencia 
exclusiva sobre las siguientes materias:
8ª .... Alteraciones de los términos 
municipales y topónimos.

Artículo 55.
3. Es competencia de la Generalitat, en 
el marco de la Ley Orgánica a que se 
refiere el artículo 149.1.29ª de la 
Constitución, el mando supremo de la 
Policía Autónoma y la coordinación de la 
actuación de las policías locales de la 
Comunitat Valenciana, sin perjuicio de 
su dependencia de las autoridades 
municipales.

Artículo 76. Función Pública y 
estadística.
2. Corresponde a la Junta de Andalucía, 
en materia de función pública y 
personal al servicio de la 
Administración, respetando el principio 
de autonomía local:
a) La competencia exclusiva sobre la 
planificación, organización general, la 
formación y la acción social de su 
función pública en todos los sectores 
materiales de prestación de los 
servicios públicos de la Comunidad 
Autónoma.
b) La competencia compartida sobre el 
régimen estatutario del personal al 
servicio de las Administraciones 
andaluzas.

Artículo 60. Régimen local.
1. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma la competencia exclusiva en 
materia de régimen local que, 
respetando el artículo 149.1.18ª de la 
Constitución y el principio de autonomía 
local, incluye:
f) La regulación del régimen electoral de 
los entes locales creados por la Junta 
de Andalucía, con la excepción de los 
constitucionalmente garantizados.

Artículo 60. Régimen local.
1. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma la competencia exclusiva en 
materia de régimen local que, 
respetando el artículo 149.1.18ª de la 
Constitución y el principio de autonomía 
local, incluye:
a) Las relaciones entre las instituciones 
de la Junta de Andalucía y los entes 
locales, así como las técnicas de 
organización y de relación para la 
cooperación y la colaboración entre los 
entes locales y entre éstos y la 
Administración de la Comunidad 
Autónoma, incluyendo las distintas 
formas asociativas mancomunales, 
convencionales y consorciales.
b) La determinación de las 
competencias y de las potestades 
propias de los municipios y de los 
demás entes locales, en los ámbitos 
especificados en el Título III.
c) El régimen de los bienes de dominio 
público, comunales y patrimoniales y las 
modalidades de prestación de los 
servicios públicos.
d) La determinación de los órganos de 
gobierno de los entes locales creados 
por la Junta de Andalucía, el 
funcionamiento y el régimen de 
adopción de acuerdos de todos estos 
órganos y de las relaciones entre ellos.
e) El régimen de los órganos 
complementarios de la organización de 
los entes locales.
f) La regulación del régimen electoral de 
los entes locales creados por la Junta 
de Andalucía, con la excepción de los 
constitucionalmente garantizados.
2. Asimismo, corresponde a la 
Comunidad Autónoma la competencia 
compartida en todo lo no establecido en 
el apartado 1.
Artículo 98. Ley de régimen local.
1. Una ley de régimen local, en el marco 
de la legislación básica del Estado, 
regulará las relaciones entre las 
instituciones de la Junta de Andalucía y 
los entes locales, así como las técnicas 
de organización y de relación para la 
cooperación y la colaboración entre los 
entes locales y entre éstos y la 
Administración de la Comunidad 
Autónoma, incluyendo las distintas 
formas asociativas mancomunales, 
convencionales y consorciales, así 
como cuantas materias se deduzcan del 
artículo 60.
2. La ley de régimen local tendrá en 
cuenta las diferentes características 
demográficas, geográficas, funcionales, 
organizativas, de dimensión y 
capacidad de gestión de los distintos 
entes locales.

Artículo 64. Composición y régimen 
electoral. 
4. Una ley del Parlamento regulará el número 
de miembros que deben integrar cada 
Consejo Insular, así como las causas de 
inelegibilidad y de incompatibilidad que les 
afecten. 

Artículo 71. Competencias exclusivas. 
En el ámbito de las competencias exclusivas, 
la Comunidad Autónoma de Aragón ejercerá 
la potestad legislativa, la potestad 
reglamentaria, la función ejecutiva y el 
establecimiento de políticas propias, 
respetando lo dispuesto en los artículos 140 
y 149.1 de la Constitución. Corresponde a la 
Comunidad Autónoma la competencia 
exclusiva en las siguientes materias: 
27.ª Consultas populares, que, en todo caso, 
comprende el establecimiento del régimen 
jurídico, las modalidades, el procedimiento, la 
realización y la convocatoria por la 
Comunidad Autónoma o por los entes locales 
en el ámbito de sus competencias de 
encuestas, audiencias públicas, foros de 
participación y cualquier otro instrumento de 
consulta popular, con excepción de la 
regulación del referéndum y de lo previsto en 
el ar-tículo 149.1.32.ª de la Constitución. 

Artículo 44. El municipio. 
3. La creación y supresión de municipios, la 
alteración de términos municipales y la fusión 
de municipios limítrofes se realizará de 
acuerdo con la legislación de la Comunidad 
Autónoma en el marco de la legislación 
básica del Estado. 
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Artículo 48.
El patrimonio Insular estará integrado por:
a) El patrimonio de la Isla a la entrada en 
vigor del presente Estatuto.
b) Los bienes afectos a los servicios 
traspasados a cada Isla.
c) Los bienes y derechos que adquiera la Isla 
en el ejercicio de sus competencias y 
funciones.
d) Los bienes que adquiera la Isla por 
donación, sucesión o cualquier otro título 
jurídico válido.
e) Cualesquiera otros bienes o derechos que 
le correspondan a tenor de lo dispuesto en el 
presente Estatuto o por otra disposición 
legal.

Artículo 50.
Los recursos de las Islas están constituidos 
por:
a) Los establecidos en su legislación 
específica.
b) Los establecidos en la legislación de 
régimen local.
c) Los derivados del régimen económico-
fiscal de Canarias.
d) Las participaciones en los impuestos 
regionales, en las asignaciones o 
subvenciones estatales y en las 
transferencias procedentes del Fondo de 
Compensación Interterritorial, que puedan 
otorgarse por Ley del Parlamento canario.
e) Los que les asignen como consecuencia 
de las competencias que se les transfieran.

Artículo 51.
La Comunidad de Madrid, dentro de los 
principios de coordinación con las haciendas 
estatal y local, goza de autonomía financiera, 
es titular de bienes de dominio público y de 
patrimonio y hacienda propios, de acuerdo 
con la Constitución, el presente Estatuto, la 
Ley Orgánica de Financiación de las 
Comunidades Autónomas y demás normas 
que la desarrollan.

Artículo 82. Principios de la Hacienda de la 
Comunidad. 
2. La Comunidad de Castilla y León tiene 
autonomía financiera para desarrollar y 
ejecutar sus competencias. La autonomía 
financiera de la Comunidad y demás 
principios que inspiran la Hacienda de la 
Comunidad se ejercerán conforme a lo 
previsto en la Constitución, en el presente 
Estatuto y en la Ley Orgánica prevista en el 
artículo 157.3 de la Constitución, respetando 
los principios de coordinación con las 
Haciendas Estatal y Local y de solidaridad 
entre todos los españoles. 

 Artículo 15.
Corresponde al Gobierno de Canarias:
Tres. La planificación de la política regional y 
la coordinación de la política económica 
Insular con la regional, teniendo en cuenta 
las necesidades de cada Isla.

Artículo 57.
Uno. La Comunidad Autónoma de Canarias 
está obligada a velar por su propio equilibrio 
territorial y por la realización interna del 
principio de solidaridad.
Dos. A tal efecto se creará un Fondo de 
solidaridad interinsular. Sus recursos serán 
distribuidos por el Parlamento canario.

Artículo 57.
La Comunidad de Madrid colaborará con el 
Estado y los Ayuntamientos en todos los 
aspectos relativos al régimen fiscal y 
financiero.

Artículo 42.
El Principado de Asturias, dentro de los 
principios de coordinación con las 
Haciendas estatal y local y de 
solidaridad entre todos los españoles, 
tiene autonomía financiera, dominio 
público y patrimonio propio, de acuerdo 
con la Constitución, el presente 
Estatuto y la Ley Orgánica de 
financiación de las Comunidades 
Autónomas.
 
Artículo 43.
Uno. Son bienes del Principado de 
Asturias:
a) Los pertenecientes al ente 
preautonómico y a la Diputación 
provincial.

Artículo 45.
La Comunidad Autónoma de Cantabria, 
dentro de los principios de coordinación 
con las Haciendas estatal y local, y de 
solidaridad entre todos los españoles y 
españolas, tiene autonomía financiera, 
dominio público y patrimonio propio de 
acuerdo con la Constitución, el presente 
Estatuto y la Ley Orgánica de 
Financiación de las Comunidades 
Autónomas.
 
Artículo 46.
1. El patrimonio de la Comunidad 
Autónoma estará integrado por:
a) El patrimonio de la Diputación 
Provincial de Santander en el momento 
de aprobarse el Estatuto.

Artículo 48.
La Comunidad Autónoma de Cantabria 
y los entes locales afectados, 
participarán en los ingresos 
correspondientes a los tributos que el 
Estado pueda establecer para recuperar 
los costos sociales producidos por 
actividades contaminantes o 
generadoras de riesgo de especial 
gravedad para el entorno físico y 
humano de Cantabria, en la forma que 
establezca la ley creadora del 
gravamen.

 Artículo 44.
Uno. El patrimonio de la Comunidad 
Autónoma estará integrado por:
a) Los bienes y derechos 
pertenecientes a la Diputación 
Provincial de La Rioja en el momento 
de constituirse la Comunidad 
Autónoma.

Artículo 40.
La Región de Murcia tiene autonomía 
financiera, dominio público y patrimonio 
propio de acuerdo con la Constitución, 
este Estatuto y los principios de 
coordinación orgánica y funcional con 
las Administraciones estatal y local, así 
como de solidaridad entre todos los 
españoles.

Artículo 41.
Uno. El patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Murcia se compone de:
a) Los bienes, derechos y acciones 
pertenecientes al ente preautonómico y 
a la Diputación Provincial.

Artículo 42.
Uno. La Comunidad Autónoma, con sujeción 
a los principios de coordinación con las 
Haciendas estatal y local y de solidaridad 
entre todos los españoles, tiene autonomía 
financiera y patrimonio propio de acuerdo con 
la Constitución con este Estatuto y con la Ley 
Orgánica de financiación de las 
Comunidades Autónomas.

Artículo 45.
La Comunidad Autónoma o los Entes 
afectados participarán en los ingresos 
correspondientes a los tributos que el Estado 
pueda establecer para recuperar los costos 
sociales producidos por actividades 
contaminantes o generadoras de riesgos de 
especial gravedad para el entorno físico y 
humano de la Región, en la forma que 
establezca la Ley creadora del gravamen.

Artículo 45.
La Comunidad Autónoma gallega o los 
entes locales afectados participarán en 
los ingresos correspondientes a los 
tributos que el Estado pueda establecer 
para recuperar los costos sociales 
producidos por actividades 
contaminantes o generadoras de 
riesgos de especial gravedad para el 
entorno físico y humano de Galicia, en 
la forma que establezca la Ley creadora 
del gravamen.

Artículo 85. Otros recursos. 
La Comunidad Autónoma y las entidades 
locales afectadas participarán en los ingresos 
correspondientes a los tributos que el Estado 
pueda establecer para recuperar los costes 
sociales producidos por actividades 
contaminantes o generadoras de riesgos de 
especial gravedad para el medio, en la forma 
que establezca la ley creadora del gravamen. 

Artículo 9.
Dos. La Comunidad Autónoma, en el 
ámbito de su competencia y a través de 
sus órganos, velará por:
f) Promover la solidaridad entre los 
Municipios y Comarcas de la Región y 
de esta con las demás Comunidades 
Autónomas de España, utilizando para 
ello cuantos medios le concede la 
Constitución, el presente Estatuto y las 
Leyes.

Artículo 59. Relaciones con las entidades 
locales.
1. La Comunidad Autónoma y las entidades 
locales ajustarán sus relaciones recíprocas a 
los principios de lealtad institucional y 
financiera, respeto a sus respectivos ámbitos 
competenciales, coordinación, cooperación, 
información mutua, subsidiariedad y 
solidaridad interterritorial.

Artículo 12. Principios rectores de la 
actividad pública. 
4. Las instituciones propias deben orientar la 
función del poder público en el sentido de 
consolidar y desarrollar las características de 
nacionalidad común de los pueblos de 
Mallorca, de Menorca, de Ibiza y de 
Formentera, así como las peculiaridades de 
cada isla como vínculo de solidaridad entre 
ellas. 
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Disposición transitoria cuarta.
A partir de la entrada en vigor del 
presente Estatuto, los Presupuestos 
que elaboren y aprueben las 
Diputaciones Provinciales de 
Barcelona, Gerona, Lérida y Tarragona 
se unirán al de la Generalidad.

Artículo 60.
Dos. Corresponde al Cabildo Insular en el 
marco de sus competencias y en materias a 
que se refiere el presente título:
a) La formación y aprobación de sus 
presupuestos.
b) La elaboración de las normas 
reglamentarias precisas para la gestión de 
sus ingresos.

Artículo 53. Principios. 
Las Haciendas locales de Castilla y León se 
rigen por los principios de suficiencia de 
recursos, equidad, autonomía y 
responsabilidad fiscal. La Comunidad 
Autónoma velará por el cumplimiento de 
estos principios y por la corrección de 
desequilibrios económicos entre las entidades 
locales, con el fin de garantizar la igualdad en 
el acceso a los servicios públicos locales a 
todos los ciudadanos de la Comunidad. 

Artículo 54. Tutela financiera de los entes 
locales. 
Corresponde a la Comunidad de Castilla y 
León velar por los intereses financieros de los 
entes locales de su territorio y ejercer la tutela 
financiera sobre ellos, respetando la 
autonomía que a los mismos reconocen los 
artículos 140 a 142 de la Constitución. 

Artículo 55. Financiación de las entidades 
locales. 
1. La financiación de las entidades locales 
garantizará la suficiencia de recursos de 
acuerdo con una distribución de 
competencias basada en los principios de 
descentralización, subsidiariedad y 
simplificación administrativa. 
2. Las competencias transferidas a las 
entidades locales deberán ir acompañadas de 
una financiación autonómica suficiente, para 
que no se ponga en riesgo la autonomía 
financiera de dichos entes locales. 
3. Las entidades locales podrán participar en 
los ingresos de la Comunidad, según lo 
dispuesto en el artículo 142 de la 
Constitución, en los términos que establezca 
una ley de Cortes. 
4. Las entidades locales de Castilla y León 
tienen derecho a que la Comunidad arbitre las 
medidas de compensación que impidan que 
sus recursos se vean reducidos cuando 
establezca tributos sobre hechos sujetos a la 
imposición municipal por los entes locales o 
cuando suprima o modifique cualquier tributo 
de percepción municipal que reduzca los 
ingresos de los Ayuntamientos. 

Artículo 56. Gestión concertada de 
tributos. 
Los entes locales podrán delegar en la 
Comunidad Autónoma la gestión, liquidación, 
recaudación e inspección de sus propios 
tributos y otros ingresos de derecho público, o 
establecer alguna otra forma de colaboración. 

Artículo 61.
Uno.
a) Corresponde al Parlamento la aprobación 
y fiscalización de los Presupuestos 
Generales de la Comunidad Autónoma, así 
como controlar las consignaciones de los 
presupuestos de las Islas destinados a 
financiar competencias transferidas o 
delegadas de las mismas.

Artículo 48.
Uno. Es competencia de los Entes locales de 
la Región la gestión, recaudación, liquidación 
e inspección de los tributos propios que les 
atribuyan las Leyes, sin perjuicio de la 
delegación que puedan otorgar para el 
ejercicio de estas facultades a favor del 
Consejo de Gobierno.
Dos. Mediante Ley del Estado, se 
establecerá el sistema de colaboración de los 
Entes locales, de la Comunidad Autónoma y 
del Estado para la gestión, liquidación, 
recaudación e inspección de aquellos tributos 
que se determinen.
Tres. Los ingresos de los Entes locales de la 
Región, consistentes en participación en 
ingresos estatales y en subvenciones 
incondicionadas, se percibirán a través del 
Consejo de Gobierno, que los distribuirá de 
acuerdo con los criterios que establezca la 
Ley del Estado para las referidas 
participaciones.

Artículo 75. Los municipios. 
9. Los municipios de las Illes Balears 
dispondrán de recursos suficientes para 
ejercer las funciones que les atribuye la 
legislación; éstos deben ser garantizados por 
la Administración del Estado, la autonómica y 
la insular. En este sentido, los municipios 
tienen capacidad de regular las finanzas 
propias en el marco de la ley y gozan de 
autonomía presupuestaria. Para velar por el 
equilibrio territorial se creará un fondo de 
cooperación local, cuyos criterios de 
distribución atenderán las características 
socio-económicas y territoriales de los 
municipios. Para garantizar su suficiencia 
financiera, este fondo será de carácter 
incondicionado, sin perjuicio de los convenios 
de colaboración que, con carácter voluntario, 
se pueden hacer con cargo al mismo. 
Artículo 137. Principios rectores. 
1. Las haciendas de los Consejos Insulares 
se rigen por los principios de autonomía 
financiera, suficiencia de recursos, equidad y 
responsabilidad fiscal. 
El Gobierno de las Illes Balears vela por el 
cumplimiento de estos principios, y, a estos 
efectos, la Administración General del Estado 
y la Administración de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears establecerán 
las vías de colaboración necesarias para 
asegurar la participación del Gobierno de las 
Illes Balears en las decisiones y el 
intercambio de información que sean 
necesarios para el ejercicio de sus 
competencias. 
2. La Comunidad Autónoma de las Illes 
Balears tiene competencia, en el marco 
establecido por la Constitución, este Estatuto 
y la normativa del Estado, en materia de 
financiación de los Consejos Insulares. Esta 
competencia incluye capacidad para fijar los 
criterios de distribución de las participaciones 
a cargo de los presupuestos generales de la 
Comunidad Autónoma de las Illes Balears. 
3. Los Consejos Insulares tienen autonomía 
presupuestaria y de gasto en la aplicación de 
sus recursos, incluidas las participaciones 
incondicionadas que perciben a cargo de los 
presupuestos de otras Administraciones 
públicas, de las que pueden disponer 
libremente en el ejercicio de sus 
competencias. 
4. Se garantizan a los Consejos Insulares los 
recursos suficientes para hacer frente a las 
competencias propias, atribuidas 
expresamente como tales en el presente 
Estatuto, o a aquellas que les sean 
transferidas o delegadas. Toda nueva 
atribución de competencias ha de ir 
acompañada de la asignación de los 
recursos suplementarios necesarios para 
financiarlas correctamente, de manera que 
se tenga en cuenta la financiación del coste 
total y efectivo de los servicios transferidos. 
El cumplimiento de este principio es una 
condición esencial para que entre en vigor la 
transferencia o delegación de competencia, o 
sean asumidas las competencias propias. A 
tal efecto, se pueden establecer diversas 
formas de financiación, incluida la 
participación en los recursos de la hacienda 
de la Comunidad Autónoma de las Illes 
Balears o, si fuera el caso, del Estado, en 
proporción a las competencias propias o a 
las autonómicas que hayan sido transferidas 
o delegadas. 

Artículo 60. Régimen local.
3. En el marco de la regulación general 
del Estado, le corresponden a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía las 
competencias sobre haciendas locales 
y tutela financiera de los entes locales, 
sin perjuicio de la autonomía de éstos, y 
dentro de las bases que dicte el Estado 
de acuerdo con el artículo 149.1.18.ª de 
la Constitución.

Artículo 191. Autonomía y 
competencias financieras.
1. Las haciendas locales andaluzas se 
rigen por los principios de suficiencia de 
recursos para la prestación de los 
servicios que les corresponden, 
autonomía, responsabilidad fiscal, 
equidad y solidaridad.
2. Las Administraciones locales 
disponen de capacidad para regular sus 
propias finanzas en el marco de la 
Constitución y las leyes. Esta capacidad 
incluye las potestades que se fijen por 
las leyes en relación con sus tributos 
propios y la autonomía presupuestaria y 
de gasto en la aplicación de sus 
recursos, así como de los ingresos de 
carácter incondicionado que perciban 
procedentes de los presupuestos de 
otras Administraciones.
3. Corresponde a los gobiernos locales, 
en el marco de lo establecido en la 
normativa reguladora del sistema 
tributario local, la competencia para 
gestionar, recaudar e inspeccionar sus 
tributos, sin perjuicio de que puedan 
delegarla o establecer alguna otra 
forma de colaboración.

Artículo 192. Colaboración de la 
Comunidad Autónoma.
1. Una ley regulará la participación de 
las Entidades Locales en los tributos de 
la Comunidad Autónoma, que se 
instrumentará a través de un fondo de 
nivelación municipal, de carácter 
incondicionado.
2. Adicionalmente la Comunidad 
Autónoma podrá establecer programas 
de colaboración financiera específica 
para materias concretas.
3. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma la tutela financiera de los 
entes locales, sin perjuicio de las 
competencias del Estado y con respeto 
a la autonomía que a los mismos les 
reconoce la Constitución.
4. Los entes locales podrán delegar a 
favor de la Comunidad Autónoma la 
gestión, liquidación, recaudación e 
inspección de sus propios tributos o 
establecer alguna otra forma de 
colaboración.
5. Los ingresos de los entes locales 
consistentes en participaciones en 
ingresos y en subvenciones 
incondicionadas estatales se percibirán 
a través de la Comunidad Autónoma, 
que los distribuirá de acuerdo con los 
criterios establecidos en sus leyes, 
respetando los criterios fijados por la 
legislación del Estado en esta materia.

Artículo 70.
1. En el caso de que la Generalitat, 
cuando así lo prevea la legislación sobre 
Régimen Local, establezca tributos 
sobre hechos precisamente sujetos a la 
imposición municipal por las entidades 
locales, la Ley que establezca el tributo 
arbitrará las medidas de compensación 
o coordinación a favor de estas 
Corporaciones, de manera que los 
ingresos de éstas no se vean mermados 
ni reducidos en sus posibilidades de 
crecimiento futuro.
2. Los ingresos de los entes locales de 
la Comunitat Valenciana, consistentes 
en participaciones de ingresos estatales 
y en subvenciones incondicionales, 
serán percibidas a través de la 
Generalitat, que los distribuirá de 
acuerdo con los criterios legales que la 
legislación del Estado establezca para 
las participaciones mencionadas.
La financiación de los entes locales 
garantizará la suficiencia de recursos de 
acuerdo con una distribución de 
competencias basada en los principios 
de descentralización, subsidiariedad y 
simplificación administrativa.
Los Ayuntamientos en la elaboración de 
sus presupuestos establecerán las 
medidas necesarias para dar 
participación a los ciudadanos y 
ciudadanas.
3. Los entes locales de la Comunitat 
Valenciana tienen derecho a que el 
Estado, o la Generalitat, en su caso, 
cuando supriman o modifiquen cualquier 
tributo de percepción municipal que 
mengüe los ingresos de los 
Ayuntamientos, arbitren las medidas de 
compensación que impidan que sus 
disponibilidades se vean disminuidas o 
reducidas sus posibilidades de 
crecimiento futuro.

Artículo 51.
1. Corresponde a la Generalitat la 
ejecución de la legislación del Estado en 
las siguientes materias:
7ª La autorización de endeudamiento a 
los entes locales de la Comunitat 
Valenciana de acuerdo con lo que 
determine la legislación del Estado.

Artículo 64.
3. Para potenciar la autonomía local 
sobre la base del principio de 
subsidiariedad, por ley de Les Corts, se 
creará el Fondo de Cooperación 
Municipal de la Comunitat Valenciana 
con los mismos criterios que el fondo 
estatal.

Artículo 43.
Tres. El Consejo de Gobierno podrá 
colaborar con las corporaciones 
municipales para la recaudación de los 
tributos propios de éstas, sin perjuicio 
de la gestión, liquidación e inspección 
que corresponde a tales entidades.

Artículo 114. Relaciones financieras con 
las Entidades Locales Aragonesas. 
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la 
tutela financiera respecto de las entidades 
locales, respetando, en todo caso, la 
autonomía reconocida a las mismas en los 
artículos 137, 140, 141 y 142 de la 
Constitución. 
2. La Comunidad Autónoma de Aragón 
colaborará con las entidades locales en la 
gestión, liquidación, recaudación e 
inspección de los tributos que tienen 
atribuidos, respetando su autonomía 
financiera y de conformidad con lo 
establecido en la legislación básica del 
Estado y la emanada de las Cortes de 
Aragón. 
3. Los ingresos de las entidades locales 
consistentes en participaciones en tributos y 
en subvenciones incondicionadas estatales 
que se perciban a través de la Comunidad 
Autónoma, se distribuirán por ésta de 
acuerdo con los criterios legales establecidos 
por el Estado para dichas participaciones. 
4. Con arreglo al principio de suficiencia 
financiera, la Comunidad Autónoma 
participará en la financiación de las 
Corporaciones Locales aragonesas 
aportando a las mismas las asignaciones de 
carácter incondicionado que se establezcan 
por las Cortes de Aragón. Los criterios de 
distribución de dichas aportaciones se 
aprobarán mediante ley de las Cortes de 
Aragón y deberán tener en cuenta las 
necesidades de gasto y la capacidad fiscal 
de los entes locales. 
5. El conjunto de las aportaciones realizadas 
a las Corporaciones Locales se integrará en 
el Fondo Local de Aragón. 

 Artículo cincuenta y uno bis.
Corresponde al Principado de Asturias 
la tutela financiera de las 
Corporaciones Locales sin perjuicio de 
la autonomía que les garantiza el 
artículo 140 de la Constitución y en el 
marco de lo dispuesto en los artículos 
142 y 149.1.18 de la misma.

Artículo 52.
1. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma de Cantabria velar por los 
intereses financieros de los entes 
locales, respetando la autonomía que a 
los mismos reconocen los artículos 140 
y 142 de la Constitución.
2. Es competencia de los entes locales 
de Cantabria la gestión, recaudación, 
liquidación e inspección de los tributos 
propios que les atribuyen las leyes, sin 
perjuicio de la delegación que pueden 
otorgar para estas facultades a favor de 
la Comunidad Autónoma de Cantabria.
Mediante ley del Estado, se establecerá 
el sistema de colaboración de los entes 
locales, de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria y del Estado para la gestión, 
liquidación, recaudación e inspección 
de aquellos tributos que se determinen.

 Artículo 53.
Uno. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma la tutela financiera respecto a 
los Entes Locales, conforme a lo 
dispuesto en el artículo noveno, 
apartado nueve, del presente Estatuto, 
respetando en todo caso, la autonomía 
reconocida a los mismos en los 
artículos 140 y 142 de la Constitución.
Dos. La Comunidad Autónoma de La 
Rioja colaborará con los entes locales 
en la gestión, liquidación, recaudación e 
inspección de los tributos que tienen 
atribuidos, respetando su autonomía 
financiera y de conformidad con lo 
establecido en la legislación básica y en 
la del Parlamento de La Rioja.
Tres. Los ingresos de los Entes Locales 
consistentes en participaciones en 
ingresos estatales y en subvenciones 
incondicionadas se percibirán a través 
de la Comunidad Autónoma, que los 
distribuirá de acuerdo con los criterios 
legales establecidos para dichas 
participaciones.

Artículo 49.
Uno. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma gallega la tutela financiera 
sobre los entes locales respetando la 
autonomía que a los mismos reconocen 
los artículos ciento cuarenta y ciento 
cuarenta y dos de la Constitución y de 
acuerdo con el artículo veintisiete, dos, 
de este Estatuto.
Dos. Es competencia de los entes 
locales de Galicia la gestión, 
recaudación, liquidación e inspección de 
los tributos propios que les atribuyan las 
Leyes, sin perjuicio de la delegación 
que puedan otorgar para estas 
facultades a favor de la Comunidad 
Autónoma gallega.
mediante Ley del Estado se establecerá 
el sistema de colaboración de los entes 
locales, de la Comunidad Autónoma 
gallega y del Estado para la gestión, 
liquidación, recaudación e inspección de 
aquellos tributos que se determinen.
los ingresos de los entes locales de 
Galicia, consistentes en participación en 
ingresos estatales y en subvenciones 
incondicionadas, se percibirán a través 
de la Comunidad Autónoma gallega, 
que los distribuirá de acuerdo con los 
criterios legales que se establezcan 
para las referidas participaciones.

Artículo 42.
Los ingresos de la hacienda general del 
País Vasco estarán constituidos por:
A) Las aportaciones que efectúen las 
Diputaciones Forales, como expresión 
de la Contribución de los Territorios 
Históricos a los gastos presupuestarios 
del País Vasco. Una ley del Parlamento 
Vasco establecerá los criterios de 
distribución equitativa y el procedimiento 
por el que, a tenor de aquellos, se 
convendrá y harán efectivas las 
aportaciones de cada territorio histórico.
Artículo 41.
2. El contenido del régimen de concierto 
respetará y se acomodará a los 
siguientes principios y bases:
A) Las Instituciones competentes de los 
Territorios Históricos podrán mantener, 
establecer y regular, dentro de su 
territorio, el régimen tributario, 
Atendiendo a la estructura general 
impositiva del Estado, a las normas que 
para la coordinación, armonización 
fiscal y colaboración con el Estado se 
contengan en el propio concierto, y a las 
que dicte el Parlamento Vasco para 
idénticas finalidades dentro de la 
Comunidad Autónoma. El concierto se 
aprobará por ley.
B) La exacción, gestión, liquidación, 
recaudación e inspección de todos los 
impuestos, salvo los que se integran en 
la renta de aduanas y los que 
actualmente se recaudan a través de 
monopolios fiscales, se efectuará, 
dentro de cada territorio histórico, por 
las respectivas Diputaciones Forales, 
sin Perjuicio de la colaboración con el 
Estado y su Alta Inspección.
C) Las Instituciones competentes de los 
Territorios Históricos adoptarán los 
acuerdos pertinentes, con objeto de 
aplicar en sus respectivos territorios las 
normas fiscales de carácter excepcional 
y coyuntural que el Estado decida 
aplicar al territorio común, 
estableciéndose igual periodo de 
vigencia que el señalado para estas.
D) La aportación del País Vasco al 
Estado consistirá en un cupo global, 
integrado por los correspondientes a 
cada uno de sus territorios, como 
contribución a todas las cargas del 
Estado que no asuma la Comunidad 
Autónoma.
E) Para el señalamiento de los cupos 
correspondientes a cada territorio 
histórico que integran el cupo global 
antes señalado se constituirá una 
Comisión Mixta integrada, de una parte, 
por un representante de cada 
Diputación Foral y otros tantos del 
Gobierno Vasco, y de otra por un 
número igual de representantes de la 
Administración del Estado. El cupo así 
acordado se aprobará por ley, con la 
periodicidad que se fije en el concierto, 
sin perjuicio de su actualización anual 
por el procedimiento que se establezca 
igualmente en el concierto.
F) El régimen de conciertos se aplicará 
de acuerdo con el principio de 
solidaridad a que se refieren los 
artículos 138 y 156 de la Constitución .

Artículo 59.
Se regularán necesariamente mediante Ley 
del Parlamento canario las siguientes 
materias:
f) Las participaciones que en impuestos, 
asignaciones y subvenciones correspondan 
a la Hacienda Insular, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo cuarenta y nueve 
del presente Estatuto.

Artículo 217. Principios rectores.
Las haciendas locales se rigen por los 
principios de suficiencia de recursos, 
equidad, autonomía y responsabilidad 
fiscal. La Generalitat vela por el 
cumplimiento de estos principios.

Artículo 218. Autonomía y 
competencias financieras.
1. Los gobiernos locales tienen 
autonomía presupuestaria y de gasto 
en la aplicación de sus recursos, 
incluidas las participaciones que 
perciban a cargo de los presupuestos 
de otras Administraciones públicas, de 
los cuales pueden disponer libremente 
en el ejercicio de sus competencias.
2. La Generalitat tiene competencia, en 
el marco establecido por la Constitución 
y la normativa del Estado, en materia 
de financiación local. Esta competencia 
puede incluir la capacidad legislativa 
para establecer y regular los tributos 
propios de los gobiernos locales e 
incluye la capacidad para fijar los 
criterios de distribución de las 
participaciones a cargo del presupuesto 
de la Generalitat.
3. Los gobiernos locales tienen 
capacidad para regular sus propias 
finanzas en el marco de las leyes. Esta 
capacidad incluye la potestad de fijar la 
cuota o el tipo de los tributos locales, 
así como las bonificaciones y 
exenciones, dentro de los límites 
establecidos por las leyes.
4. Corresponde a los gobiernos locales, 
en el marco establecido por la 
normativa reguladora del sistema 
tributario local, la competencia para 
gestionar, recaudar e inspeccionar sus 
tributos, sin perjuicio de que puedan 
delegarla a la Generalitat y de que 
puedan participar en la Agencia 
Tributaria de Cataluña.
5. Corresponde a la Generalitat el 
ejercicio de la tutela financiera sobre 
los gobiernos locales, respetando la 
autonomía que les reconoce la 
Constitución.

Artículo 219. Suficiencia de 
recursos.
1. La Generalitat debe establecer un 
fondo de cooperación local destinado a 
los gobiernos locales. El fondo, de 
carácter incondicionado, debe dotarse 
a partir de todos los ingresos tributarios 
de la Generalitat y debe regularse por 
medio de una ley del Parlamento.
Adicionalmente, la Generalitat puede 
establecer programas de colaboración 
financiera específica para materias 
concretas.
2. Los ingresos de los gobiernos 
locales consistentes en participaciones 
en tributos y en subvenciones 
incondicionadas estatales son 
percibidos por medio de la Generalitat, 
que los debe distribuir de acuerdo con 
lo dispuesto en la Ley de Haciendas 
Locales de Cataluña, cuya aprobación 
requerirá una mayoría de tres quintos, y 
respetando los criterios establecidos 

por la legislación del Estado en la 
materia. En el caso de las 
subvenciones incondicionadas, estos 
criterios deberán permitir que el 
Parlamento pueda incidir en la 
distribución de los recursos con el fin 
de atender a la singularidad del sistema 
institucional de Cataluña a que se 
refiere el artículo 5 de este Estatuto.
3. Se garantizan a los gobiernos locales 
los recursos suficientes para hacer 
frente a la prestación de los servicios 
cuya titularidad o gestión se les 
traspase o delegue. Toda nueva 
atribución de competencias debe ir 
acompañada de la asignación de los 
recursos suplementarios necesarios 
para financiarlas correctamente, de 
modo que se tenga en cuenta la 
financiación del coste total y efectivo de 
los servicios traspasados. El 
cumplimiento de este principio es una 
condición necesaria para que entre en 
vigor la transferencia o delegación de la 
competencia. A tal efecto, pueden 
establecerse diversas formas de 
financiación, incluida la participación en 
los recursos de la hacienda de la 
Generalitat o, si procede, del Estado.
4. La distribución de recursos 
procedentes de subvenciones 
incondicionadas o de participaciones 
genéricas en impuestos debe llevarse a 
cabo teniendo en cuenta la capacidad 
fiscal y las necesidades de gasto de los 
gobiernos locales y garantizando en 
todo caso su suficiencia.
5. La distribución de los recursos entre 
los gobiernos locales no puede 
comportar en ningún caso una 
minoración de los recursos obtenidos 
por cada uno de éstos, según los 
criterios utilizados en el ejercicio 
anterior a la entrada en vigor de los 
preceptos del presente Estatuto.

Artículo 220. Ley de Haciendas 
Locales.
1. El Parlamento debe aprobar su 
propia ley de haciendas locales para 
desarrollar los principios y 
disposiciones establecidos por el 
presente capítulo.
2. Las facultades en materia de 
haciendas locales que el presente 
capítulo atribuye a la Generalitat deben 
ejercerse con respeto a la autonomía 
local y oído el Consejo de Gobiernos 
Locales, establecido por el artículo 85.

Artículo 221. El catastro.
La Administración General del Estado y 
la Generalitat establecerán los cauces 
de colaboración necesarios para 
asegurar la participación de la 
Generalitat en las decisiones y el 
intercambio de información que sean 
precisos para el ejercicio de sus 
competencias.
Asimismo, se establecerán formas de 
gestión consorciada del Catastro entre 
el Estado, la Generalitat y los 
municipios, de acuerdo con lo que 
disponga la normativa del Estado y de 
manera tal que se garantice la plena 
disponibilidad de las bases de datos 
para todas las Administraciones y la 
unidad de la información.

Artículo 193. El Catastro.
La Administración General del Estado y 
la Junta de Andalucía establecerán los 
cauces de colaboración necesarios para 
asegurar la participación de ésta en las 
decisiones y el intercambio de 
información que sean precisos para el 
ejercicio de sus competencias.
Asimismo, se establecerán formas de 
gestión consorciada del Catastro entre 
el Estado, la Junta de Andalucía y los 
municipios, de acuerdo con lo que 
disponga la normativa del Estado y de 
manera tal que se garantice la plena 
disponibilidad de las bases de datos 
para todas las Administraciones y la 
unidad de la información.

6. Las modificaciones del marco 
normativo de la Comunidad Autónoma 
que disminuyan los ingresos tributarios 
locales habrán de prever la 
compensación oportuna.
7. Cualquier atribución de competencias 
irá acompañada de la asignación de 
recursos suficientes.

Artículo 138. Recursos de los Consejos 
Insulares. 
1. Mediante una ley del Parlamento se 
regulará el régimen de financiación de los 
Consejos Insulares fundamentado en los 
principios de suficiencia financiera, 
solidaridad y cooperación, que en ningún 
caso podrá suponer una disminución de los 
recursos obtenidos hasta el momento y que 
establecerá los mecanismos de participación 
en las mejoras de financiación de la 
comunidad en proporción a las competencias 
propias, transferidas o delegadas. 
2. La Ley de financiación de los Consejos 
Insulares deberá prever un fondo para 
garantizar un nivel similar de prestación y de 
eficiencia en la gestión de los servicios por 
parte de cada Consejo Insular en el ejercicio 
de las competencias autonómicas comunes 
que les han sido asignadas y un fondo de 
compensación para corregir los 
desequilibrios que pueden producirse. 
3. La ley que regula la financiación de los 
Consejos Insulares establecerá los 
mecanismos de cooperación necesarios 
entre el Gobierno de las Illes Balears y los 
Consejos Insulares para articular 
adecuadamente el desarrollo y la revisión del 
sistema de financiación de acuerdo con los 
principios de equidad, transparencia y 
objetividad, mediante una comisión paritaria 
Gobierno-Consejos Insulares. 
Disposición adicional quinta. Financiación 
de los Consejos Insulares. 
Sin perjuicio de lo que dispone el capítulo IV 
del título IV de este Estatuto, la financiación 
de los Consejos Insulares y su revisión se 
regirá por lo establecido en la Ley 2/2002, de 
3 de abril, de sistema de financiación 
definitivo de los Consejos Insulares, o por la 
norma que la sustituya que, en todo caso, 
deberá respetar los principios de autonomía 
financiera, suficiencia financiera y 
solidaridad, y no podrá suponer una 
disminución de los recursos obtenidos hasta 
el momento y en todo caso participará de las 
mejoras de financiación de la comunidad. 

Artículo 77. Competencias ejecutivas. 
En el ámbito de las competencias ejecutivas 
y en orden a la aplicación de la legislación 
estatal, la Comunidad Autónoma de Aragón 
podrá dictar reglamentos para la regulación 
de su propia competencia funcional y la 
organización de los servicios necesarios para 
ello, y en general podrá ejercer todas 
aquellas funciones y actividades que el 
ordenamiento jurídico atribuye a la 
Administración Pública. Corresponde a la 
Comunidad Autónoma la competencia 
ejecutiva en las siguientes materias: 
10.ª Colaboración con el Estado en la gestión 
del catastro. 

Artículo 60. Hacienda local.
1. La hacienda de las entidades locales de 
Extremadura se rige por los principios de 
suficiencia de recursos, solidaridad, 
autonomía y responsabilidad fiscal.
2. La Comunidad Autónoma de Extremadura 
velará por el equilibrio territorial y la 
realización efectiva del principio de 
solidaridad. Con esta finalidad y mediante 
ley de la Asamblea, se establecerá un fondo 
de finalidad incondicionada, dotado a partir 
de los ingresos tributarios de la Comunidad y 
que se distribuirá entre los municipios 
teniendo en cuenta, entre otros factores, su 
población, sus necesidades de gasto y su 
capacidad fiscal.
3. La Comunidad Autónoma compensará 
necesariamente a las entidades locales de 
Extremadura cuando establezca medidas 
tributarias que supongan una minoración 
real de sus ingresos.
4. Sin perjuicio de acuerdos con otras 
administraciones, las corporaciones locales 
podrán delegar en la Junta de Extremadura 
la aplicación de sus tributos y establecer con 
ella otras formas de colaboración en la 
materia.

Artículo 59. Relaciones con las entidades 
locales.
2. La Comunidad Autónoma podrá articular 
la gestión ordinaria de los servicios de su 
competencia a través de las entidades 
locales de Extremadura, en los términos que 
disponga una ley de la Asamblea que 
establecerá los mecanismos de dirección y 
control por parte de aquella, así como los 
medios financieros, materiales y personales 
que resulten precisos.
3. Igualmente mediante ley de la Asamblea, 
se podrán transferir o delegar a las 
entidades locales de Extremadura facultades 
sobre materias de competencia de la 
Comunidad Autónoma. Estas leyes 
preverán, en cada caso, la correspondiente 
transferencia de medios financieros, 
materiales y personales que resulten 
precisos para garantizar la suficiencia en la 
prestación de los servicios públicos 
descentralizados, así como las formas de 
dirección y control que se reserven los 
poderes de la Comunidad.
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